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INTRODUCCIÓN: 


La presente Tesina o Trabajo Final de Grado aborda el problema de los 
campesinos desplazados de sus tierras en el vecino país de Paraguay, como 
consecuencia del avance del proceso de sojización en la economía paraguaya. Este 
Trabajo Final se enmarca en la línea de investigación departamental denominada 
“Programa de prácticas laborales y culturales en sectores urbanos y rurales”. En la 
problemática del Paraguay se encuentran varios ejes temáticos a desarrollar desde 
esta línea de investigación, a saber: la estratificación social y los actores sociales; 
procesos de descomposición social, mercados de trabajo y debates en torno de 
reprimarización de la economía. El vínculo con el tema de investigación surgió 
debido a mi interés por el nivel de injusticia que sufre un desplazado de la tierra en 
general, y en Paraguay en particular, como producto de las estrategias de 
desposesión capitalista. En términos disciplinares este proyecto se propone como 
aporte el análisis de la categoría “desplazado ambiental” como consecuencia de la 
sojización. El objetivo general de esta investigación es comprender la problemática 
de los desplazados ambientales de Paraguay bajo el enfoque de la historia reciente, 
entendida como lo afirma Ángel Soto Gamboa: “Por historia reciente, del tiempo 
presente, coetánea, próxima o actual, conceptos todos válidos, entendemos la posibilidad de 
análisis histórico de la realidad social vigente, que comporta una relación de coetaneidad 
entre la historia vivida y la escritura de la misma historia, entre los actores y testigos de la 
historia y los propios historiadores. El presente es el eje central de su análisis, al que no 
retiene aislado de la sucesión temporal o del espesor de los tiempos”. (Soto Gamboa. 
2004: pág 106). Entendemos a la historia del presente como el resultado de la 
propia coetaneidad, sin delimitación temporal estática, sino por el contrario, como 
una categoría dinámica donde identifican su propia existencia los actores sociales 
como protagonistas. Además, abordamos objetivos específicos tales como la 
comprensión de las causas y las consecuencias de la concentración de la tierra, y el 
proceso de sojización, en el distrito de Liberación, departamento de San Pedro, 
república del Paraguay, en el periodo 2012 - 2019; el reconocimiento de la 
descomposición social del campesinado como desplazado ambiental en Paraguay y 


la identificación de la recomposición social del campesinado como refugiado 


ambiental. Como ya se anticipó en párrafos anteriores, el abordaje de la 
problemática de los desplazados ambientales en Paraguay como consecuencia del 
avance del monocultivo de soja, se desarrolló bajo el enfoque de la historia reciente. 
A propósito del enfoque mencionado, Ángel Soto Gamboa asegura lo siguiente: “Si 
atendemos al criterio que es preciso que pase medio siglo o una generación para acceder a lo 
verdaderamente historiable, resultará que muchos procesos básicos para entender el mundo 
en que vivimos, algunos prácticamente cerrados, quedarán ocultos a nuestro conocimiento”. 
(Soto, Gamboa. 2004: pág 101). 

El abordaje de esta investigación analiza cómo el agronegocio tiene un gran 
impacto en las comunidades campesinas de Paraguay, generando un importante 
número de desplazados ambientales, en referencia a las personas que se han visto 
obligadas a trasladarse desde su tierra natal, debido a problemas ambientales como 
consecuencia de desastres naturales o por la intervención humana. El presente 
trabajo tiene como principal objetivo conocer la dinámica del desplazamiento forzoso 
de los campesinos, además del impacto socioeconómico y cultural provocado por el 
avance del monocultivo de soja y, como así también, conocer cómo interactúan los 
distintos factores implicados en la expansión de la oleaginosa y cómo impactan en 
la vida del pequeño productor. También se pretende analizar las características de la 
resistencia ante el avance de la sojización y sus consecuencias sobre la fuerza de 
trabajo rural, la vulnerabilidad y el género. Para comprender el alcance de la 
resistencia planteada, se intenta identificar los factores que provocaron la migración 
de las familias campesinas desplazadas. La investigación toma en cuenta la 
situación de Paraguay en general, pero sobre todo focalizada en el departamento de 
San Pedro, y en el distrito de Liberación como estudio de caso particular que 
permite comprender el proceso de desposesión y de desplazamiento. Como en gran 
parte de la región oriental del país guaraní, San Pedro es uno de los departamentos 
más afectado por el agronegocio, donde se impone el infinito territorio verde con 


miles de hectáreas con cultivo de soja (1). 


(1) Dicho paisaje se ha constatado a través de la observación directa en enero de 2020 y que se 


erige como una técnica basal de la presente investigación. 


La producción que observamos en ese interminable horizonte verde provoca la 
expulsión de miles de familias campesinas e indígenas. Es notable la destrucción de 
la biodiversidad en Paraguay por parte de las empresas sojeras, afectando 
directamente la tradicional agricultura familiar. Esta investigación también analiza la 
resistencia que presentan las organizaciones de mujeres que se ubican en las 
comunidades afectadas, las que trabajan en el sector rural y entienden que deben 
luchar por sus tierras y la subsistencia de sus familias. El rol de estas mujeres es 
trascendental, si se tiene en cuenta que con su lucha exhiben la importancia de la 
agricultura familiar como alternativa viable. Para el modelo agroexportador de la 
oleaginosa la prioridad es el mercado, que demanda la producción de millones de 
toneladas de soja en grano sobre la vida de los campesinos. El modelo extractivista 
impacta directamente en la vida tradicional de las comunidades campesinas, y en 
ocasiones se rompen hasta los lazos comunales. 

En cuanto a la metodología para el abordaje de la presente investigación, el 
método utilizado fue cualitativo. Una vez presentada la problemática en general que 
se investigó en el vecino país, la técnica empleada fue el estudio de caso en el 
distrito de Liberación, departamento de San Pedro, república del Paraguay. El 
mencionado distrito se encuentra ubicado en la región oriental, un espacio 
geográfico rico en recursos naturales. La técnica incluyó el estudio de fuentes 
primarias, tales como crónicas, documentos, periódicos, imágenes, mapas 
geográficos, documentales, pero sobre todo entrevistas realizadas en el sitio donde 
se pudo recopilar distintos relatos de actores sociales protagonistas de la historia 
reciente, todos ellos involucrados en la problemática mencionada al comienzo de la 
introducción. También fue fundamental la observación directa y participante en el 
territorio, recorriendo parte de la región donde el retroceso del monte es claramente 
proporcional al avance del horizonte verde de la sojización. En este caso fue muy 
importante la utilización de la Historia Oral, como herramienta para reconstruir 
historias únicas desde la diversidad. Como afirma Laura Benadiba: “Podemos definir 
la historia oral como un procedimiento establecido para la construcción de nuevas fuentes 
para la investigación histórica, basándose en testimonios orales recogidos sistemáticamente a 


través de entrevistas, a partir de métodos, problemas y parámetros teóricos concretos. Así, el 


posterior análisis de este tipo de fuentes implica el reconocimiento del marco teórico y 
metodológico en el que éstas se construyeron”. (Benadiba. 2015: pág 91). 

Las dos palabras claves en este estudio de caso que nos llevó a viajar al país 
vecino son “kuña ha yvy” (mujer y tierra), que es el reconocimiento a las mujeres 
luchadoras que conocimos en Paraguay y a su cultura. El contacto con la 
Coordinadora Departamental de Mujeres de San Pedro comenzó seis meses antes 
de viajar a Paraguay, focalizado en el distrito de Liberación, dentro del departamento 
de San Pedro. En principio fueron meses de conocimiento mutuo, con precisiones 
de ambas partes sobre cuál era el objetivo de lucha por parte de ellas y a su vez 
cuál era el motivo de la presente investigación. Las entrevistas realizadas en el 
distrito de Liberación en enero de 2020, incorporan las voces de mujeres 
organizadas para luchar y resistir. En los relatos de las vivencias de estas mujeres, 
se observan las consecuencias que provoca el denominado boom sojero en sus 
tierras y en sus familias. En los testimonios de las entrevistas en Liberación se 
puede identificar los cambios culturales en la forma de vida, y el temor al desarraigo 
que a su vez los entrevistados conocen por relatos de familiares y vecinos que 
tuvieron que migrar. Dado que en esta lucha la mujer resulta un actor relevante, se 
manifiesta como necesario trabajar bajo el enfoque de la Historia de las Mujeres. En 
ese marco, Joan Scott destaca que: “En ocasiones, el empleo de género trata de subrayar 
la seriedad académica de una obra, porque el género suena más neutral y objetivo que las 
mujeres. Género parece ajustarse a la terminología científica de las ciencias sociales y se 
desmarca así de la (supuestamente estridente) política del feminismo. En esta acepción, el 
género no comporta una declaración necesaria de desigualdad o de poder, ni nombra al bando 
(hasta entonces invisible) oprimido. Mientras que el término historia de las mujeres proclama 
su política al afirmar (contrariamente a la práctica habitual) que las mujeres son sujetos 
históricos válidos, el género incluye a las mujeres sin nombrarlas y así parece no plantear 
amenazas críticas”. (Scott. 1996: pág 6). De este modo, el protagonismo de las 
mujeres en la historia implica necesariamente la redefinición y ampliación de 
nociones tradicionales del paradigma histórico, de modo que abarque la experiencia 
personal y subjetiva lo mismo que las actividades públicas y políticas. 

Para la investigación se seleccionaron comunidades campesinas que han estado 


conviviendo con los sojales en las cercanías a sus tierras desde hace varias 


décadas, pero focalizando el estudio de caso sobre todo en la última década, que 
coincide con el nacimiento de la Coordinadora Departamental de Mujeres de San 
Pedro. Las mujeres que brindaron testimonio representan a las comunidades de 
barrio Fátima, La Felicidad, Santa Librada y Naranjito, todas ellas se autodenominan 
“socias” y forman parte de la Coordinadora Departamental de Mujeres de San 
Pedro. También se realizó una entrevista al Intendente del distrito de Liberación, 
quien brindó la perspectiva de la autoridad comunal ante una problemática de 
alcance nacional. De las entrevistas surgió valiosa información de forma directa de 
mujeres residentes en las mencionadas comunidades. Para las entrevistas 
organizamos un cuestionario con preguntas abiertas y cerradas, todos los 
entrevistados aceptaron ser filmados, aunque es importante destacar que fuera de 
las entrevistas registradas, también hubo diálogos informales, más distendidos, 
donde se obtuvo datos e información de una riqueza única, que solo se obtiene en 
la territorialidad. En este caso el trabajo etnográfico en los pueblos visitados incluyó 
la observación participante directa en las reuniones y acciones cotidianas de las 
mujeres y las familias. Como afirma Rosana Guber: “Desde el naturalismo y variantes 
del interpretativismo, los fenómenos socioculturales no pueden estudiarse de manera externa 
pues cada acto, cada gesto, cobra sentido más allá de su apariencia física, en los significados 
que le atribuyen los actores. El único medio para acceder a esos significados que los sujetos 
negocian e intercambian, es la vivencia, la posibilidad de experimentar en carne propia esos 
sentidos, como sucede en la socialización. Y si un juego se aprende jugando una cultura se 
aprende viviéndola. Por eso la participación es la condición sine qua non del conocimiento 
sociocultural. Las herramientas son la experiencia directa, los órganos sensoriales y la 
afectividad que, lejos de empañar, acercan al objeto de estudio. El investigador procede 
entonces a la inmersión subjetiva pues sólo comprende desde adentro”. (Guber. 2001: pág 
23) 

Las organizaciones campesinas no cesan en denunciar lo perjudicial de las 
fumigaciones para las comunidades. A través del relato de sus miembros conocimos 
del impacto socioambiental, específicamente de las consecuencias sobre la salud 
de la población campesina. 

En este contexto la investigación tuvo un itinerario trazado por los siguientes 


interrogantes de investigación: 


- ¿Qué relación se puede establecer entre la expansión del monocultivo de soja y el 
aumento de los desplazados ambientales en Paraguay? 

- En el proceso de descomposición social de la fuerza de trabajo campesina como 
consecuencia de la sojización en Paraguay. ¿Por qué es aplicable la categoría de 
desplazado ambiental? 

- En este modelo capitalista de explotación de la tierra y expulsión de la fuerza de 
trabajo. ¿Cuáles son los derechos y tradiciones violados en cuanto a los 
campesinos? 

- ¿Cuáles son las estrategias de apropiación de las tierras comunales por parte de 
las grandes empresas dedicadas a la expansión del monocultivo de soja? 

- ¿Cuál es el grado de conciencia política de los explotados y expropiados de sus 
condiciones de existencia en Paraguay? 

- ¿Cuál es el alcance de la triple pérdida de la soberanía (económica, territorial y 
alimentaria) en Paraguay como consecuencia de la expansión sojera? 

- ¿Cuál es el rol del Estado ante el problema socioambiental provocado por la 
sojización? 

El Ciclo de Complementación Curricular de la Licenciatura en Historia consta de 
19 materias y la Tesina de grado o trabajo final de graduación. Estaría faltando a la 
verdad si dijese que desde un principio ya estaba en claro el tema final por 
investigar. Pero es interesante destacar que a medida que se avanzaba en las 
cursadas, circunstancialmente, o no, distintos trabajos y monografías conducían el 
interés hacia diferentes realidades de Paraguay. Mi agradecimiento a los docentes 
de cada una de las cátedras donde pude ampliar el conocimiento con los 
mencionados trabajos y lecturas de bibliografía pertinente, que además me 
acercaron hacia este trabajo final de graduación: el contexto internacional de la 
“Guerra contra el Paraguay”, con Luis Millán en Relaciones Internacionales, 
Cooperación e Integración Latinoamericana; el arte como testimonio de guerra, en el 
estudio de la obra de Cándido López sobre “la guerra de la triple alianza en 
Paraguay”, con Vicente Zito Lema en Música y Artes Plásticas en Latinoamérica; el 
debate sobre la tenencia de la tierra en Paraguay en el contexto de la reforma 
constitucional de 1992, con Jorge Cholvis en Producción del Ordenamiento Jurídico 


Latinoamericano; el estudio sobre “costo y rentabilidad de la soja”, con Norberto 


Crovetto y Nicolás Zeolla en Teoría Económica en América Latina; el análisis del 
“golpe institucional contra el Presidente Fernando Lugo”, con Atilio Borón y Pablo 
Balcedo en Procesos Históricos y Dinámicas Socio-Políticas en América Latina ll; el 
impacto de la noticia a través del tratamiento de “la masacre de Curuguaty” por 
parte de las corporaciones mediáticas que colaboraron con la “caída de Lugo”, con 
Mario Giorgi y Néstor Manchini en Periodismo y Comunicaciones en América Latina; 
el análisis sobre los “Refugiados Ambientales”, con Mónica Grinschpun en 
Ambiente, Ciencia y Tecnología en Latinoamérica; y por supuesto el anteproyecto 
elaborado con Paula Klachko en Taller de Elaboración del Trabajo Final de Grado, 
donde definitivamente tomó forma la idea de esta investigación. 

Párrafo aparte, vaya mi reconocimiento para quien brindó su experiencia y 
conocimiento, y me indicó cual era el camino que debía transitar esta investigación, 
la profesora María Inés Jorquera. Me acompañó como Directora de Tesina gracias a 
su Maestría en Ciencias Sociales y sus conocimientos en cuanto a la Historia del 
Presente. Dado que la problemática del avance de la soja transgénica en Paraguay 
es actual y está en desarrollo, es historia coetánea, reciente, entendimos que existía 
la posibilidad de realizar un análisis histórico desde la realidad vigente. Nuestro 
trabajo comporta una relación de coetaneidad entre la historia vivida y la escritura 
de esa misma historia, entre los actores sociales, testigos y protagonistas de la 
historia. También me acercó a la Historia Oral, a la posibilidad de reconstruir 
historias únicas desde la diversidad, la realización de entrevistas constituyen la 
herramienta de trabajo fundamental para la presente investigación. La construcción 
de fuentes orales fue viable a partir de valiosos testimonios recogidos 


sistemáticamente en el vecino país de Paraguay. 


CAPÍTULO I: LA TENENCIA DE LA TIERRA. 


Para comprender en profundidad el conflicto en torno de la tenencia de la tierra en 
Paraguay resulta necesario interpretar su compleja historia desde el proceso de 
conformación del Estado moderno hasta la actualidad. Cuando se asegura que 
Paraguay es un país territorialmente pequeño, es importante tener presente que 
parte de su territorio original lo perdió luego de la denominada “guerra de la triple 
alianza” (1865-1870), y cuando con la misma seguridad se afirma que es un país 
predominantemente rural, no necesariamente significa que es un país pobre, en 
todo caso históricamente empobrecido por diferentes factores. En su libro “Historia 
del Paraguay” la investigadora Mary Monte afirma: “Uno de los problemas primordiales 
que debieron encarar los primeros gobiernos era la cuestión de los límites con la Argentina y 
el Brasil, además de la liquidación de la guerra con Uruguay. En consecuencia, se acordó que 
la liquidación jurídica de la guerra sería discutida entre el Paraguay y cada uno de los países 
vencedores. Con ese fin se firmaron sendos tratados. Extensos territorios en litigio, ricos en 
bosques, yerbales, campos de pastura, que pertenecían al Paraguay desde fines del periodo 
colonial fueron adjudicados a la Argentina y al Brasil. Se perdieron unos 94.000 km2 en la 
región del Mato Grosso, al norte del río Apa, que pasaron al territorio brasileño. Igualmente, 
la Argentina se asignó unos 62.000 km2 de territorios comprendidos entre el río Paraná y el 
Uruguay (región de Misiones) y parte del Chaco, al sur del Pilcomayo”. (Monte. 2019: pág 
238) A propósito de la actividad agropecuaria, en el mismo trabajo,la autora 
asegura: “La explotación agropecuaria también había sufrido cuantiosas pérdidas. Antes de 
la contienda, Paraguay contaba con más de dos millones de animales vacunos criados en las 
estancias de la Patria y en haciendas particulares. En 1870 la producción bajó a sólo 15.000 
cabezas. Igualmente, de las 205.000 hectáreas cultivadas en todo el territorio nacional, en el 
primer lustro de la posguerra se redujeron a 64.000 hectáreas”. (Monte. 2019: pág 241) 

Hasta bien avanzada la segunda mitad del siglo XX, la mayoría de las familias 
campesinas no eran formalmente propietarias de la tierra. De todos modos, 
históricamente las comunidades campesinas paraguayas se dedicaron a la 
agricultura y la ganadería para el autoconsumo. En su trabajo “Los refugiados del 
modelo agroexportador”, Tomás Palau realiza la siguiente ubicación geográfica de 


Paraguay: “Este país está situado en el corazón del cono sur, tiene una superficie de 406.700 


km2 . El río Paraguay, cruza de Norte a Sur su territorio, dividiéndolo en dos grandes 
regiones ecológicas: la occidental o Chaco representa el 61% del territorio nacional, en la que 
habita el 3% de la población y la región Oriental donde se ubica la mayoría de la población 
paraguaya, caracterizada por ser el corazón agrícola del país. Los mejores suelos para el 
cultivo en esta región se encuentran en los departamentos de Alto Paraná, Itapúa, Canindeyú, 
Amambay, San Pedro y Caaguazú. Originalmente esta región estaba cubierta por el Bosque 
Atlántico Paranaense”. (Palau, Tomás. 2010: ). 

La “guerra guasú” (grande, en guaraní), como la denominan en Paraguay, tuvo 
consecuencias en el vecino país que se hacen sentir hasta la actualidad. En 1864 
surge una profunda crisis política en la república de Uruguay donde se produce un 
enfrentamiento directo entre los partidos tradicionales, el “Blanco” y el “Colorado”, 
que se disputaban el poder. La crisis en la banda oriental alteró el equilibrio 
internacional en el río de la Plata, y en pocos meses Uruguay, Brasil y Argentina se 
lanzaron en una guerra genocida contra Paraguay. En la región del Plata desde el 
origen de los Estados nacionales siempre hubo hipótesis de conflicto, pero las 
maniobras diplomáticas mantuvieron la paz. Por entonces en la banda oriental el 
general Venancio Flores, apoyado por los “Colorados”, organiza un golpe 
institucional para desplazar con éxito al gobierno de los “Blancos”. Como aliado de 
estos últimos Paraguay pidió explicaciones al imperio del Brasil, ante la sospecha de 
su colaboración con la conspiración de los “Colorados”. La respuesta no se hizo 
esperar y los brasileños iniciaron la movilización de tropas hacia la frontera con 
Uruguay e invadieron el territorio oriental con el apoyo de Flores. A continuación 
Paraguay pide autorización al gobierno argentino para atravesar el territorio de la 
provincia de Corrientes con sus tropas como acceso más corto y rápido para 
enfrentar a los brasileños. El presidente argentino Bartolomé Mitre negó el permiso 
bajo el argumento de la neutralidad argentina con respecto al conflicto en Uruguay. 
Pero Paraguay conocía que Venancio Flores había luchado en las guerras civiles en 
Argentina del lado de los liberales encabezados por Mitre, y se encienden las 
alarmas sobre la supuesta neutralidad argentina. El Mariscal Francisco Solano 
López sabía que debía actuar rápido por dos motivos fundamentales. Por un lado, la 
guerra era inevitable, era solo cuestión de tiempo para que estallara el conflicto 


bélico más cruel de la historia en la región. Por otra parte, el Imperio del Brasil 


supera en cantidad de hombres a Paraguay en una proporción de 15 a 1 listos para 
combatir. Frente a la negativa argentina, el 5 de marzo de 1865 Paraguay declaró la 
guerra y apresó dos buques argentinos que se encontraban en el puerto de 
Corrientes e invadió la provincia. Dos meses más tarde Argentina, Brasil y el nuevo 
régimen Colorado de Uruguay, firmaron en forma secreta el “tratado de la triple 
alianza” y establecieron una ofensiva militar en conjunto contra Paraguay. El 
presidente argentino Bartolomé Mitre fue designado general en jefe de los ejércitos 
aliados, mientras que el emperador de Brasil Pedro Il se comprometió a aportar la 
flota de guerra brasileña. 

En octubre de 1865, después de unos primeros enfrentamientos en territorio 
brasileño, la guerra se trasladó definitivamente a suelo paraguayo. Durante 1867 la 
guerra fue lenta y difícil, casi estancada por las características del terreno y por el 
coraje y lealtad del pueblo guaraní para con el mariscal Francisco Solano López. 
Hacia mediados de 1868 la ofensiva aliada se profundizó a un alto costo en vidas 
para ambos bandos. En los primeros días de 1869 las tropas aliadas entraron en la 
ciudad de Asunción. Más allá de la inevitable derrota militar, Solano López organizó 
una feroz resistencia hasta que su campamento fue invadido. El mariscal junto con 
sus últimos hombres intentó huir, pero fue alcanzado y asesinado en Cerro Corá el 1 
de marzo de 1870. Fue el último acto heroico con características de tragedia griega, 
que puso fin a la guerra contra el Paraguay, pero sobre todo marcó el final de la 
etapa de la economía autosuficiente para el país vecino. Aquel Paraguay con 
familias campesinas que practican la agricultura tradicional en pequeñas chacras 
para el autoconsumo, con parcelas de tierra distribuidas equitativamente, con una 
economía autosuficiente observada como un mal ejemplo por los países vecinos, 
con un Estado que no solicita préstamos al extranjero, desaparece para siempre. A 
propósito del Paraguay que desaparece con la guerra, así lo describe el libro “La 
guerra del Paraguay” León Pomer: “En el país guaraní las cosas fueron distintas, ni 
hambre ni caos y atisbos de un desarrollo moderno con circunstancias cada vez más 
favorables para que ello ocurriera. Circunstancias internas, por supuesto. Con ferrocarriles, 
telégrafos y fundición de hierro, con una vasta industria artesanal y la casi total ausencia de 
latifundistas, sin una clase mercantil orgánicamente vinculada a las potencias centrales y un 


dilatado campesinado usufructuando tierras propias o del Estado y explotaciones agrarias 


estatales, en el Paraguay íbanse creando condiciones para un acceso a nuevos y superiores 
grados de desarrollo económico, social y cultural por una vía inédita y si se quiere insólita. 
Ejemplo penoso y peligroso para los gobernantes de Brasil y del Plata; pero además realidad 
cerrada al pillaje de los que estaban pillando nuestro país, el Uruguay, el Brasil y otros países 
de América del Sud. Y esto fue llamado barbarie”. (Pomer. 2011. pág 15) 

Después del genocidio que significó la guerra contra el Paraguay, la mayor parte 
del territorio quedó poco poblado, un alto porcentaje de la población masculina 
adulta murió como consecuencia de la masacre provocada por la denominada Triple 
Alianza (Argentina, Brasil, y Uruguay). Además entre los escasos poblados que 
quedaban luego de la guerra, se encontraban los grupos indígenas que no tenían 
ningún vínculo formal con el Estado, ni los contemplaba ninguna ley de propiedad, y 
mucho menos en el contexto del reparto de tierras entre los vencedores de la guerra 
luego de 1870. El vínculo de los sobrevivientes campesinos con la tierra es 
indiscutible, pero los nuevos terratenientes los condenaban a vivir cultural y 
políticamente apartados. A fines del siglo XIX, luego de la guerra guasú, las nuevas 
leyes sobre la propiedad de la tierra favorecieron la conformación de grandes 
latifundios, porque ahora el código civil protegía los derechos de la tierra a favor de 
terratenientes locales y extranjeros con mucho poder, quedando fuera de toda 
consideración indígenas y campesinos. Finalizado el conflicto bélico, el nuevo 
gobierno paraguayo instalado con el acuerdo de los vencedores, declaró la libre 
comercialización de la yerba mate y el corte de madera en los montes fiscales. 
Desde entonces se aceleró y profundizó la concentración de la propiedad de la 
tierra. Como era de esperar, el modelo económico autosuficiente paraguayo 
existente hasta entonces desapareció luego de la guerra. Como resultado, unas 
pocas familias terratenientes se quedaron con la mayor parte de las tierras 
productivas, los primigenios pequeños productores rurales se convirtieron en fuerza 
de trabajo disponible y explotada por intereses ajenos y la desaparición de las 
producciones manufactureras locales abre el camino al librecambio reemplazando 
definitivamente al proteccionismo paraguayo. Aquel modelo económico 
autosuficiente quedó como una promesa trunca, un sueño inconcluso, con un 
pueblo y un país que nunca más se recuperó plenamente de aquel genocidio. Como 


asegura la investigadora Mary Monte: “La tarea de reconstrucción nacional presentó una 


serie de dificultades, no sólo porque aún estaba vivo el recuerdo de los cinco años de 
tragedia, sino también por las inmensas pérdidas que en todos los órdenes ocasionó la guerra. 
La primera de ellas fue la demografía. En 1862, el Paraguay registraba una población 
aproximada de unos 450.000 habitantes. En 1872 se realizó un censo que arrojó la cifra de 
230.000 personas, de las cuales 30.000 eran extranjeros, casi todos integrantes del ejército de 
ocupación. Gran parte de los sobrevivientes eran mujeres, niños y ancianos. Sólo unos 28.000 
varones contaban con más de 14 años”. (Monte. 2019. Pág 240). Finalizada la guerra, 
en el contexto de una alta tasa de pérdida en la población masculina y un nuevo 
régimen de tenencia de la tierra, en la reconstrucción de Paraguay la mujer toma un 
importante protagonismo. Como lo afirma el trabajo de Mary Monte: “Casi toda la 
reconstrucción económica del país recayó en la población femenina. Fueron las mujeres de 
todas las condiciones sociales quienes se dedicaron a las tareas agropecuarias, al comercio y a 
la industria. Comercializaban sus productos en los mercados, viajaban de una localidad a otra 
comprando y vendiendo, abasteciendo de esa manera a la población. Trabajaban como 
estibadoras, en los puertos del país. Igualmente, se volvieron a incrementar las industrias 
caseras, muy corrientes, durante la época del Doctor Francia, entre ellas las del tabaco, miel, 
dulces, tejidos y otras”. (Monte. 2019. Pág 241). Nuestra investigación exhibe como 
en el actual Paraguay continúa la disputa por la tierra, y crece el protagonismo de 
las mujeres rurales en la lucha en defensa de la producción familiar. 

Con el siglo XX, llegan a Paraguay nuevas tragedias, ahora es la denominada 
guerra del Chaco (1932-1935) que lo enfrentó con Bolivia provocando una vez más 
miles de muertos. Paraguay y Bolivia fueron arrastrados a un sangriento conflicto 
bélico entre pueblos hermanos por la posesión del gran Chaco, ambos países 
reclamaban la región escasamente poblada, pero aparentemente rica en petróleo. 
Detrás de los Estados en conflicto estaban los intereses de dos grandes compañías 
petroleras como son la estadounidense Standard Oil Company y la anglo-holandesa 
Shell. A estas empresas les importaba muy poco las vidas perdidas de paraguayos 
y bolivianos en el conflicto, como tampoco qué Estado controle la región del Gran 
Chaco. El único objetivo estratégico para las compañías es el acceso a los recursos 
naturales, fue una tragedia con mucho olor a petróleo. Como en la época de la 
guerra del Chaco, nuestro trabajo aborda cómo en la actualidad grandes compañías 


extranjeras dedicadas al agronegocio exponen al país a nuevas tragedias. 


En el siglo XX el país guaraní también sufre autoritarios y sangrientos regímenes 
militares que condicionan la vida del pueblo paraguayo. Durante la extensa 
dictadura militar de Alfredo Stroessner (1954-1989), en Paraguay se estableció en 
1963 el Estatuto Agrario, para garantizar la denominada reforma agraria, que debía 
contemplar los principios de la redistribución de la tierra entre los campesinos. 
También se creó el Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra -INDERT- 
para consagrar el reparto de parcelas entre las familias campesinas dispuestas a 
generar producción en las tierras. El partido Colorado que sostenía en el poder al 
dictador Stroessner, era también el aparato político que tenía bajo control el reparto 
de las tierras en todo el territorio de Paraguay. El mecanismo de la denominada 
reforma agraria, era en realidad la máscara que cubría un sistema muy controlado 
de clientelismo político. Como asegura Guillermo Almeyra en su trabajo 
“Capitalismo: tierra y poder en América Latina”: “La ambiciosa reforma agraria que se 
lanzó a mediados del siglo XX creó una ruptura drástica en la organización del territorio. 
Durante la dictadura del general Alfredo Stroessner, el partido Colorado se convirtió en un 
gran movimiento populista y una formidable maquinaria prebendaria que se repartió por el 
territorio por medio del mecanismo de la reforma agraria”. (Almeyra. 2015. Pág 177) 

El estatuto agrario creado en 1963 durante el régimen de Stroessner, contenía en 
su núcleo absolutamente todas las recomendaciones de la “Alianza para el 
Progreso”, proyecto que E.E.U.U bajó línea para toda América Latina en general, y 
para Paraguay en particular, en el caso que nos toca investigar. El mencionado 
estatuto agrario creó agencias que en teoría tenían como objetivo principal poner a 
producir a la tierra, pero al poco tiempo estas agencias se convertían en oficinas del 
partido colorado para su manejo estratégico. El INDERT fue el organismo 
encargado de fomentar la creación de colonias, es decir, asentamientos humanos 
con el objetivo de organizar comunidades campesinas de pequeños productores con 
un restringido título de propiedad. El trabajo de Guillermo Almeyra afirma lo 
siguiente al respecto: “Fue visto como un proyecto de construcción nacional que traería 
progreso por vía doble: al desarrollar a la población campesina a la vez que protegería el 
territorio de ser absorbido por el muy superior avance brasileño sobre la frontera. Entre 1963 
y 1985, el régimen proclamó haber creado 661 comunidades a través de esta reforma, que 


comprendía 130.000 lotes en 8.000.000 de hectáreas de tierra. También sostenía que el 


gobierno había distribuido más de 400.000 títulos de propiedad”. (Almeyra. 2015. Pág 
178). Más adelante en el mismo trabajo, Almeyra también destaca las restricciones 
que existían para acceder a la tierra en la denominada reforma agraria, “En primer 
lugar, las tierras designadas como colonias ganaderas serían divididas en la región oriental en 
fracciones de 300 a 100 hectáreas; en segundo lugar, los beneficiarios de las concesiones de 
tierra debían ser agricultores de profesión; y en el tercero, los beneficiarios no podían ser 
dueños de más de 50 hectáreas de tierra”. (Almeyra. 2015. pág 178). 

En los hechos el INDERT funcionó como un instrumento político del partido 
colorado, con la tradicional práctica de otorgar favores políticos. Entre los principales 
beneficiarios con tierras se encontraba la alta oficialidad militar, además de 
terratenientes y pequeños productores cercanos al poder. Este desigual reparto de 
la tierra, inclusive se contradecía con lo establecido por el estatuto agrario en 
público, de ahí que para los campesinos sean “tierras mal habidas”. Para los 
indígenas y campesinos no incluidos por el Estado en la reforma agraria del régimen 
de Stroessner, la propuesta era crear pequeñas reservas en las peores parcelas, 
donde la característica principal es la tierra empobrecida. En este caso el organismo 
encargado era el Instituto Nacional del Indígena -INDI-, otro notable foco de 
corrupción del régimen. 

Para un análisis histórico sobre la tenencia de la tierra en Paraguay, hay que ir 
mucho más allá de la mera interpretación del concepto de propiedad agraria, se 
debe comprender la particularidad de la economía rural del país guaraní y la 
compleja idea de posesión de la tierra cultivable. La agricultura familiar comienza 
con la noción de familia núcleo, un hogar patriarcal donde se encuentra la base de 
la organización de la actividad económica rural. Durante generaciones formó parte 
de los rasgos culturales el trabajo rural familiar dedicado a la productividad de la 
tierra, con un objetivo principal que es la subsistencia, y un segundo objetivo que 
consistía en acumular excedentes para comercializar en el mercado interno y 
generar nuevas posibilidades de inversión. Como asegura Almeyra en su trabajo: 
“Así como las familias trabajan la tierra a fin de crear cultivos y excedentes para invertir en 
sus casas, también trabajan para adquirir los títulos de la reforma agraria. Como parte de la 
lógica de la base, los títulos son considerados objetos materiales que los conectan al Estado 


como ciudadanos. La idea de que los derechos son bienes materiales adquiridos mediante el 


trabajo se vincula, en consecuencia, con la idea del desarrollo de la subjetividad política del 
trabajo”. (Almeyra. 2015. pág 186). 

Al hablar de la tenencia de la tierra en Paraguay, entre los campesinos en ningún 
caso se habla de propiedad privada, sino que se posee la tierra de tres maneras 
distintas. De acuerdo con el vínculo de los pequeños productores con la tierra y su 
productividad, poseen las tierras como “mejoras, derecheras o con título” 
propiamente dicho; los campesinos hablan de “mejoras” para referirse a la 
productividad generada con la fuerza de su trabajo y no necesariamente a la 
propiedad de la tierra, si venden, transfieren la mejora realizada y no las tierras de 
las nunca fueron propietarios; para las familias campesinas la “derechera” es el 
permiso otorgado por el Estado para la ocupación intransferible de las tierras. 
Consistía en un formulario con nombre y número de lote que el Estado determinó 
para ese campesino; una vez cumplido con el plazo de pago de la cuota por 
“derechera”, el campesino recibía un título no transferible por diez años. Terminado 
este período el campesino quedaba fuera de la jurisdicción del estatuto agrario, 
ahora estaba sujeto al código civil. Según la investigación de Almeyra: “No hay duda 
de que los campesinos dan gran valor a estos títulos. La mayoría los quiere como una forma 
de seguridad contra la posibilidad de que la policía les quite la tierra y como un símbolo de 
sus logros. Sin embargo, no ven en el título un salto cualitativo en sus derechos”. (Almeyra. 
2015. Pág 189). Como vamos a observar en nuestra investigación, la seguridad en 
cuanto a la tenencia de la tierra, continúa siendo precaria ante el avance de la 
sojización y el consecuente crecimiento del número de desplazados de sus tierras. 
Si bien nunca hubo una reforma agraria libre de corrupción y a favor de los 
campesinos, en las últimas décadas con el avance de las oleaginosas, en Paraguay 
cada vez fue más difícil el acceso a la tierra. Con la expansión del monocultivo de 
soja también se extiende una nueva realidad sobre la tenencia de la tierra, una 
problemática histórica en Paraguay, pero ahora con una nueva cultura jurídica sobre 
cuáles son las condiciones para poseer tierras cultivables. En su trabajo “Repúblicas 
unidas de la soja” Javiera Rulli afirma: “Durante el período 1995/96 - 2005/06 el avance 
de la frontera de la soja ha mantenido un promedio de 125.000 hectáreas por año y representa 
un crecimiento de 191%. En este período, la superficie de monocultivos de soja creció 


aproximadamente 1.593.000 hectáreas. Una parte de esta superficie (aproximadamente la 


mitad) se presume, eran tierras ganaderas que han sido reconvertidas a la oleaginosa, la otra 
mitad pertenecientes a familias campesinas que han sido apropiadas por venta, alquiler o 
desalojo”. (Rulli. 2010. Pág 194). 

Desde la década de 1980 en la república del Paraguay el tema de la tenencia de 
la tierra se caracteriza por la concentración en pocas manos, en decir pocos 
terratenientes dueños de la mayor parte de la tierra cultivable. En realidad si 
hacemos un repaso por la historia del vecino país, la denominación precisa sería 
que estamos ante un proceso de reconcentración de la tierra. El fenómeno fue 
impulsado en los años “80 por la creciente demanda de la soja en grano, producción 
que se intensificó aún más a partir de la década del “90 con la introducción de las 
semillas transgénicas, hasta llegar a representar hoy para el Paraguay el producto 
de exportación más importante. En el libro “Los refugiados del modelo 
agroexportador” dice el investigador Tomás Palau: “La expansión del cultivo de la soja 
se acentúa durante la segunda mitad de la década de los “80 y primera de los “90 en una 
meseta de unas 800.000 hectáreas. A partir del ciclo agrícola 1999/2000, el crecimiento anual 
de la superficie cultivada con soja es de 170.000 hectáreas en promedio. Ahora sí la 
infraestructura para la exportación está montada y controlada por grandes corporaciones 
proveedoras de insumos y dedicadas al agronegocio”. (Palau, Tomás. 2006. Pág 26). En 
la misma página más adelante agrega: “Los efectos sociales, del mismo modo, resultan 
dramáticos en un país que venía sufriendo un acelerado proceso de empobrecimiento y que 
ahora debe asistir a una expulsión masiva de campesinos de sus tierras, que se está 
acumulando cada vez en menos manos”. (Palau, Tomás. 2006. Pág 26). 

Como en la gran mayoría de América Latina, en Paraguay también se impusieron 
las políticas neoliberales que terminaron causando un gran impacto en las familias 
campesinas. A propósito de producción a escala mundial y su alcance, como en el 
caso del monocultivo de soja y su impacto en Paraguay, en “Metamorfosis del 
espacio habitado” el Geógrafo Milton Santos nos dice: “sería el resultado de todas las 
posibles interconexiones, entre las más lejanas y diferentes sociedades nacionales, por fuerza 
de las nuevas condiciones de realización de la vida social; o sea, de una división mundial 
capitalista del trabajo, basada en el desarrollo de fuerzas productivas a escala mundial y 
dirigida por mediación de los Estados y las multinacionales o de las empresas 


transnacionales”. (Santos. 1996. Pág 17). Más adelante en el mismo trabajo el autor 


agrega, “Si las empresas multinacionales crean siempre burguesías transnacionales, y si en 
todos los países existen instituciones de naturaleza semejante, las clases aún se definen 
territorialmente, de la misma manera que las aspiraciones y el carácter de un pueblo todavía 
están en función de las herencias históricas” (Santos. 1996. Pág 18). 

En cuanto a la propiedad de la tierra en el país guaraní, en la década del “90 las 
reformas neoliberales llegaron como sugerencia de la Agencia de Estados Unidos 
de ayuda al desarrollo, y los mandatos de organismos internacionales como el 
Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial. Estas reformas alcanzaron 
cierta legitimidad presentándose como parte de la lucha contra la corrupción. Sin 
embargo, esta política termina empobreciendo a los pequeños productores y 
enriqueciendo a los grandes terratenientes. En su trabajo Almeyra describe muy 
bien la nueva situación de los campesinos: “Algunas familias vendieron sus lotes tras 
conocer la oferta y tan pronto como se establecieron los productores de soja, los demás 
vecinos también estuvieron bajo la gran presión de vender sus tierras, puesto que el uso no 
regulado de herbicidas durante la época de la soja hacía prácticamente imposible habitar en la 
comunidad. En muchos lugares la contaminación del aire y el agua fue suplantada por la 
intimidación y la violencia directa”. (Almeyra. 2015. Pág 193). Sobre esto último, más 
adelante en el mismo trabajo el autor cuenta las complicidades que existen en la 
violencia institucional: “Durante los siguiente tres años, mientras estos casos llegaban a la 
Corte Suprema de Justicia, los brasileños lograron, en tres ocasiones, convencer a la policía 
de desalojar a los campesinos del lugar, quemar sus casas y destruir sus cultivos”. (Almeyra. 
2015. pág 194). 

Luego de la caída de la dictadura de Stroessner el debate histórico sobre la 
tenencia de la tierra continuó, pero ahora en otro escenario político, económico y 
social. De inmediato se buscó terminar con la reforma agraria aplicada por el 
régimen militar, y argumentos no faltaron, aquella política se caracterizó por el alto 
nivel de corrupción, y el INDERT se convirtió en el símbolo del clientelismo político. 
Ahora la materialidad de los derechos de propiedad quedan bajo la cobertura del 
código civil, que en teoría sería el límite, el punto final para la corrupción y el 
clientelismo, trágico recordatorio del difícil acceso a la tierra en Paraguay. Esta 
nueva etapa es denominada como contrarreforma, se inicia la reconfiguración de las 


tierras, su producción, y el aspecto legal en cuanto a la tenencia. Pero para las 


familias campesinas, la precaria situación en cuanto a la posesión de la tierra no 
tuvo grandes cambios. Antes los campesinos quedaban a merced de la arbitrariedad 
del partido colorado, ahora están condicionados por la ambición sin límites de los 
empresarios sojeros. El investigador Raúl Zibechi en su informe “La tierra para los 
delincuentes ambientales” asegura lo siguiente: “Lo más curioso e indignante, es que 
los productores de soja avanzan sobre tierras del Estado que fueron entregadas a campesinos 
beneficiarios de planes de reforma agraria. O sea, con colonias estatales, aunque el propio 
Estado paraguayo las haya abandonado sin asignarles servicios mínimos. En las zonas de 
expansión sojera, en los departamentos linderos con Brasil, los productores brasileños alegan 
tener títulos de propiedad, conseguidos de forma fraudulenta por la corrupción de 
funcionarios estatales del INDERT (Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra) y la 
Dirección de Catastro”. (Zibechi. 2016. pág 2). 

En tiempos del avance del monocultivo de soja, se intensifica el conflicto por la 
tenencia de la tierra. En este nuevo escenario se encuentran dos visiones muy 
distintas sobre los derechos de propiedad. La perspectiva más tradicional sostiene 
que el derecho de propiedad sobre una parcela de tierra cultivable le corresponde a 
quien con su fuerza de trabajo hizo productivo ese terreno, esto se contrapone a la 
posición liberal que entiende que la propiedad debe tener el reconocimiento de un 
código legal. Comparten esta última visión organismos internacionales como el 
Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial, y apoyan proyectos que 
acaben con las “derecheras”, proponen otorgar títulos de propiedad a todos los 
campesinos. Pero no hacen el reclamo pensando en el futuro de los pequeños 
productores, al contrario, en este nuevo contexto los campesinos empobrecidos 
pueden perder la tenencia de la tierra ante los poderosos terratenientes. El texto 
“Capitalismo: Tierra y poder” así explica este proceso: “En el Código Civil, la 
propiedad se adjudica sobre la base de la comunicación y el contrato, y no con base en 
principios previos que lo caracterizaría como derecho natural. El principio de la mejora no 
opera. La ausencia de cualquier título sobre una porción particular de tierra es considerada 
una aberración, pero puede ser corregida por medio de la emisión de un nuevo título basado, 
no en la labor, sino en la comunicación. A diferencia del Estatuto Agrario, que trata los títulos 
con la finalidad deseable del trabajo sobre la tierra, el Código Civil trata todas las tierras 


como si ya estuvieran tituladas, ya sea formalmente o mediante un acto posesorio, una 


comunicación sobre la intención de poseer la tierra. El título no es una mejora, sino un tipo 
ideal de señal para el mercado, y en su ausencia el Código busca otras señales (un cercado, un 
letrero, una ranura de un tronco o un sojal) que pueda tomar el lugar de título” (Almeyra. 
2015. pág 200). 

Para los pequeños productores la mejora, es decir el trabajo familiar, es el signo 
de tenencia de la tierra. Así lo entiende tradicionalmente el campesino en 
comunidad, pero el código civil impone el título como reconocimiento de propiedad, 
y ahí se exhibe la desigualdad en cuanto al acceso a la tierra en Paraguay. Una 
historia familiar, una vida en comunidad, varias generaciones dedicadas a la 
agricultura y la ganadería no cuentan como señal de posesión, no cuentan con el 
reconocimiento otorgado a un campo con líneas rectas que demarcan la plantación 
de soja. Para los campesinos empobrecidos evidentemente su ciudadanía no 
cuenta para acceder a la tierra, su pobreza lo descalifica para participar en el 
sistema de registro público. Naturalmente las familias campesinas entienden que su 
fuerza de trabajo, la práctica familiar que pasó de generación en generación, tiene 
mucho más valor que la materialidad del papel de un título: “Más allá de lo que el 
Código Civil dicte sobre lo abstracto de los derechos de propiedad, los campesinos insisten 
en que la base material de los derechos y la dificultad que tienen de mantenerla, determina la 
forma en que ellos se relacionan con la ley. Esta situación es conocida por abogados, fiscales 
y jueces quienes la explotan” (Almeyra. 2015. pág 205). 

El episodio emblemático sobre los alcances de la lucha por la tenencia de la tierra, 
en donde participaron todos los actores sociales mencionados en este trabajo, es el 
hecho trágico conocido como “la masacre de Curuguaty”. Se trata del desalojo 
violento de la ocupación campesina de las tierras en la comunidad de Marina Kue, 
distrito de Curuguaty, departamento de Canindeyú, en el noreste de Paraguay el 15 
de junio de 2012. Aquel conflicto por la posesión de las tierras tuvo como triste saldo 
la muerte de 17 personas, además tuvo un impacto institucional, porque una 
semana después se llevó a cabo el juicio político que derrocó al Presidente 
Fernando Lugo. 

En el Distrito de Curuguaty, el terrateniente Blas Riquelme posee una estancia de 
miles de hectáreas. Conocida como “Morombf”, la estancia pasó a manos de 


Riquelme durante la dictadura de Alfredo Stroessner. Pero en tiempos recientes el 


mencionado terrateniente se apropió de otras 2.000 hectáreas de tierras vecinas 
pertenecientes al Estado paraguayo. Este predio fue ocupado en 2012 por un grupo 
de campesinos sin tierras, y solicitan el reconocimiento de derechos sobre la parcela 
de tierra al gobierno de Lugo. El litigio termina en la justicia y el viernes 15 de junio 
de 2012 llega el fatal desenlace. Se expide la orden judicial de desalojo de los 
campesinos que ocupan el predio en disputa. El desalojo queda a cargo del Grupo 
Especial de Operaciones -GEO-, lo cual anticipa un desplazamiento violento. 
Camino al asentamiento el GEO es emboscado y son asesinados seis policías, los 
sobrevivientes uniformados tuvieron una reacción desmedida y en el sitio abren 
fuego contra el asentamiento humano y asesinan a 11 campesinos. La versión 
oficial de los hechos indica que en principio los campesinos organizaron la 
emboscada para frenar el avance de las fuerzas policiales, pero es bueno recordar 
que el G.E.O es un grupo de élite muy bien entrenado como para caer en este tipo 
de trampas. Por otra parte los campesinos ocupantes eran grupos de familias que 
no tenían absolutamente nada, mucho menos armas sofisticadas para el combate. 
Como lo investigó en su informe Tamara Lajtman: “El conflicto por las tierras de Marina 
Kue evidencia la cuestión del despojo de las tierras en Paraguay, país con la peor distribución 
de tierras a nivel mundial donde el 2% de la población posee el 87% de las tierras. Con el 
trasfondo histórico de la Guerra Guasú (1865-1870), el problema de las tierras malhabidas 
responde actualmente a la acumulación de capital enmarcada en el agronegocio, 
particularmente en la expansión de los monocultivos de soja. Familiares de las víctimas 
denuncian la expansión de sojales en la parcela en donde se produjo el enfrentamiento entre 
agentes de las fuerzas policiales y los campesinos ocupantes”. (Lajtman. 2016. pág 1). 

Los verdaderos intereses en juego quedaron expuestos en la forma de tratar 
mediáticamente la noticia por parte de los grandes medios de comunicación. Esta 
investigación tomó como recorte del tratamiento de la noticia a dos periódicos 
influyentes de Asunción como ABC Color y Última Hora, en sus ediciones del 16 de 
junio de 2012. El diario ABC Color un día después de los hechos de Curuguaty, 
coloca como título principal “El Senado pide juicio político al Presidente Lugo”, 
exhibiendo un mayor interés en las consecuencias políticas que en las víctimas de 
la masacre. Más adelante en la misma edición, el diario asegura que “el Presidente 


del Senado insinúa que el E.P.P (Ejército del Pueblo Paraguayo) participó activamente en la 


matanza de Curuguaty”. Además con el título de “Esperaban con cazabobos”, en su nota 
principal el diario publicó: “Los campesinos que se enfrentaron con la policía este viernes 
en Curuguaty estaban bien preparados para recibir a las fuerzas del orden. Los investigadores 
señalan que los carperos manejaban explosivos y otros artefactos caseros”. (ABC Color, 
2012). Por su parte el diario Última Hora, eligió como título “Sangriento choque en 
Curuguaty deja 16 muertos y decenas de heridos”. Aunque en forma parcial, a diferencia 
de ABC Color, este diario coloca algunas dudas sobre los hechos en su editorial. 
Para Última Hora en su nota principal, todo se trató de “Un confuso procedimiento 
entre policías y carperos, que se registró ayer en tierras de la firma Morombi, en Curuguaty”. 
Más adelante este mismo diario asegura que “según el relato policial, los efectivos 
fueron prácticamente emboscados por los carperos munidos de armas de grueso calibre”. 
(Última Hora, 2012). 

El objetivo de los grandes medios de comunicación era criminalizar la protesta 
campesina ante la opinión pública, además de instalar la idea de la incapacidad del 
gobierno para imponer el orden. Desde que el frente guasú colocó en la Presidencia 
a Fernando Lugo, el Grupo Zuccolillo inició una feroz campaña mediática contra el 
nuevo gobierno, y lo hizo desde su principal medio, el diario ABC Color. La masacre 
de Curuguaty fue la farsa que montaron para destituir al presidente Lugo, sin 
importancia alguna por el costo en vidas. También es notable la estigmatización 
desde las corporaciones mediáticas, cuando las notas periodísticas utilizan el 
término carpero se refieren a los campesinos que ocupan tierras y se instalan como 
pueden y con lo que tienen, con precarias carpas como viviendas. Lo que no dicen 
los grandes medios de comunicación es que los denominados “carperos” en 
realidad son familias campesinas sin tierras, desplazados por el arrasador avance 
del monocultivo de soja, que los despoja de su tierra, de su agricultura tradicional, 
de su sustento de vida, de su cultura y de su identidad. 

Los hechos demuestran que detrás de esta problemática hay mucho más que 
plantaciones de soja: concentración de la tierra; violencia paramilitar; 
desplazamiento forzado; la lucha y resistencia de los campesinos; el golpe de 
Estado que estableció el control de las corporaciones agroindustriales y la renovada 
explotación a ultranza y sin miramientos de los territorios. Estamos frente a un golpe 


institucional que derrocó al presidente Fernando Lugo, que había comenzado abrir 


el muy descompuesto panorama de las relaciones agrarias en el ámbito rural 
paraguayo. Como asegura el informe de la Alianza Biodiversidad: “una distribución 
tan desigual que 85% de la tierra (unos 30 millones de hectáreas) se halla en poder de 2% de 
los propietarios, situación que produce una permanente tensión en la que la violencia 
parapolicial y por parte de las fuerzas públicas es cosa de todos los días y es acompañada por 
la criminalización de las luchas campesinas”. (Revista Biodiversidad. 2014). Todo indica 
que se trató de una conspiración contra el presidente Lugo, un escenario montado 
para generar una crisis política de la que los principales beneficiarios fueron las 
grandes corporaciones transnacionales como Monsanto, Cargill y Río Tinto entre 
otras. Como afirma el economista Luis Rojas: “si bien no es posible afirmar que el 
gobierno de Lugo transitaba hacia el socialismo ni nada parecido, lo cierto es que varias de 
sus medidas en el campo paraguayo fueron claramente progresistas. Existió una notable 
tesitura demócrata en algunos funcionarios públicos, como en el Senave, de control de 
semillas, la seam, de medioambiente, y el Indert, que rige la cuestión de tierras y desarrollo 
rural. Desde entonces, la guerra desatada en los medios de la oligarquía denunciaba como 
atropello el cumplimiento de las normativas ambientales y constitucionales que regulan el 
espíritu de estas secretarías del Estado: sojeros, ganaderos, latifundistas eran todos uno a la 
hora de ser medidos con la vara de la ley”. (Rojas. 2014. pág. 35 ). 

El acceso y la tenencia de la tierra se torna esencial para el campesino 
paraguayo, para las familias de pequeños productores es la única posibilidad de 
alcanzar una vida digna. Debe ser política de Estado garantizar el acceso a los 
recursos productivos, es el derecho a la alimentación por parte de los campesinos. 
De los Estados que integran el Mercado Común del Sur -MERCOSUR-, Paraguay 
es el país más desigual en cuanto a reparto y tenencia de la tierra. A la enorme 
desigualdad entre corporaciones empresariales y pequeños productores, se suma la 
falta de un registro integral de tierras, lo cual genera múltiples reclamos y 
conflictividad social. Ante una distribución desigual de la tierra, los campesinos 
reclaman una reforma agraria que garantice una equitativa redistribución de 
parcelas entre los que realmente trabajan la tierra, es decir los pequeños 
productores. Según la Relatora Especial de la Organización de Naciones Unidas 
-ONU- Hilal Elver en su informe asegura: “La distribución de la tierra en el Paraguay es 


una de las más desiguales de América Latina. Según los datos recabados durante la misión, 


entre el 60% y el 80% de la tierra pertenece al 3% de la población. Según el registro oficial 
de 2011 del Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra, había alrededor de 75.000 
campesinos sin acceso a la tierra, pero las organizaciones campesinas alegan que hasta 
300.000 pequeños agricultores y sus familias carecen por completo de acceso a la tierra” 
(Elver. 2017. pág 8). 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su 
artículo 11 establece: “el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de 
modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales”. De 
esta manera quedaría reconocido el vínculo entre el derecho a la utilización de los 
recursos naturales y la alimentación sana de la población, y por lo tanto el Estado 
debe tomar las medidas necesarias para garantizar su acceso. De hecho el artículo 
114 de la Constitución Nacional de Paraguay establece la reforma agraria como una 
política fundamental para asegurar la incorporación de la población campesina al 
desarrollo económico del país. 

Para las familias campesinas paraguayas el valor de sus tierras no se mide solo 
en cantidad de hectáreas o en la producción a realizar, también tienen un valor 
histórico. Así lo define el investigador Tomás Palau: “El arraigo de la familia se 
fundamenta, en mayor grado, en el goce del derecho a mantener una identidad, que implica la 
posibilidad de conservar dignamente sus formas, costumbres y cultura propias, con la 
existencia de ciertas redes sociales, una organización colectiva, y un sistema productivo 
propio. La tenencia de la tierra es algo que va más allá de la mera titulación; es un concepto 
integral que se amplía hacia el ámbito de posesión real y apropiación del territorio, donde 
están implícitos la historia y el arraigo de la familia, así como su sistema de producción y 
situación socioeconómica, además del contexto socio ambiental y político en el que dicha 
tenencia se inserta”. (Palau, Tomás. 2010. pág 60). 

Como vimos en este primer capítulo, la tenencia de la tierra es un tema recurrente 
en la historia de Paraguay, es que históricamente las comunidades campesinas de 
este país se dedicaron a trabajar la tierra como forma de subsistencia. Hasta la 
“guerra guasú”, como la llaman los lugareños, el Estado era quien repartía la tierra 
en pequeñas chacras entre los campesinos, con el objetivo de fomentar la 
agricultura familiar y evitar así la concentración de la propiedad. Durante la guerra 


contra el Paraguay, la triple alianza (Argentina, Brasil y Uruguay) arrasó al país 


guaraní, aniquilando a la mayor parte de la población masculina, destruyendo los 
suelos y su producción, y luego de cinco años de conflicto bélico cambió para 
siempre el sistema de tenencia de la tierra en el vecino país. Con el final de la 
guerra, también llegó a su fin para Paraguay la economía autosuficiente y el sistema 
de reparto de parcelas entre pequeños productores. Ahora las condiciones las 
imponen los vencedores, y comienza la concentración de la propiedad de la tierra en 
pocas manos, grandes extensiones de tierra se reparten entre poderosos 
terratenientes. Ante el desastre demográfico provocado por la guerra, y el 
consecuente descenso en números de la población masculina, la mujer paraguaya 
se convierte en protagonista de la reconstrucción de su país. Pero no solo con 
respecto a la reconstrucción económica, que por supuesto es fundamental, sino 
también fueron protagonistas de la supervivencia de la cultura guaraní. En los 
próximos capítulos se podrán leer las entrevistas realizadas en algunas 
comunidades de Paraguay, y en esos relatos se puede observar cómo sigue vigente 
hoy en la mujer guaraní el espíritu de lucha ante la adversidad. Con el siglo XX 
llegan nuevas tragedias, ahora tuvo lugar la guerra del Chaco, un conflicto bélico 
que devastó a dos países hermanos como Bolivia y Paraguay. Para este último en 
particular, significó un nuevo desastre demográfico y económico. En aquel entonces 
como en la actualidad, encontramos actores externos, intereses extranjeros, que 
colocan la lupa sobre los recursos naturales de Paraguay y ese interés ubica al país 
ante nuevas tragedias. Con la extensa dictadura militar de Stroessner se instala un 
nuevo tipo de reparto de la tierra. Como lo menciona la presente tesina, con el 
aporte de varios autores, se inició una etapa de expansión del clientelismo político 
controlado por el partido colorado. Para los pequeños productores en Paraguay, en 
todos los períodos mencionados, la disputa siempre giró alrededor de la tenencia de 
la tierra. Ya sea mejora, derechera o título siempre vinculado a la tierra y su 
productividad. Con la expansión de la producción de soja transgénica surge una 
nueva realidad en cuanto a la tenencia de la tierra, si bien la problemática sobre la 
tenencia es histórica, ahora se relaciona con una nueva cultura jurídica. En la 
actualidad la desigualdad en cuanto a la tenencia de la tierra se encuentra marcada 
por la realidad que indica que un pequeño grupo empresarial dedicado al 


agronegocio posee la mayor parte del suelo cultivable, mientras que una mayoría de 


pequeños productores sostienen la histórica lucha por la posesión de tierras. Los 
primeros apuestan a la producción de soja transgénica para la exportación que 
genera enormes ganancias, para los segundos esto significa empobrecimiento. Los 
pequeños productores resisten y luchan por la tenencia de la tierra para la 


agricultura tradicional que garantice la subsistencia de las familias campesinas. 


CAPÍTULO II: LA PROBLEMÁTICA DE LA SOJA. 


En las últimas dos décadas en Paraguay el monocultivo de soja tuvo una 
acelerada expansión, lo cual significó una enorme acumulación de ganancias para 
unos pocos empresarios y un grave problema para una mayoría campesina. Sobre 
la rápida expansión de la soja, en su trabajo “Los refugiados del modelo 
agroexportador” Tomás Palau afirma: “La superficie cultivada en la zafra 2006/2007, 
muestra de nuevo un impresionante auge alcanzando 2.426.000 hectáreas, lo que significa un 
aumento de casi 400.000 hectáreas en comparación con la cosecha anterior. Con la cosecha 
récord de la zafra 2006/2007 de casi 6.200.000 de toneladas y la demanda creciente para la 
fabricación de biodiesel de aceite de soja desde la Unión Europea, se debe pronosticar un 
auge aún mayor para la expansión de dicho cultivo”. (Palau, Tomás. 2010. pág 36). 

En Paraguay, el primer boom sojero se produce con la llegada del capital brasileño 
a partir de fines de los años '60, debido al desarrollo y modernización de la 
producción agrícola en los Estados del sur de Brasil. En un principio el cultivo de 
soja surge como una opción productiva proveedora de proteínas para la 
alimentación animal, pero como producción experimental quedó en el tiempo y se 
convirtió en la actualidad en el principal cultivo para la exportación. La dictadura 
militar brasileña de entonces impulsó la denominada revolución verde, y como 
consecuencia los pequeños productores de este país comenzaron a migrar hacia las 
zonas rurales limítrofes del Paraguay. En estas zonas, el capital brasileño se 
apropió de extensiones de tierra, que no en todos los casos estaban aptas para el 
monocultivo de la oleaginosa. Para el desmonte y la adaptación de la tierra a la 
agricultura extensiva de monocultivo de soja las empresas se trasladan con su 


propia fuerza de trabajo. Esta es la etapa donde surgen los grupos de campesinos 


sin tierra en Brasil, que serán trasladados a Paraguay para trabajar en el desmonte 
de las tierras, de modo que sean aptas para la producción mecanizada. 

Este proceso de inequidad agravó un histórico problema de Paraguay, es decir el 
difícil acceso a la tierra, sumado al desplazamiento de la agricultura tradicional 
campesina e indígena. El arraigo de las familias campesinas se apoya en la 
identidad como pueblo, que sienten que están perdiendo. Cuando son expulsados 
de sus tierras desaparece una forma tradicional de vida, además dejan atrás 
costumbres que los une con sus ancestros, con su historia. Lo que está en juego es 
mucho más que la tenencia de la tierra, también se compromete el concepto integral 
de trabajo familiar y comunal, la posesión real y la apropiación del territorio, la 
cultura y su historia como comunidades campesinas. La agricultura familiar es 
fundamentalmente una actividad generadora de trabajo, todo lo contrario sucede 
con la agricultura a gran escala para la exportación, en este caso la fuerza de 
trabajo requerida es mucho menor y reemplazada por modernas técnicas de 
producción. Por ejemplo, un establecimiento de producción de soja en Paraguay 
demanda solo un trabajador en un predio de 400 hectáreas, mientras que una 
familia campesina desarrolla su producción en una parcela de 10 hectáreas. Para la 
presente tesina el intendente de Liberación, Freddy Silva, brindó una entrevista 
donde hace referencia a la producción de soja en los siguientes términos: “En cuanto 
a la producción de soja, considero que es un rubro de mucha importancia económica, pero 
debe tenerse en cuenta como afecta a la zona. Tal vez faltan más controles, sobre todo en 
cuanto a la contaminación. Desde el municipio poco podemos hacer desde lo legal para frenar 
las fumigaciones, necesitamos más legislación sobre el tema por parte del parlamento. 
Nuestro diálogo con las empresas sojeras se limita al tema del trabajo, las tierras cedidas para 
la plantación de soja es un tema que maneja estrictamente el Senado. En nuestro Distrito 
mucha gente tuvo que emigrar cuando llegó la soja, por la falta de trabajo o por la 
contaminación se fueron a ciudades grandes o también para Argentina”. (F. Silva. 
Entrevista. 14 de enero de 2020) 

Existen organizaciones de pequeños productores que se agrupan detrás de 
proyectos comunales con el objetivo de resistir el avance del denominado “boom 
sojero”, con una política de responsabilidad social y ambiental. El esfuerzo comunal 


de los campesinos es enorme, pero la lucha está muy lejos de compensar los 


efectos negativos generados por el modelo de producción que continúa 
concentrando la propiedad de la tierra y acumulando riqueza en favor del capital 
sojero. Estas empresas además, con su modelo de producción contaminan el medio 
ambiente, enferman a los habitantes, agotan los recursos naturales, dañan la 
biodiversidad y acaban con la subsistencia tradicional de las comunidades 
campesinas e indígenas. En Paraguay con la problemática de la soja estamos ante 
la típica acumulación por desposesión. En su trabajo “El nuevo imperialismo” David 
Harvey describe el alcance de la acumulación por desposesión: “Incluye la 
mercantilización y privatización de la tierra y la expulsión forzosa de la población 
campesinas; la conversión de diversas formas de derechos de propiedad -común, colectiva, 
estatal, etc- en derechos de propiedad exclusivos; la supresión del derecho a los bienes 
comunes; la transformación de la fuerza de trabajo en mercancía y la supresión de formas de 
producción y consumo alternativas; los procesos coloniales, neocoloniales e imperiales de 
apropiación de activos, incluyendo los recursos naturales; la monetización de los 
intercambios y la recaudación de impuestos, particularmente de la tierra; el tráfico de 
esclavos; y la usura, la deuda pública y, finalmente, el sistema de crédito. El Estado con su 
monopolio de la violencia y sus definiciones de legalidad, juega un rol crucial al respaldar y 
promover estos procesos”. (Harvey. 2005. pág 113). 

La república del Paraguay hoy es el sexto país productor mundial de soja 
transgénica, y el cuarto exportador de este tipo de oleaginosa en el mercado 
internacional. El cultivo de soja está en la base del crecimiento económico del país 
vecino. Pero esta riqueza no conoce de una redistribución equitativa, al contrario 
desde 2010 uno de cada tres campesinos paraguayos vive condenado a una 
pobreza extrema. (Dato extraído de la investigación “Los refugiados del modelo 
agroexportador”, Tomás Palau, 2010). Esto último está directamente vinculado a un 
histórico problema en Paraguay, la inequidad en cuanto a la tenencia de la tierra. La 
pobreza rural en el país guaraní no es casualidad, es consecuencia del desigual 
reparto de la tierra. Históricamente existe un pequeño grupo terrateniente 
latifundista que posee el 80% de la tierra cultivable, mientras que las familias 
campesinas carecen de la superficie para uso agropecuario. Como afirma en datos 
en su trabajo Tomás Palau: “El 46% de la población paraguaya vive bajo la línea de 


pobreza y el 21% en la extrema pobreza. En el campo esta proporción es aún mayor, debido a 


la migración”. (Palau, Tomás. 2010. pág 22). Para subsistir los campesinos tienen 
dos opciones, agruparse, ocupar la tierra y resistir el avance de los poderosos del 
sector rural o emigrar a las ciudades y enfrentar la expulsión forzada con todo lo que 
eso significa para estas familias. Bajo la promesa de una atractiva ganancia rápida y 
segura, varios campesinos aceptan ingresar en el agronegocio. El cultivo de soja 
exige inversión de mucho capital y a largo plazo, desarrollar este tipo de 
monocultivo mecanizado con los insumos necesarios es de alto costo, demasiado 
para el pequeño productor. Precisamente el monocultivo de soja acaba con la 
agricultura familiar y comunal, termina con la autosuficiencia agrícola y obliga a la 
migración de los campesinos de manera temporal o definitivamente en algunos 
casos. 

A partir de la década del “80 el problema de la tenencia de la tierra generó nuevos 
conflictos, ahora como consecuencia de la expansión del monocultivo de la soja. 
Las familias campesinas sufren el abandono del Estado, sin políticas públicas claras 
y con falta de inversión, los pequeños productores deben enfrentar una lucha 
desigual contra la agricultura empresarial. Estos últimos cuentan con incentivos, 
como exenciones fiscales y un mínimo control estatal, sólo formal, en cuanto a la 
normativa laboral y ambiental. El ingreso de la soja en la economía paraguaya fue 
paulatino, pero constante en las últimas décadas en diferentes regiones afectando a 
diversas comunidades, causando un impacto productivo y psicológico entre los 
pequeños productores. Para estos últimos, a corto plazo solo aumenta el 
empobrecimiento y la degradación ambiental que los afecta en forma directa. Es un 
sistema perverso, forma parte de la mundialización que Milton Santos describe así 
en “Metamorfosis del espacio habitado”: “Concentración y centralización de la economía 
y del poder político, cultura de masas, cientifización de la burocracia, fuerte centralización de 
las decisiones y la información, sirven de base para estimular las desigualdades entre países y 
entre clases sociales, así como la opresión y desintegración del individuo” (Santos. 1996. 
pág 21). 

En Paraguay definitivamente se instaló un modelo agroexportador con la soja 
como principal producto, que favorece la concentración de la tierra, la riqueza y el 
poder político. No son pocos los fondos de inversión que tienen como objetivo 


principal obtener la mayor ganancia en el menor plazo posible, y qué mejor ámbito 


que el agronegocio, con la producción y la exportación de la soja en grano como 
gran negocio rentable. Estas inversiones no representan una oportunidad para los 
campesinos, al contrario, significa su destrucción como pequeño productor. Hilal 
Elver como Relatora de la ONU en su informe asegura que: “el sector rural del 
Paraguay está definido por dos grupos de productores bien diferenciados. El sector se 
caracteriza por dos modos diferenciados de producción: por un lado, la agricultura familiar, y 
por el otro la agricultura a gran escala para la exportación. Parece existir una brecha 
socioeconómica entre los dos grupos de agricultores, relacionada con un conjunto de factores, 
que inciden tanto en el proceso productivo como en el acceso a medios y recursos que 
pudieran generar oportunidades de mejoras significativas de la calidad de vida en el sector. El 
grupo de la agricultura empresarial (productores de soja), que representa el 9% de los 
productores, tienen acceso al 94% de las tierras fértiles mientras que, en contraste, el restante 
91% de los productores rurales solo tienen acceso al 6% de las tierras”. (Elver. 2017. pág 
7). 

En el país hermano los sojales crecen y se expanden de forma acelerada, la mitad 
de la tierra que hoy se ocupa con la producción del monocultivo de soja 
anteriormente cumplía la función de estancia ganadera, mientras que el resto eran 
tierras pertenecientes hasta entonces a campesinos o indígenas dedicados a la 
agricultura familiar. Estos grupos humanos con lazos comunales, alquilaron o 
vendieron sus propiedades, o en algunos casos el derecho de ocupación que 
poseían, al encontrarse cercados por el avance de la soja y hartos de vivir 
condenados a sufrir los efectos de la fumigación con agrotóxicos. La economía rural 
dedicada casi exclusivamente a la producción de soja expulsa a los campesinos por 
diferentes motivos. La sojización degrada a la sociedad campesina y provoca el 
éxodo de los pequeños productores. Como complemento del boom sojero, también 
tiene su rol la venta de tierras relacionada con la especulación inmobiliaria y la 
corrupción de los funcionarios públicos. La mencionada degradación se observa en 
la enemistad y competencia entre los campesinos de la misma comunidad, como 
también en la aparición en escena de productores extranjeros generando 
desconfianza dentro de la misma comunidad. Otra estrategia para expulsar al 
pequeño productor, y tomar sus tierras, es el crédito de fácil acceso para los 


campesinos acorralados y necesitados de capital. La única garantía que puede 


ofrecer el campesino es su tierra, se endeuda y ante la imposibilidad de pago 
automáticamente pierde la tenencia. Los campesinos, ahora endeudados, son 
expulsados de sus tierras, y la subsistencia de su familia es puesta en peligro. En 
estas tierras no se puede realizar un embargo porque los campesinos no poseen 
título legal de acuerdo con el sistema capitalista. Como afirma Javiera Rulli en su 
trabajo “Repúblicas unidas de la soja”: “Los proyectos del banco mundial (2007) de 
fomentar la titulación rápida de las tierras de los programas de reforma agraria podrían 
significar un traspaso masivo de tierras campesinas al sector del agronegocio y blanqueaba la 
irregularidad vigente de tenencia de la tierra en la mayoría de las comunidades. Así mismo, 
las instituciones financieras internacionales, tales como el banco interamericano y el banco 
mundial, han promovido en los últimos años el microcrédito y apoyaron a las agencias 
financieras privadas, y en este sentido responsables y cómplices con el agronegocio, 
causante del proceso de expulsión rural”. (Rulli. 2010. pág 203 ). 

El agronegocio en Paraguay es controlado por las corporaciones transnacionales 
que responden a la demanda del mercado mundial, y sobre todo al mercado de la 
oleaginosa. La inversión del capital extranjero en el sector agrícola se convierte de 
esta manera en el núcleo del modelo extractivista sojero instalado en el país vecino. 
La estructura de producción agrícola está orientada a la exportación, en función de 
la demanda del comercio mundial, pasando por encima la demanda del mercado 
interno. El rol dominante de las empresas transnacionales en la economía del país 
es notable, y a esta lógica debemos vincular el saldo en el ámbito social y 
económico, además del impacto en la biodiversidad. Al respecto un informe de la 
Base de Investigaciones Sociales -BASEIS- titulado “Las corporaciones 
transnacionales en Paraguay” dice los siguiente: “De las 12 transnacionales en el sector 
del agronegocio que operan directamente dentro de la economía paraguaya, cinco provienen 
de los EEUU, seis de países europeos y una de Asia. Esto refleja el predominio, a escala 
mundial, que tienen en el agronegocio las corporaciones transnacionales de los EEUU y de 
Europa, a pesar de la emergencia de este tipo de empresas en países de Asia y América 
Latina. Este dato es relevante al momento de analizar el creciente impulso que están tomando 
los Tratados de Libre Comercio (TLC) tanto por parte de EEUU como de la Unión Europea, 


y dentro de éstos, cómo se inserta el sector agrícola y comercial”. (BASEIS, 2010). 


El cultivo de la oleaginosa lo encontramos sobre todo en las grandes plantaciones, 
más de la mitad de estas tierras fueron adquiridas por empresas brasileñas, que es 
el capital que más penetró en el negocio de la soja en Paraguay. A partir de la 
década del “90 se produjo en el sector rural una revolución tecnológica comandada 
por el cultivo de soja y sustentada sobre la siembra directa. La semilla de soja 
utilizada en la producción en tierras paraguayas ha sido modificada genéticamente 
para soportar el glifosato, un producto patentado por la multinacional Monsanto que 
no cesa de hacer negocios a cualquier costo ambiental. Como afirmó Tomás Palau: 
“A comienzos del nuevo milenio, se produce el segundo boom de la soja, pero esta vez con 
semillas genéticamente modificadas introducidas ilegalmente al Paraguay de contrabando 
desde Argentina y Brasil. A partir del ciclo agrícola 1999/2000, la tasa de crecimiento anual 
de la superficie cultivada con soja aumenta a 170.000 hectáreas en promedio. Ahora la 
infraestructura para la exportación está montada y controlada por grandes corporaciones 
proveedoras de insumos y dedicadas a la agroexportación. Como principales actores se 
pueden nombrar a Monsanto Syngenta, BASF, Bayer, Dow AgroSciences, Pioneer como 
proveedoras de agrotóxicos, y Cargill, ADM y Dreyfus como los traders más importantes de 
granos y oleaginosas”. (Palau, Tomás. 2010. pág 26). 

En el proceso de importación y provisión de insumos para la producción agrícola 
tiene un importante protagonismo la multinacional Monsanto, un gigante de la 
biotecnología que opera en Paraguay a través de representantes locales como las 
empresas Dekalpar y Agrofertil. Los datos del informe de BASEIS son contundentes: 
“Monsanto comercializa sus semillas transgénicas y agroquímicos, como el conocido 
Roundup Ready, a través de empresas que tienen la representación de sus productos. La 
principal de estas empresas es Agrofertil SA, cuyos propietarios son de origen brasileño; sus 
importaciones pasaron de 32,7 millones de dólares en el 2006 a 64,4 millones al año 
siguiente, posicionándose como la segunda importadora de insumos agrícolas, desplazando al 
tercer lugar a ADM. La segunda socia de Monsanto es Dekalpar SA, con un monto de 
importaciones de 19,2 millones en el 2007”. (BASEIS. 2010) 

La mencionada Monsanto fue fundada en 1901 en Saint Louis, Estado de 
Missouri, en EE.UU por el químico autodidacta John Queeny, quien con el nombre 
de la empresa rindió homenaje a su esposa Olga Méndez Monsanto. Es paradójico 


que una empresa cuyo nombre nace del amor se convertirá en el paradigma de la 


destrucción de la biodiversidad. La empresa comienza fabricando sacarina que 
vende exclusivamente a Coca Cola, luego vainilla y cafeína, y por fin, aspirina de la 
cual se convierte en el principal suministrador en EE.UU hasta 1980. En 1918 
adquirió una empresa que fabrica ácido sulfúrico, luego compró varias empresas 
químicas en EE.UU y Australia. En 1935 logró quedarse con la Swan Chemical 
Company y con ella obtiene el monopolio del PCB lo que permite vender licencias 
en todo el mundo industrial, Inglaterra, Francia, Alemania y Japón. A estas alturas 
eran los reyes de la contaminación en algunas ciudades de EE.UU y causante de 
enfermedades y muertes de muchos operarios, entre otras causas por las dioxinas 
que recién salen a la luz con la catástrofe de Seveso. En 1948 abre una planta de 
los llamados herbicidas selectivos 2,4,5 T que a pesar de haber probado su acción 
venenosa sobre el humano, no sólo continúa su producción sino que encuentra una 
veta para trabajar con el Pentágono y desarrollarlo como un arma química. Llegando 
a proveer al ejército de E.E.U.U el famoso agente naranja, utilizado en la operación 
denominada Ranch Hard (obrero agrícola) comenzando su utilización en 1962, un 
año después de la llegada de John Fitzgerald Kennedy a la Casa Blanca, en la 
guerra de Vietnam, aunque las primera pruebas de envergadura tuvieron lugar en 
1959. 

A finales de los años “60, los químicos de la empresa descubren el glifosato, un 
herbicida cuyo nombre comercial será Roundup. En el año 2000 expiraba la patente 
de este producto y por supuesto, no era una opción para Monsanto perder el colosal 
negocio porque habían apostado su futuro a los cultivos transgénicos bautizados 
como Roundup Ready, manipulados genéticamente para resistir a las fumigaciones 
con Roundup. En este caso era un herbicida no selectivo sino total, porque acaba 
con todas las formas de vegetación. En 1984 la empresa se fijó como objetivo 
fabricar plantas transgénicas. Manipulan los vegetales para que sobrevivan a las 
fumigaciones con herbicidas. Se le hace urgente porque la empresa Calgene de 
California consigue tabaco resistente al glifosato, de esta manera todos los gigantes 
de la química entran en guerra. En Monsanto la búsqueda durará más de dos años. 
En 1987 los ingenieros toman muestras de microorganismos en los lugares donde la 
empresa arroja restos de glifosato para detectar porqué habían sobrevivido al 


herbicida y lograron identificar al gen, pero habrá que esperar otros dos años para 


que el robot que analiza la estructura molecular por fin de con la rara perla. Recién 
en 1993 se fijó la fecha de nacimiento de la soja RR. Para la salida al mercado se 
necesita la aprobación de la Agencia de Medicamentos y Alimentación, FDA por sus 
siglas en inglés, en la que existen distintos criterios y además para el patentamiento 
que no podría haberse realizado si estuviese vigente la ley de 1951 que prohibía la 
patente sobre organismos vivos, pero en 1980 el Tribunal Supremo había emitido un 
fallo en el que expresaba: “Todo lo que bajo el sol ha sido tocado por el ser humano puede 
ser patentado”. 

Sobre los problemas ambientales y de salud que produce la soja transgénica y el 
glifosato en Paraguay se hará referencia más adelante. Pero un buen ejemplo en 
nuestro país, en el que además queda demostrado lo que sostenía el Doctor Oscar 
Varsavsky que la ciencia, aunque lo nieguen muchos científicos, es política. Uno de 
los más prestigiosos científicos argentinos, el Doctor Andrés Carrasco, según afirma 
Soledad Barruti en su libro “Mal Comidos”, realizó estudios siguiendo la línea de 
investigación de independientes y prestigiosos científicos europeos, y pudo 
demostrar con embriones de anfibios, a quienes fumigan con glifosato en una 
proporción mil veces menor que la utilizada en los campos, que aparecen 
deformaciones terribles: animales con ojos y cabezas empequeñecidas y 
deformadas, ciclopismo, deformación en los cartílagos faciales y craneales, etc. La 
ciencia al servicio de la explotación capitalista. 

De esta manera Paraguay queda atrapado en la demanda del mercado mundial 
que lo convierte en uno de los principales productores de soja en grano para la 
exportación. En cuanto al alcance del paquete tecnológico utilizado en la producción 
sojera, así lo explica Nicolás Zeolla en su trabajo de investigación sobre la 
oleaginosa: “Tras la autorización para la utilización de la semilla de soja resistente al 
elifosato se adoptó un nuevo paradigma productivo caracterizado por la implementación de 
maquinaria para la siembra directa del simiente sobre los rastrojos de la campaña anterior 
junto con un paquete tecnológico de aplicación de pesticida a gran escala al que el cultivo es 
genéticamente resistente. La producción mundial de soja durante la campaña 2012/2103 
alcanzará un total de 268,02 millones de toneladas. El principal productor mundial es los 
EE.UU. (31%) seguido por Brasil (30%), en tercer lugar se encuentra Argentina (19%) y a la 
que le siguen China (5%), India (4%) y Paraguay (3%)”. (Zeolla. 2013. pág 3 ). 


Es un hecho comprobado que la utilización masiva de herbicidas y otros 
agroquímicos tiene un grave impacto ambiental negativo, como así también en la 
salud de los habitantes del lugar, y daña sus cultivos y cría de ganado, es decir un 
daño irreversible para la biodiversidad. Como asegura David Harvey en su trabajo: 
“El énfasis en los derechos de propiedad intelectual en las negociaciones de la OMC marca 
los caminos a través de los cuales las patentes y licencias de materiales genéticos, plasma de 
semillas, y cualquier otra forma de productos, pueden ser usadas contra poblaciones enteras 
cuyas prácticas de manejo ambiental han jugado un papel crucial en el desarrollo de estos 
materiales. La biopiratería es galopante, y el pillaje del stock mundial de recursos genéticos 
en beneficio de unas pocas grandes empresas multinacionales está claramente en marcha. La 
reciente depredación de los bienes ambientales globales (tierra, aire, agua, etc) y la 
proliferación de la degradación ambiental, que impide cualquier cosa menos los modos 
capital-intensivos de producción agrícola, han resultado de la total transformación de la 
naturaleza en mercancía”. (Harvey. 2005. pág 114). 

Como se afirmó antes, el Estado hace muy poco, o nada en la mayoría de los 
casos, por hacer cumplir la normativa ambiental. Como en tantos otros casos en 
América Latina, en Paraguay no se trata de un Estado ausente, sino de para quién 
juega su rol, para garantizar el derecho a la vida de sus habitantes o para favorecer 
el enriquecimiento de los empresarios dedicados a la producción de soja. A 
propósito David Harvey afirma que: “Como en el pasado, el poder del Estado es usado 
frecuentemente para forzar estos procesos, incluso en contra de la voluntad popular. Como 
también sucedió en el pasado, estos procesos de desposesión están provocando amplia 
resistencia”, y más adelante agrega, “Esto nos retrotrae a las relaciones entre la búsqueda 
de ajustes espacio-temporales, los poderes estatales, la acumulación por desposesión y las 
formas de imperialismo contemporáneo” (Harvey. 2005. pág 115). 

Por su parte, en un informe titulado “El espejismo de la soja”, la investigadora 
Arantxa Guereña asegura que: “La empresa DAP (Desarrollo Agrícola del Paraguay) ha 
tratado de diferenciarse del resto de los actores en el sector, al adoptar una política de 
responsabilidad social y ambiental y vincularse a la mesa redonda de soja responsable. Esta 
empresa demuestra un mayor respeto a la normativa ambiental, no ha adquirido tierras de 
pequeños propietarios y ha establecido vías de colaboración con las poblaciones vecinas” 


(Guereña. 2013. pág 3). El mismo informe deja en claro que estas actitudes 


individuales no alcanzan un resultado positivo, pero sí exhiben el verdadero 
problema que sufre el vecino país de Paraguay, y agrega más adelante la 
investigadora: “La gravedad de estos impactos muestra cómo tanto la responsabilidad social 
empresarial como los esquemas de tipo voluntario tales como la mesa redonda de soja 
responsable resultan insuficientes para garantizar una efectiva protección de la salud y los 
derechos de las comunidades locales. Incluso en el caso de DAP, una empresa comprometida 
con apoyar el desarrollo comunitario y abordar el impacto de sus operaciones, las debilidades 
en la implementación de su política de responsabilidad empresarial ha dado lugar a más 
problemas que beneficios” (Guereña. 2013. pág 4). Como bien refleja el trabajo de 
Guereña, no alcanza con enunciados o buenas voluntades, sino con políticas 
públicas claras, con un Estado que controle cuáles son los límites para la irrupción 
del capital sojero. 

A partir de 2005 comenzaron a realizarse reuniones y mesas redondas donde los 
convocados a participar y exponer fueron las corporaciones agroindustriales, la 
primera cita fue en Foz de Iguazú, Brasil, con la intención de comunicar al público 
los beneficios de una nueva soja sustentable. Estuvieron presentes, entre otros, el 
comité organizador el Grupo André Maggi de Brasil, empresas sojeras brasileñas y 
la Federación de Asociaciones de Pequeños Agricultores del sur de Brasil, todas 
con capitales instalados en Paraguay. Como respuesta a estos encuentros del 
agronegocio, organizaciones campesinas e indígenas realizaron lo que 
denominaron “contraencuentros”, donde representantes de familias campesinas de 
diferentes países de la región debatieron y elaboraron una respuesta contra la 
supuesta “soja sustentable”. En el informe “Los Refugiados del Conservacionismo” 
Mark Dowie nos cuenta al respecto: “Las organizaciones participantes manifestaron en el 
documento final que le decimos NO a la mentira de la sustentabilidad de la soja, afirmada 
oficialmente en la mesa redonda de soja sustentable en Fox de Iguazú, a partir de los intereses 
de los países del Norte y de los empresarios de los agronegocios, con el apoyo escandaloso de 
grandes ONGs, que se dicen ambientalistas, nacionales e internacionales. Donde hay 
monocultivos no puede existir sustentabilidad, donde hay agronegocios no pueden existir 
campesinos”. Los agronegocios son responsables por la mercantilización de la vida y de la 
tierra. Denunciamos a los gobiernos de América Latina por la exclusión de la reforma agraria 


de las políticas de Estado. Resistimos como pueblos indígenas y campesinos en la defensa de 


las culturas, de los territorios y de las economías tradicionales. Construimos una 
indispensable unidad en las luchas con los movimientos sociales urbanos”. (Dowie. 2006. 
pág 16) 

De esta manera las organizaciones campesinas denuncian la utilización de la 
sustentabilidad como argumento por parte del agronegocio para continuar con la 
expansión sin obstáculos del monocultivo de soja transgénica, explotando las tierras 
y destruyendo el hábitat natural. Los mencionados proyectos de monocultivos 
sustentables son propuestos por quienes poseen el poder económico, difícilmente 
estén pensando en una sustentabilidad que respete la vida de las familias 
campesinas. Estos proyectos sustentables están adaptados a la producción 
agroindustrial de commodities para la exportación, que reemplaza la agricultura 
familiar tradicional por la producción a gran escala para el mercado exterior. Son 
proyectos agroindustriales donde no hay espacio para la agricultura tradicional en 
comunidad, el propio monocultivo atenta contra la diversidad agrícola, dañan a la 
comunidad y a la biodiversidad. Es extremadamente peligroso que el suministro de 
alimentos se reduzca a unos pocos monocultivos con semillas genéticamente 
modificadas, este es el caso de la soja transgénica que se produce en Paraguay. 
Así llegamos a la conclusión, que la mencionada sustentabilidad es en realidad una 
cortina de humo, y lo que se oculta lo describe claramente Mark Dowie en su 
informe: “La expansión de la soja en América Latina representa una reciente y poderosa 
amenaza sobre la biodiversidad del Brasil, Argentina, Paraguay, Bolivia y Uruguay. La soja 
transgénica es ambientalmente mucho más perjudicial que otros cultivos porque además de 
los efectos directos derivados de los métodos de producción, principalmente del copioso uso 
de herbicidas y la contaminación genética, requiere proyectos de infraestructura y transporte 
masivo (hidrovías, autopistas, ferrovías y puertos) que impactan sobre los ecosistemas y 
facilitan la apertura de enormes extensiones de territorios a prácticas económicas degradantes 
y actividades extractivistas. La producción de soja resistente a los herbicidas conlleva 
también a problemas ambientales como la deforestación, la degradación de suelos, polución 
con severa concentración de tierras e ingresos, expulsión de la población rural a la frontera 
amazónica o áreas urbanas, fomentando la concentración de los pobres en las ciudades. La 


expansión sojera distrae también fondos públicos que podrían haber sido destinados a la 


educación, la salud o la investigación de métodos agroecológicos alternativos de 
producción.”. (Dowie, 2006. pág 17). 

En 2006 se realizó en Buenos Aires el Foro de Resistencia contra el Agronegocio, 
con la participación de diversas organizaciones campesinas, Mark Dowie en su 
mencionado trabajo nos cuenta las conclusiones de aquel encuentro campesino: “La 
violencia del modelo de los Agronegocios se manifiesta a diario: en la expulsión de los 
campesinos, la militarización del campo, la extranjerización de territorios, la apropiación de 
los recursos naturales, las inversiones del Estado al servicio de las corporaciones con 
crecimiento de las deudas externas (en puertos, hidrovías, rutas, vías de telecomunicación), la 
concentración de tierras, la desertificación, la contaminación por agrotóxicos y por 
transgénicos, la destrucción de la biodiversidad, el éxodo rural y el crecimiento de los 
cinturones de miseria en torno a los centros urbanos, la desocupación generalizada y 
precarización del trabajo, el hambre y la desnutrición, las enfermedades y muertes por causas 
evitables, la colonización de nuestras culturas y la pérdida de los patrimonios alimentarios, el 
dominio del supermercadismo en los mercados locales y el control los precios de los 
alimentos y los contenidos de la canasta básica de las transnacionales”. (Dowie. 2006. pág 
18). 

La producción de soja expulsa, provoca la desaparición de las comunidades y la 
destrucción ambiental. No es un detalle menor que la expansión del monocultivo 
requiere de la deforestación masiva, causa principal de la desaparición de 
comunidades enteras, y los productores que intentan resistir terminan aislados. Pero 
el peor impacto del denominado boom sojero es sobre la salud de los habitantes y la 
biodiversidad. La destrucción de bosques pone en peligro la subsistencia de la 
población rural, en este escenario los campesinos ya no cuentan con los recursos 
naturales que significan un aporte fundamental para la economía familiar. 
Desaparece una forma de vida tradicional que existió desde siempre, la herencia 
cultural de sus antepasados, no habrá más caza y pesca como actividad tradicional, 
tampoco recursos de uso cotidianos como hierbas medicinales y madera para la 
construcción. Otra grave consecuencia en las zonas sojeras es el proceso de 
contaminación y agotamiento del agua: contaminación de las aguas superficiales 
con agrotóxicos; disminución de los niveles freáticos; desaparición de los 


humedales; y disminución del caudal de los arroyos por deforestación de bosques 


ribereños. En cuanto a la salud, en la población rural surgen intoxicaciones crónicas 
como consecuencia del uso de agrotóxicos. Agrava esta situación la degradación de 
la economía familiar, la escasez de recursos económicos y la ausencia de 
infraestructura y servicios médicos. En este contexto de contaminación con 
agrotóxicos, para los campesinos solo resta esperar el empobrecimiento y la 
expulsión. En las comunidades afectadas por las fumigaciones se registran serios 
problemas de salud para los habitantes: síntomas de intoxicación como insuficiencia 
respiratoria, trastorno digestivo, cefalea, vómitos y hemorragias espontáneas, 
enfermedades en la piel, dolores físicos e hinchazones, alteración del sistema 
nervioso, entre otros. Pero entre los casos más severos se encuentran abortos 
espontáneos, nacimientos con malformaciones y la muerte de los afectados. Como 
consecuencia de las fumigaciones algunos Departamentos de Paraguay están 
claramente en estado de emergencia sanitaria, el problema más grande es que la 
situación no es reconocida en toda su dimensión y gravedad. Como afirma el 
sociólogo Tomás Palau: “Los cultivos con semillas transgénicas, que son resistentes a 
herbicidas, son profusamente fumigados con biocidas, muchos de los cuales son de uso 
prohibido. Estos biocidas producen en los humanos casos de intoxicación y muerte, ya que 
las fumigaciones se hacen mecanizadamente o incluso desde avionetas. Además destruyen los 
cultivos de autoconsumo y causan mortandad en la fauna doméstica” (Palau Tomás. 2010. 
pág 42) 

Cuando se afirma que las fumigaciones matan, no es mera retórica, el impacto de 
esta práctica destructiva afecta la biodiversidad, a largo plazo afecta a la agricultura 
familiar y como se mencionó antes agudiza el empobrecimiento de los campesinos. 
Los monocultivos de soja se ubican muy cerca de los asentamientos humanos, se 
aprovecha para esta producción toda tierra cultivable sin medir consecuencias, aún 
al costo de enfermar a la población local. No se contempla la cercanía de viviendas 
o escuelas, mientras los sojales generen ganancias. La aplicación de tecnología 
transgénica demanda la utilización de fumigaciones indiscriminadas. El monocultivo 
extensivo, la falta de rotación y la siembra directa son los causantes del enorme 
aumento del consumo de plaguicidas para la producción. Como asegura Hilal Elver: 
“La expansión del cultivo de soja en Paraguay se ha visto acompañada por un uso excesivo 


de plaguicidas. De acuerdo al Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal y de semillas, 


la importación de herbicidas aumentó en un 500%, pesticidas en un 300% e insecticidas en 
casi un 1.400% entre 2009 y 2013. Solamente en octubre de 2016 el Paraguay importó 78.000 
toneladas de plaguicidas” (Elver. 2017. pág 16). Cuando las familias campesinas se 
organizan para luchar, no lo hacen solo en defensa de la salud humana, sino que 
incluye un concepto mucho más amplio como la salud ambiental. Así los define en 
su trabajo Javiera Rulli: “La Salud Ambiental como definición se refiere a la salud de las 
comunidades humanas y silvestres que interactúan en un territorio, entendido éstos como 
sistemas complejos y dinámicos en donde coinciden aspectos económicos, políticos, 
científicos, tecnológicos, jurídicos, culturales, salud pública y desarrollo humano. Por lo 
tanto, el concepto de salud ambiental incluye las interacciones entre los sistemas productivos 
y la salud de las comunidades, reconociendo los factores de estrés y degradación del medio 
ambiente como mecanismos desequilibrantes de los ecosistemas y paisajes, la calidad de vida 
y el desarrollo sustentable”. (Rulli. 2010. pág 203). 

El herbicida más usado por las grandes empresas sojeras es el Roundup, la 
contaminación ambiental que provoca es de alto alcance y para los campesinos las 
pérdidas son totales. Las fumigaciones y su consecuente contaminación afecta la 
agricultura familiar, es decir arruina los cultivos para el autoconsumo, además de 
condicionar la cría de animales como cerdos y aves de corral. La nutrición de la 
población rural está en peligro, en realidad a largo plazo la alimentación de toda la 
región estará en peligro. Como asegura Milton Santos en “Metamorfosis del Espacio 
Habitado”: “Cuando la ciencia se deja subordinar claramente a una tecnología cuyos 
objetivos son más económicos que sociales, se vuelve tributaria de los intereses de la 
producción y de los productores hegemónicos, y renuncia a toda vocación de servir a la 
sociedad”. (Santos. 1996. pág 21). 

En este contexto con la problemática de la soja transgénica instalada en Paraguay 
- ¿Qué dice la constitución del vecino país en cuanto a la tierra y el trabajo rural?. 
Como ya se expresó precedentemente, la historia de Paraguay está colmada de 
tragedias, pero la valentía de su pueblo para enfrentar la adversidad es admirable. 
El país hermano tuvo en su historia cuatro reformas constitucionales, 1870, 1940, 
1967 y 1992, y por supuesto cada reforma provocó un profundo impacto social. La 
constitución de 1992 toma de las constituciones precedentes disposiciones 


referentes en cuanto a libertades, derechos y garantías, y agrega otras nuevas a 


partir del derecho comparado y el derecho internacional de los derechos humanos. 
De esta manera, su parte dogmática se constituye en lo más avanzado que haya 
conocido Paraguay. En su parte orgánica se observa un intento de equilibrio entre 
los órganos de poder, esto representa para Paraguay el tránsito desde el 
presidencialismo reforzado al presidencialismo moderado. La caída de la dictadura 
de Alfredo Stroessner se produjo el 3 de febrero de 1989, y cambió el panorama 
político del Paraguay. El movimiento político consiste estrictamente en un golpe de 
Estado, es decir, desplazaron al general dictador del poder, sin que se alteren las 
estructuras sociales, económicas y políticas. Con el final de la extensa dictadura 
militar (1954-1989), comenzó el camino hacia la reforma constitucional. Finalmente, 
luego de sesionar durante cinco meses el 20 de junio de 1992, la Convención 
Nacional Constituyente sancionó la nueva constitución de la República del 
Paraguay. La ley suprema aprobada contiene en su estructura 291 artículos. La 
constitución está organizada y dividida en dos partes, la primera contiene 12 
capítulos, mientras que la segunda desarrolla 10 capítulos. 

Aprobada la constitución reformada de 1992, es oportuno hacer un recorrido por 
aquellos artículos que por su contenido están directamente referidos a la 
problemática desarrollada en esta investigación. La sección Il se titula “Del 
ambiente”, el artículo 7 (Del derecho a un ambiente saludable) dice que: “Toda 
persona tiene derecho a habitar en un ambiente saludable y ecológicamente equilibrado. 
Constituyen objetivos prioritarios de interés social la preservación, la conservación, la 
recomposición y el mejoramiento del ambiente”. En la misma sección el artículo 8 (De la 
protección ambiental) agrega que: “La ley podrá extender esta prohibición a otros 
elementos peligrosos; asimismo, regulará el tráfico de recursos genéticos y su tecnología, 
precautelando los intereses nacionales”. En el preciso momento que se aprobaron estos 
artículos en la convención constituyente, comenzaban a llegar a Paraguay los 
transgénicos y sus “daños colaterales”, en adelante miles de personas vieron como 
es avasallado su derecho a un hábitat saludable y como la prohibición no alcanzó 
para que peligrosos elementos destruyan el medio ambiente. En el capítulo IV (De 
los derechos de la familia), el artículo 49 es muy claro cuando establece que: “La 
familia es el fundamento de la sociedad. Se promoverá y garantizará su protección integral. 


Esta incluye a la unión estable del hombre y de la mujer, a los hijos y a la comunidad que se 


constituya con cualquiera de sus progenitores y sus descendientes”. Este fundamento es 
arrasado cuando una familia campesina es desmembrada porque algunos de sus 
integrantes son expulsados de su tierra, convirtiéndose en desplazados ambientales 
ante el avance de la soja. Dentro del capítulo V (De los pueblos indígenas) nos 
encontramos con los artículos 63 (De la identidad étnica) y 64 (De la propiedad 
comunitaria), que en ambos casos otorgan reconocimiento y protección a los 
pueblos originarios. El artículo 63 expresa claramente que: “Queda reconocido y 
garantizado el derecho de los pueblos indígenas a preservar y a desarrollar su identidad étnica 
en el respectivo hábitat. Tienen derecho, asimismo, a aplicar libremente sus sistemas de 
organización política, social, económica, cultural y religiosa”. Mientras que el artículo 64 
asegura que: “El Estado les proveerá gratuitamente de estas tierras, las cuales serán 
inembargables, indivisibles, intransferibles, imprescriptibles, no susceptibles de garantizar 
obligaciones contractuales ni de ser arrendadas”. Son bellísimos artículos en cuanto a su 
contenido, repletos de derechos a favor de los verdaderos dueños de la tierra, los 
pueblos originarios. Pero se convierte en letra muerta cuando observamos cómo el 
capital sojero se lleva por delante a la constitución y se apropia de las tierras que 
ancestralmente le corresponden a las familias campesinas. En el capítulo VI (De la 
salud), en el artículo 68 (Del derecho a la salud) el Estado asegura que: “Protegerá y 
promoverá la salud como derecho fundamental de la persona y en interés de la comunidad”. 
Por último, es interesante cuando la sección Il de la constitución se dedica a la 
Reforma Agraria. El artículo 114 (De los objetivos de la reforma agraria) vale la pena 
citar en su totalidad cuando establece: “La reforma agraria es uno de los factores 
fundamentales para lograr el bienestar rural. Ella consiste en la incorporación efectiva de la 
población campesina al desarrollo económico y social de la nación. Se adoptarán sistemas 
equitativos de distribución, propiedad y tenencia de la tierra; se organizará el crédito y la 
asistencia técnica, educacional y sanitaria; se fomentará la creación de cooperativas agrícolas 
y otras asociaciones similares, y se promoverá la producción, la industrialización y la 
racionalización del mercado para el desarrollo integral de agro”. Precisamente sucede lo 
contrario, en el campo paraguayo la tierra sigue concentrándose en pocas manos 
con mucho capital para invertir en la soja transgénica. En vez de existir una 


incorporación de los pequeños productores al trabajo rural, continúa la expulsión de 


campesinos porque su agricultura tradicional no tiene lugar en el esquema 
productivo de la agricultura a gran escala para la exportación. 

Con la problemática de la soja en Paraguay, como dice Tomás Palau en el informe 
“La destrucción de la vida campesina a manos de la soja”: “se produce una triple 
pérdida de soberanía”. El docente de la universidad de Asunción lo describe así: “Por 
un lado, se continúa perdiendo soberanía económica, ya que se depende de las exportaciones 
de un solo producto (soja) cuyas semillas serán proveídas por una sola empresa (Monsanto), 
el aumento de esas exportaciones a su vez, hace depender al país de importaciones cada vez 
más importantes. Por otro lado, hay pérdida de soberanía territorial, ya que inmensas 
extensiones de tierras son adquiridas por propietarios (privados o corporativos) extranjeros. 
Finalmente, hay pérdida de soberanía alimentaria, ya que el monocultivo desplaza la 
diversificación y con ello a los cultivos de subsistencia, además los campesinos expulsados 
de sus tierras migran a las ciudades en las que para comer, deben pasarse al bando de los 
consumidores, habiendo sido antes productores de su alimento” (Ecoportal. 2006). 

Entre los testimonios que esta investigación pudo recoger en el distrito de 
Liberación se encuentra la palabra de la titular de la mencionada Coordinadora de 
Mujeres, ella es Ada Ramírez y su relato caracteriza perfectamente el impacto de la 
problemática de la soja. En su testimonio Ada nos cuenta: “Con mi familia éramos de 
Choré y hace 8 años nos mudamos a Liberación. Allá teníamos un terreno de 10 hectáreas, 
pero el avance de la soja nos obligó a migrar a otra ciudad. Nos tuvimos que ir porque nuestra 
casa había quedado en medio de 40 hectáreas de soja y mi Papá enfermó de leucemia, todo 
indica que como consecuencia del uso de los agrotóxicos. Para mi familia fue una experiencia 
terrible, primero perdieron la tierra y la casa, después emigraron y mi Papá enfermó y murió. 
Todo por el avance de la soja y el uso de agrotóxicos. Acá utilizan químicos, que nosotros 
decimos veneno. Se usa como en otros países, pero acá sin ningún tipo de cuidado, sin 
protección, sin capacitación, lo que en el extranjero está prohibido acá se hace como si nada 
pasara. El uso desmedido de los productos químicos nos perjudica. Los brasileros y los 
menonitas fumigan en sus tierras, dicen que ponen barreras, pero son líneas de cinco o seis 
plantas que no cubren nada, cuando hay viento contaminan. Fumigan de noche, no respetan, y 
enferman a los animales y a nosotros, no respetan aquello de que no se puede plantar cerca de 
los arroyos, plantan y fumigan igual. Entonces comencé a participar en el Comité Virgen de 


Asunción, después me sumé a las asambleas donde se eligen representantes, quienes van estar 


a cargo de la organización. Luego fui Secretaria y actualmente asumí como Coordinadora 
distrital por un año y cada una de nosotras puede ocupar ese cargo hasta tres años 
consecutivos. Como organización tenemos proyectos contra el cambio climático, además de 
desarrollar viveros naturales y tareas de reforestación. Acá cerca vemos los sojales de más de 
2.000 hectáreas, según la ley el cultivo de soja no puede ocupar más de 200 hectáreas por 
predio, pero sucede que para los sojeros la ley no existe. Si nosotras al plantar sésamo nos 
pasamos solo algunas hectáreas de lo permitido, ahí sí que aparece el castigo de la ley. El 
Estado sólo te escucha cuando haces mucho ruido, tuvimos que salir a la ruta a protestar, la 
noticia se vende y te haces visible con tu problema. Nosotras estamos en San Pedro, y los 
noticieros te presentan como zona roja por los conflictos, te mienten que es zona peligrosa. 
Los medios de comunicación dicen que salimos a la ruta porque no queremos trabajar, pero 
no es así. Es nuestra lucha y forma de manifestar para que nos escuchen” (A. Ramírez. 
Entrevista. 12 de enero de 2020). 

Hasta la década del “90 la agricultura capitalista integraba a los campesinos, 
ahora con el desarrollo tecnológico del modelo de agronegocios con producción a 
gran escala, la incorporación del campesinado va en disminución. En este nuevo 
escenario irumpen nuevas formas de organización de la producción, con 
participación del capital financiero, los denominados pools de Inversión en 
agronegocios, que cuentan con el capital suficiente para comprar y adaptar tierras 
donde aplicar la tecnología orientada al cultivo de soja transgénica para la 
exportación. Se espera del Estado, en cuanto a políticas públicas, una intervención 
que garantice mayor equidad entre el capital sojero que se lo lleva todo y las 
familias campesinas que lo pierden todo. Así lo plantea Nicolás Zeolla: “Dentro de 
este contexto, en términos de políticas públicas hay muchos espacios para una necesaria 
intervención. En el mediano plazo deberían agilizarse herramientas destinadas a los 
productores familiares y de alimentos para homogeneizar costos productivos y los precios 
que pagan los consumidores finales. En el largo plazo estas herramientas deberían incluir 
mecanismos de comercialización que incluyan al Estado y los productores de manera directa, 
sin la intermediación del conglomerado exportador-procesador para una más equitativa 
distribución de los beneficios”. (Zeolla. 2013. pág 23). En este contexto las familias 
campesinas organizaron la producción de los territorios en forma autónoma, con su 


modelo de desarrollo territorial de la agricultura. Pero además de una forma de 


resistencia, es la protección del saber tradicional, de la cultura, de la identidad. El 
modelo de producción agrícola capitalista incluye un problema estructural, es el 
proceso de destrucción y reorganización de la fuerza de trabajo campesina. La 
expansión del monocultivo de soja es predatoria y destruye el territorio y el 
ambiente, por lo tanto la resistencia de las familias campesinas exige formas de 
organización política. En principio el avance del monocultivo de soja se produjo 
sobre tierras fiscales con la complicidad del Estado, luego la frontera sojera se 
expandió sobre tierras que históricamente fueron cultivadas por familias 
campesinas. Las consecuencias ambientales son devastadoras, con la desaparición 
de los últimos bolsones de bosque en la región oriental de Paraguay, agravado por 
el uso indiscriminado de agrotóxicos. Las consecuencias sociales no son menores, 
al acelerado proceso de empobrecimiento que sufre el sector de los pequeños 
productores paraguayos, ahora se suma la expulsión de las familias campesinas de 
sus tierras. 

Del relato recogido en las entrevistas realizadas en el distrito de Liberación 
pudimos reconstruir cómo era el espacio geográfico antes de convertirse en un 
interminable predio verde con cultivo de soja. Con una amarga nostalgia los 
entrevistados describieron muy bien los sitios que recorrimos para esta 
investigación, indicaron los espacios donde el monte ya no está y los animales que 
desaparecieron. Como mencionamos anteriormente, la problemática de las soja se 
traduce en enormes ganancias para los empresarios dedicados al agronegocio, y un 
grave problema para los pequeños productores, porque afecta la tradicional 
agricultura familiar. Las integrantes de la Departamental de Mujeres con sus voces 
aportaron los detalles fundamentales para nuestro trabajo, con la historia oral como 
herramienta la presente tesina pudo interpretar la realidad actual de Paraguay, con 
familias campesinas destinadas a resistir o migrar. La acumulación por desposesión 
continúa concentrando la propiedad de la tierra y generando riqueza en favor del 
capital sojero, con un modelo productivo que además provoca contaminación 
ambiental. La tradicional agricultura familiar está desapareciendo a medida que 
avanzan los sojales, la agricultura a gran escala para la exportación expulsa a los 


campesinos hacia un destino incierto. El nuevo contexto de producción agrícola a 


gran escala para la exportación, exhibe una vez más el histórico problema del país 


vecino en cuanto al difícil acceso a la tierra para las familias campesinas. 


CAPÍTULO Ill: DESPLAZADOS Y REFUGIADOS AMBIENTALES. 


Luego de analizar en los capítulos anteriores la tenencia de la tierra y la 
problemática política y socioambiental de la soja, las conclusiones de los mismos 
conducen a esta tesina al estudio de las categorías de desplazado y refugiado 
ambiental. En el estudio de los desplazamientos de poblaciones se destacan las 
migraciones voluntarias y las migraciones forzadas, la diferencia radica en el tiempo 
que cuentan para una salida voluntaria planificada del territorio actual o una huida 
intempestiva forzada debido a las circunstancias. A propósito en “Los desplazados 
ambientales: un debate abierto”, Carmen Jiménez y Javier Suescún aseguran: “La 
diferencia entre ambas no está exenta de polémica, pero puede radicar en el tiempo que 
disponen las personas para planificar o diseñar el proyecto migratorio ya que mientras en las 
migraciones voluntarias se planifica la salida según circunstancias y escenarios diversos; en 
las migraciones forzadas no existe esa planificación, constituyendo la salida en más de una 
ocasión una huida”. (Jiménez y Suescún. 2010. pág 201). En este último caso los 
motivos de la expulsión de personas de su sitio originario pueden ser varios, 
generalmente se trata de desplazados por conflictos bélicos o cuestiones políticas, 
económicas o religiosas, a los cuales se suma el desplazado ambiental por 
desastres naturales o degradación ambiental provocada por el humano. El 
escenario de degradación ambiental es complejo, los humanos huyen de la pobreza 
extrema y del desigual acceso a los recursos naturales, en definitiva, escapan para 
salvar sus vidas por lo cual podemos asegurar que estamos ante una clara violación 
de los derechos humanos. Es fundamental tener en cuenta la distinción entre los 
términos voluntario o forzado al hablar de la migración, porque la misma definición 
implica un trato diferenciado. Desde lo jurídico sólo merecen la protección estatal los 
desplazados que son percibidos como víctimas sin la capacidad de actuar ante los 
cambios irreversibles en su lugar de origen y que pone en peligro su existencia. En 
su trabajo Carmen Jiménez y Javier Suescún señalan cuatro grupos de causas para 


las migraciones forzadas: “Causas políticas, económicas, medioambientales y étnicas; en 


el plano político, la mayoría de los desplazados escapan de la violencia e inseguridad 
desatada por una guerra o un conflicto armado; en el plano económico las tensiones 
económicas y pobreza conducen al desplazamiento humano, a lo que se une la apropiación 
por la fuerza de territorios y recursos; en el plano medioambiental es la destrucción, 
sobreexplotación y degradación de los recursos naturales y expulsión de grupos dependientes 
de esos recursos; en el plano étnico, Estados con una diversidad étnica pueden entrar en 
conflicto cuando la identidad étnica de un grupo se impone como la que define la 
nacionalidad, pudiendo ser los otros grupos víctimas de exterminio o limpieza étnica”. 
(Jiménez y Suescún, 2010. pág 202). Si tenemos en cuenta esta mirada de la 
problemática, en nuestra investigación vamos a encontrar desplazados por motivos 
económicos y ambientales. El cómo definir y con qué término identificar a los 
desplazados ambientales, es de suma importancia si tenemos en cuenta que de ello 
dependerá quién se responsabiliza y quién debe proporcionarles ayuda y 
protección. 

Hace solo tres décadas atrás no existía en el análisis de nadie las categorías de 
desplazado o refugiado ambiental. El concepto se refiere a los grupos humanos que 
se trasladan de manera forzada desde su lugar de origen hacia nuevas tierras, 
como consecuencia de una problemática ambiental que afecta su tierra natal. En el 
informe “Aproximación al concepto de refugiado ambiental”, la profesora de Derecho 
Internacional Susana Borrás Pentinat asegura: “nos referimos a personas, pueblos, y en 
las situaciones más graves, ciudades que se han visto obligados a trasladarse de su tierra 
natal, debido a problemas derivados con el ambiente, como desastres naturales: huracanes o 
tsunamis, y también por otras razones, de devastación con deforestación, desertificación, 
inundaciones o sequías, con la consecuente falta de agua, alimentos y energía, y riesgo de 
enfermedades”. (Borrás Pentinat, 2006. pág 1). 

El término desplazado ambiental incluye tanto a las personas que se trasladan por 
distintas regiones de un mismo Estado, como así también aquellos que emigran a 
otros países. Es entonces cuando surge la necesidad de que estos grupos humanos 
sean reconocidos y protegidos como refugiados ambientales. El desplazamiento 
masivo de personas tiene consecuencias en el nuevo asentamiento humano, en 
ámbitos como la salud, la seguridad alimentaria y el hábitat. En su trabajo Borrás 


Pentinat dice al respecto: “la labor irresponsable de algunas multinacionales, en busca de 


mayor beneficio a toda costa, está generando un gran número de refugiados invisibles. La 
deforestación de los bosques también obliga a muchas comunidades y familias a dejar sus 
hogares y los convierte en campesinos sin tierras, errantes en busca de un nuevo lugar 
habitable”. Más adelante en la misma página agrega: “El concepto de refugiado 
ambiental fue introducido en 1985 en un informe del programa de las Naciones Unidas para 
el Medio Ambiente (PNUMA) elaborado por Essam El Hinnawi. De acuerdo con este 
informe, los refugiados ambientales se definen como aquellos individuos que se han visto 
forzados a dejar su hábitat tradicional, en forma temporal o permanente, debido a un marcado 
trastorno ambiental, ya sea a causa de peligros naturales y/o provocado por la actividad 
humana, poniendo en peligro su existencia y/o afectando seriamente su calidad de vida”. 
(Borrás Pentinat, 2006. pág 3). 

En realidad existen tres categorías de refugiados ambientales: los humanos que 
fueron desplazados temporalmente como consecuencia de desastres naturales, y 
pasado el peligro físico existe la posibilidad de que regresen a su lugar de origen; 
las personas desplazadas en forma permanente debido a cambios en su hábitat 
natural como consecuencia de fallas en la infraestructura creada por el humano, el 
regreso es posible solo si se reconstruye el proyecto sin afectar la calidad de vida; y 
los grupos humanos desplazados en forma permanente en busca de una mejor 
calidad de vida porque su lugar de origen sufrió la degradación progresiva del suelo 
y los recursos naturales, en este caso la expulsión es definitiva porque éstas 
familias deben lograr una nueva forma de subsistir. Como dice Susana Borrás 
Pentinat: “Cada una de las tres categorías de refugiados ambientales requiere una solución 
diferente, en función de las causas de la degradación ambiental y por otro lado analizar los 
tipos de desplazamiento que producen”. (Borrás Pentinat. 2006. pág 4). En todos los 
casos es un desplazado invisible, que necesita estar incluido bajo la categoría de 
refugiado ambiental, y como el Derecho Internacional contempla lograr la protección 
estatal que a todo refugiado le corresponde. 

Si pensamos en las causas del desplazamiento forzoso de personas, la principal 
causa humana es la degradación ambiental permanente por efecto de la 
contaminación de diversos orígenes. La degradación ambiental puede ser gradual o 
progresiva, en este proceso nos encontramos con degradación del suelo, 


desertización, deforestación, sequía, contaminación en general, pérdida de 


diversidad biológica, pérdida de modelos de producción y explotación desmedida de 
recursos naturales. Además este tipo de degradación ambiental tiene factores 
políticos, sociales, culturales y socioeconómicos. Es fundamental identificar las 
causas y consecuencias del desplazamiento de grupos humanos por cuestiones 
ambientales, estos desplazados necesitan ser reconocidos como refugiados 
ambientales, sentir que están protegidos al abandonar su hábitat natural porque la 
subsistencia de sus familias está en peligro. También se debe tener en cuenta la 
situación social de los desplazados, estos grupos humanos sufren el desarraigo, la 
aculturación y la desintegración familiar. Cuando las familias se ven obligadas a 
separarse, esta situación provoca consecuencias psicológicas en las personas 
involucradas. Según Borrás Pentinat: “el movimiento de población conlleva notables 
consecuencias económicas, socioculturales, ambientales y políticas. Tanto las sociedades 
receptoras, como las expulsoras sufren el impacto ejercido por las personas desplazadas. 
Estos efectos pueden ser negativos, los recién llegados agravan la presión sobre las 
infraestructuras, servicios, recursos (alimentos, agua, demandas educativas, sanitarias, etc) y 
sobre los puestos de trabajo, ya de por sí escasos, creando graves conflictos”. (Borrás 
Pentinat. 2006. pág 7). Los refugiados ambientales recién llegados colocan la 
economía y al medio ambiente receptor ante posibles nuevos conflictos sociales, y 
agrega en su análisis Borrás Pentinat que: “la vulnerabilidad a los cambios ambientales 
aumenta junto con otros factores, particularmente, la pobreza y la desigualdad de recursos en 
combinación con el crecimiento de la población, dificultades institucionales y la escasez 
económica”. (Borrás Pentinat. 2006. pág 7). 

El nuevo migrante derivado de la degradación ambiental se encuentra en una 
situación de indefinición jurídica y política para los organismos internacionales que 
se dedican a esta problemática. En su trabajo “Migraciones ambientales”, Jesús 
Castillo asegura al respecto que: “existe un auténtico limbo jurídico sobre la figura del 
migrante cuando la migración está relacionada con el impacto medioambiental”, y más 
adelante en el mismo trabajo agrega “uno de los aspectos que trabajamos, es la cuestión de la 
degradación ambiental cuyo origen es antrópico, es decir, que está vinculada al entorno 
social, político y económico donde se produce”. (Revista CIDOB. 2014. pág 265 ). 

En su trabajo Borrás Pentinat hace referencia a ACNUR en los siguientes 


términos: “Por su parte, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 


(ACNUR) realizó un informe donde: “ha identificado tres posibles focos de impacto 
ambiental en función de los refugiados ambientales: el establecimiento masivo de refugiados, 
la situación de campos de refugiados en zonas ambientalmente sensibles y la falta de 
incentivo de los refugiados de conservar el medio ambiente ajeno”. (Borrás Pentinat. 2006. 
pág 8). En estos casos ACNUR debe organizar, junto a la comunidad internacional, 
un sistema de asistencia a los refugiados ambientales en las zonas que los recibe, y 
contribuir con la recuperación económica y social de los desplazados una vez 
reconocidos como refugiados. 

La situación de los desplazados ambientales los convierte en una población 
vulnerable, esta situación requiere de una protección jurídica internacional que 
permita prevenir los desplazamientos de grupos humanos, como también asistir a 
aquellas familias que se vieron obligadas por el contexto a irse de su hábitat natural. 
Por eso es fundamental el reconocimiento de la situación de refugiado ambiental 
para estos grupos humanos desplazados por problemas ambientales. El estatus de 
refugiados para estos casos, les garantiza protección legal, asistencia sanitaria y 
asilo. El informe de Borrás Pentinat dice que: “no contamos con ninguna resolución de la 
Asamblea General de Naciones Unidas ampliando el mandato de ACNUR para la protección 
de este colectivo”. Y más adelante el mismo informe asegura que: “la protección de 
estos desplazados ambientales podría venir por la aplicación de la teoría de los Derechos 
Humanos y de los principios del Derecho Internacional del medio ambiente, como posible vía 
de protección jurídica al “refugiado ambiental”. (Borrás Pentinat. 2006. pág 10). 

La práctica jurídica indica que una progresiva vinculación en la protección de los 
derechos humanos y la protección ambiental asegura una ampliación de la 
protección jurídica para los refugiados ambientales. Es fundamental ampliar la 
cobertura jurídica internacional para las causas no políticas de las migraciones, de 
esta manera obligar a los Estados a otorgar asilo y asistencia a los desplazados por 
razones ambientales. Por este motivo sería conveniente ampliar el concepto de 
refugiado más allá de las conocidas y avaladas causas políticas, económicas y 
sociales e incluir las causas ambientales. También debería ampliarse el régimen 
jurídico de asilo y de asistencia humanitaria para no dejar desamparados a los 
desplazados por causas de degradación ambiental. A propósito Borrás Pentinat 


afirma que: “existen factores que determinan una realidad objetiva y ajena al 


establecimiento de causas subjetivas que procedan a una clasificación de los refugiados que 
puede derivar, como en el caso de los “refugiados ambientales” a una situación de 
desprotección jurídica y discriminatoria en relación con los otros desplazados por motivos 
distintos a los ambientales”. (Borrás Pentinat. 2006. pág 12). 

Hasta donde conocemos, Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados -ACNUR-, Organización Internacional de la Migración -OIM- y Grupo 
Político de Refugiados -GPR- anunciaron públicamente la decisión de no utilizar la 
denominación de refugiados ambientales, y en su lugar personas ambientalmente 
desplazadas. Estos organismos internacionales argumentan que en estos casos se 
trata de personas desplazadas debido a la degradación o destrucción del medio 
ambiente, pero no se detienen en el sujeto responsable que provoca el daño 
ambiental y el consecuente movimiento de grupos humanos que se ven obligados a 
desplazarse de su tierra natal. Existe una laguna jurídica en cuanto a los cada vez 
más numerosos desplazados ambientales, el ordenamiento jurídico internacional 
debe contemplar la protección jurídica ausente para con el refugiado ambiental. Con 
el reconocimiento y ayuda a los desplazados por cuestiones ambientales, también 
se contribuye a hacer frente a la problemática ambiental en todos los ámbitos. 

Los organismos internacionales que tratan la temática de las migraciones dudan 
en considerar como forzado al desplazamiento de personas por cuestiones 
ambientales, aunque reconocen la necesidad de una urgente asistencia en algunos 
casos. El reconocimiento de los desplazados ambientales como refugiados a nivel 
internacional sería de gran ayuda y otorgaría protección garantizando sus derechos 
humanos. A partir de 2007 la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoce 
cuatro grupos de derechos para los desplazados ambientales, así los describen 
Jiménez y Suescún en el mencionado trabajo: “Derechos relativos a la seguridad física e 
integridad; derechos relativos a las necesidades de vida básicas; derechos relativos a otras 
necesidades económicas, sociales, culturales y de seguridad; y derechos relativos a otras 
necesidades de seguridad política y civil”. (Jiménez y Suescún. 2014. pág 207). Lo que 
está claro es que el debate sobre los desplazados ambientales no debe eternizarse, 
porque existen miles de familias a la espera de una urgente asistencia humanitaria. 

La conclusión de Susana Borrás Pentinat es contundente cuando afirma: “esta 


problemática aún no está demasiado difundida por los medios de comunicación, lo que 


provoca el desconocimiento de la gravedad y situación en la que se encuentran millones de 
personas en el mundo. En ningún caso se debe olvidar que los desplazados ambientales son 
personas que necesitan que se les ayude, que se les respete y reconozca sus derechos 
humanos más básicos, de forma inmediata y no se puede esperar porque puede ser tarde y 
podría afectar a generaciones completas”. (Borrás Pentinat. 2006. pág 14). 

Los desplazados ambientales no solo sufren la expulsión forzada de su tierra 
natal, sino también la estigmatización y la criminalización. Los desplazados por 
razones ambientales son estigmatizados como causantes indirectos del deterioro 
ambiental, de esta manera se focaliza en la supuesta responsabilidad del migrante, 
y no en el sujeto que daña el medioambiente en forma desmedida y con el único 
objetivo de acumular capital. Pero también se criminaliza al desplazado ambiental 
con un doble objetivo. Por un lado, cuando estos grupos humanos intentan protestar 
y resistir el desplazamiento, al ser criminalizados sufren la represión y la violencia 
institucional. Por otra parte son criminalizados también en las zonas donde estos 
desplazados son recién llegados, la recepción no siempre es la mejor y se los culpa 
por problemas económicos y sociales. Al no estar reconocidos como refugiados 
ambientales, se los considera migrantes irregulares y por tal motivo sin ningún tipo 
de protección estatal, se convierten así en una fuente de inseguridad y son 
catalogados como un problema. En su publicación “El negocio de la xenofobia”, 
Claire Rodier afirma: “En este juego de términos, la identificación de la inmigración 
irregular se engloba dentro de un discurso cada vez más cercano a los asuntos principales de 
las políticas públicas, así como en la creación de una imagen manipulada de las corrientes 
migratorias, vistas como una amenaza y no tanto como una oportunidad. Este discurso 
criminaliza a los migrantes y vulnera sus derechos a acceder a espacios en los que poder 
mejorar su proyecto de vida”. (Revista CIDOB. 2014. pág 266). 

Instalado el análisis sobre la categoría desplazado ambiental, es hora de 
comenzar a focalizar el caso de los desplazados de la tierra en Paraguay como 
consecuencia del avance del monocultivo de soja. En el caso paraguayo tenemos 
todos los elementos analizados hasta acá: Disminución de la oferta laboral en el 
sector rural con el avance de la soja; fumigaciones que afectan la salud de los 
campesinos, sus cultivos y sus animales; contaminación ambiental, con grave 


impacto en la biodiversidad; disminución de recursos naturales; desaparición de la 


agricultura familiar para el autoconsumo; desplazamiento forzado de personas del 
campo a la ciudad; empobrecimiento y expulsión de los campesinos; resistencia y 
violencia institucional. En este contexto, no cabe duda, que en Paraguay existen 
casos de desplazados de la tierra. Resta analizar si estamos ante un caso de 
desplazados ambientales, y como tales, la necesidad de reconocer a este 
desplazamiento humano como refugiados ambientales. A propósito del éxodo rural 
Raúl Zibechi afirma que: “La agricultura mecanizada utiliza un trabajador cada 500 
hectáreas, mientras que la agricultura campesina, con un promedio de tres hectáreas de 
cultivo de productos agrícolas, ocupa alrededor de cinco trabajadores de forma permanente. 
Sumado a un conjunto de factores como crecimiento de la superficie de los cultivos 
transgénicos, fumigación masiva con venenos y caída de los precios de la agricultura familiar, 
explican buena parte del éxodo rural. Sin embargo, el factor decisivo es la violencia 
sistemática de los sojeros y las mafias, apoyados por el Estado”. (Zibechi. 2016. pág 3). 

En forma proporcional al crecimiento del cultivo de soja, crece en las grandes 
ciudades de Paraguay la llegada de movimientos migratorios provenientes del 
sector rural, son las familias que sufren el empobrecimiento y la expulsión antes 
mencionados. Las ciudades que más recibieron migrantes son Asunción, Ciudad del 
Este, Caaguazú y Encarnación. En algunos casos van un poco más allá y emigran a 
países vecinos como Argentina, que es el destino más elegido en el exterior, sobre 
todo la región pampeana. La expansión del monocultivo de soja es el principal 
motivo de la migración del campo a la ciudad, en el sector rural los jóvenes son los 
más perjudicados, debido a los grandes obstáculos que encuentran para acceder a 
la tierra. Para los jóvenes campesinos las opciones son pocas en el campo, la 
mayoría decide migrar hacia las grandes ciudades en búsqueda de nuevas 
oportunidades laborales. A propósito de esta problemática, pude entrevistar a Alicia 
Vázquez como miembro de la Coordinadora de Mujeres, en comunidad Santa 
Librada (Liberación, Paraguay) donde hizo el siguiente relato: “Con mi familia hace 
muchos años que estamos acá en la zona, yo le cuento el relato de mis mayores. Los primeros 
en llegar se ubicaron cerca de donde hoy está la ruta, había mucha tierra para cultivar. En la 
zona siempre se cultivó maíz, tabaco, algodón, mandioca, maní, de todo un poco. La verdad 
es que en Santa Librada avanzó mucho la soja, y lo que provoca es muy desagradable. Tengo 


un hijo que formó pareja y armó su casa como pudo en medio de los sojales. Al poco tiempo 


la chica quedó embarazada y dos meses después los médicos le dicen que por lo que se ve en 
la ecografía el bebé va nacer muy enfermo. Tenía un tumor en su cabecita y en su cuerpo la 
sangre era como gelatina, es terrible todo eso de los agrotóxicos. Siempre vemos pasar a los 
fumigadores, acá no vimos aviones, pero fumigan con tractores. Por eso en esta zona los 
vecinos vendieron y se fueron, porque las fumigaciones afectan a personas y animales. 
Nuestra experiencia indica que tenemos que luchar, acá cerca de la iglesia los vecinos nos 
unimos y no permitimos que planten soja. Hasta ahora pudimos resistir, pero a veces 
sentimos que nuestros gobernantes son parte de los sojeros, porque permiten que avancen los 
extranjeros. El gobierno tiene que poner freno a los brasileros. Con el avance de la soja la 
lucha es cada día más difícil, necesitamos el apoyo de las autoridades, pero si nos siguen 
dejando solas va ser muy difícil. Las grandes empresas compran tierras, pero también 
compran a políticos, jueces y policías. Antes con la siembra de algodón y tabaco la vida era 
muy tranquila y no había necesidad de irse a otro lado. A veces la necesidad te lleva a hacer 
cosas que afectan a toda la comunidad, eso hace la contaminación. Te cuento que mi hermano 
se fue a España y mi hijo está en Argentina, todo eso es un gran impacto para la familia, 
como te dije ojalá las autoridades se ocupen de los productores chicos, todo sería muy 
distinto. Las empresas brasileras traen trabajadores de otro lado, no sabemos de donde son, 
además con las máquinas plantan rápido soja en muchas hectáreas. Para mis hijos y nietos 
espero trabajo y una mejor vida”. (A. Vázquez. Entrevista. 13 de enero de 2020). 

Los campesinos se van contra su voluntad, son expulsados, las familias de 
pequeños agricultores se encuentran de pronto ante la necesidad de vender o 
alquilar sus tierras para garantizar un mínimo ingreso para su subsistencia. Son 
endeudados y expulsados por los mismos que se quedan con sus tierras O 
envenenados por los agrotóxicos en las fumigaciones. Si a pesar de todo se 
presenta resistencia por parte de los campesinos, son expulsados por matones a 
sueldo que actúan para los empresarios sojeros. A propósito de los desplazados, 
Javiera Rulli asegura que: “La problemática de las fumigaciones vuelve a surgir en los 
migrantes. Dos tercios del total de los desplazados entrevistados vivían a cien metros o 
menos de una plantación de soja. Así como también 39 personas del total de 42 encuestados 
en zonas urbanas, identifican la soja como el cultivo que más se fumiga en su comunidad. 
Prácticamente el 60% de los encuestados, ya desplazados, señala que los cursos de agua en su 


comunidad se encontraban contaminados a causa de las fumigaciones. La mayoría atribuye la 


salida de la comunidad, en alguna medida a las fumigaciones de los monocultivos de soja”. 
(Rulli. 2010. pág 211). También hubo casos de uso de violencia institucional, es 
decir, la utilización del aparato represivo estatal para acallar protestas campesinas. 
En el informe “Una receta para criminalizar”, según Amnistía Internacional la 
deslegitimación de los campesinos comienza con la estigmatización, con 
expresiones como las siguientes: “Los indios son haraganes, alcohólicos, drogadictos y 
roban. Las personas defensoras, defienden criminales y lo hacen sólo para salir en prensa y 
enriquecerse”. (Amnistía Internacional. 2018. pág 15). 

En Paraguay, los representantes del poder económico intentan instalar la 
deslegitimación de los derechos de los campesinos al acceso a la tierra. No 
reconocen sus derechos ancestrales a la tierra, porque simplemente no reconocen 
sus orígenes. La concentración del poder se hace visible cuando autoridades 
nacionales, grupos empresariales y grandes medios de comunicación instalan en la 
opinión pública la idea sobre la existencia de grupos de personas ¡legales que 
ocupan tierras. La estigmatización se hace fundamental en un escenario de desalojo 
forzoso de comunidades campesinas. Existen dos procedimientos para llevar a cabo 
el desalojo forzoso de las familias campesinas cuando sus tierras ancestrales son 
codiciadas por el agronegocio. Por una parte los procesos civiles orientados a lograr 
la orden judicial necesaria para el desalojo, cuya orden cae bajo la responsabilidad 
de un oficial de justicia que cuenta con la fuerza policial a su disposición. Por otra 
parte, también se aplica un plan de acción conjunta entre los ministerios públicos y 
del interior, con la policía nacional como aparato represivo contra los campesinos 
acusados de invadir un inmueble ajeno. De acuerdo con el análisis de Amnistía 
Internacional: “La aplicación del plan de acción conjunta en el marco de estas 
investigaciones deriva en la realización de desalojos forzosos que son llevados a cabo sin las 
debidas salvaguardas para respetar y proteger el derecho a una vivienda digna. En el plan de 
acción conjunta se señala que el fiscal a cargo de investigar las alegaciones de invasión debe 
comprobar la titularidad del inmueble. Sin embargo, la fiscalía como órgano encargado de la 
investigación penal no está diseñada para definir la titularidad de un bien, pues para ello están 
las autoridades judiciales que la definen a través de los procedimientos civiles y agrarios. 
Esto conlleva al riesgo de ejecutar desalojos forzosos sobre bienes cuya titularidad están aún 


por definirse, además de incrementar la posibilidad del uso indebido del sistema penal en 


contra de las comunidades desalojadas forzosamente”. (Amnistía Internacional. 2018. pág 
16). 

Cuando más poderoso es el empresario o terrateniente interesado en un predio, 
más acelerado es el procedimiento para el desalojo. Los estándares internacionales 
indican que si existiese una ocupación ilegal, antes del desalojo forzoso el Estado 
debe garantizar una reubicación de las familias desalojadas. Es aquí donde una vez 
más entra en juego la necesidad de ser reconocido como Refugiado Ambiental por 
parte del Estado, para los desplazados de las tierras sería el salvoconducto hacia 
nuevos terrenos productivos. Es evidente también que la intervención de 
organismos como el Instituto Paraguayo del Indígena -INDI- o el Instituto Nacional 
de Desarrollo Rural y de la Tierra -INDERT- es nula, solo testimonial, su acción cae 
en letra muerta y los desalojos violentos continúan a la orden del día. Por supuesto 
también existe un arbitrario uso de los expedientes judiciales, con procesos penales 
contra líderes campesinos. En ocasiones estos últimos son detenidos con la fuerza 
policial, con un proceso judicial poco claro, donde el detenido siquiera es notificado 
de que se lo acusa. Sin la asesoría legal correspondiente para los campesinos, la 
fiscalía simplemente acusa a los dirigentes de incitar a la usurpación o invasión de 
inmuebles ajenos. 

El empobrecimiento y la expulsión de las familias campesinas es solo la primera 
etapa de este proceso. Ahora convertido en desplazado ambiental, el campesino sin 
tierra debe enfrentar las dificultades del sitio que tomó como nuevo destino. Si en su 
tierra de origen no se respetaron sus derechos humanos básicos, es imaginable las 
desventajas por enfrentar en este nuevo escenario para el migrante forzado, un 
desplazado que necesita de manera urgente ser reconocido como refugiado 
ambiental, y protegido como tal en todas sus necesidades para una vida digna. El 
desamparo para estas familias es total. Amanda Martínez es dirigente de la 
comunidad Tekona Sauce, ubicada en la reserva Limoy, en el Departamento de Alto 
Paraná. Ella pertenece al pueblo Ava Guaraní Paranaense, y en una entrevista 
realizada para el documental “Guardianas del monte paraguayo” relata lo siguiente: 
“Para la construcción de la hidroeléctrica Itaipú mi familia fue desalojada, llevada a un lugar 
bien distante del río Paraná. Los llevaron a un pueblo que se llama Yukiry, que queda a más 


de 200 kilómetros de Sauce. Los llevaron allá y murieron muchas personas porque no se 


hallaron. Ellos siempre dicen que es como llevar pescado fuera del agua. ¿Verdad?. Muchos 
murieron de tristeza y de otras enfermedades que acá no habían sufrido. De tan asustados que 
estábamos no sabíamos qué hacer y entramos a esta parte de la reserva, que es también 
nuestro territorio ancestral porque hay cementerios, hay mucha evidencia de que somos 
paranaenses. Nosotros también acá estamos expuestos a muchas cosas, a los venenos que 
pasan, que fumigan, vienen directamente a nosotros. Inclusive murieron muchos animales por 
causa del veneno y aparecieron enfermedades, que antes no habíamos sentido, como 
leucemia. Las mujeres están más pendientes con los niños, tienen que estar pendientes con los 
hijos, que si van a la escuela, que si todo está limpio, siempre al frente de todo. Y estar más 
preocupada en todos los sentidos. ¿Verdad?. Yo creo que la mujer es la que más sufre. 
Tenemos que luchar por los niños, no por nosotras, es para los que vienen. Tenemos que dejar 
una tierra, una historia, un camino para ellos. Porque no pueden pasar por lo mismo que 
estamos pasando nosotros. No pueden ellos vivir sin tierras, deambulando de aquí para allá. 
Eso es lo que no queremos para nuestra familia. Para eso luchamos, para los niños y la 
recuperación de nuestra tierra”. (A. Martínez. Entrevista. 2018) 

En las ciudades que los recibe aumenta el desempleo en forma proporcional al 
crecimiento de los migrantes, para los recién llegados la oferta laboral es escasa, 
precaria, informal y de baja remuneración. El desplazado del campo a la ciudad se 
encuentra en una difícil situación, debe aceptar que la realidad de su familia es igual 
o peor que en su tierra de origen. Otro de los grandes problemas para los 
campesinos desplazados es el desarraigo, no olvidan sus orígenes, no olvidan a su 
comunidad y a sus familias. Y está muy bien que así sea, pero en este contexto la 
colaboración económica con los familiares dejados atrás de alguna manera 
condiciona la situación del desplazado ambiental en la ciudad. Como afirma en su 
trabajo Javiera Rulli: “También se obtuvo información sobre el envío de remesas por parte 
de los desplazados. El 47% de los encuestados envía dinero cada cierto tiempo a sus 
familiares. La irregularidad en los envíos, y la cantidad media de los mismos, deja entrever 
que la situación económica de los desplazados no puede considerarse próspera. Y podría 
inferirse en esto, que dicho envío de dinero supone en muchos casos, un enorme esfuerzo que 
agrava la precaria situación del desplazado”. (Rulli. 2010. pág 213). 

En las ciudades la situación no será igual para todos los desplazados ambientales. 


Como se dijo antes algunos migrantes encuentran un trabajo informal e inestable, y 


en cuanto a vivienda se alojan en casas de familiares o alquilan en forma precaria. 
Pero la mayoría sufre un proceso de doble expulsión, llegan a la ciudad como 
desplazados de su tierra de origen, en forma forzada, y ahora el destrato de la 
ciudad con los recién llegados los expulsa hacia los asentamientos humanos de 
emergencia. En su informe Rulli cita a un sacerdote conocedor de la zona sur del 
gran bañado de Asunción (Barrio precario ubicado a orillas del río Paraguay), el 
Padre Oliva cuenta que: “En el Bañado todos vienen del campo. Unos 60.000 habitantes 
en todo el bañado de Asunción. Los desplazados se dirigen en primer lugar a la zona 
metropolitana, alquilando algún espacio con el dinero que han ahorrado o que tienen por las 
ventas de sus tierras. Pero al ser de escasos recursos, en poco tiempo se ven obligados a 
desplazarse a las zonas de la periferia, pasando a integrar el número de personas que vive en 
el Bañado”. (Rulli. 2010. pág 214). En el mencionado documental “Guardianas del 
monte paraguayo”, como vecina del Bañado, en Asunción, Jéssica Arias relata lo 
siguiente: “Mi papá y mi abuela vinieron de Capitán Bado porque ya no había forma de 
resistir, nada de lo que plantaban tenía futuro. No había forma de quedarse porque las 
empresas estaban alrededor copando todos los espacios y todos los terrenos. Yo soy mamá, 
tengo dos hijos y soy madre soltera. Yo, como tantas otras compañeras, nos tenemos que ver 
solas en el momento de la inundación. Ser mujer y, encima, ser pobre y vivir en el bañado, es 
demasiada carga”. (J. Arias. Entrevista. 2018). 

La expansión del monocultivo de soja definitivamente provoca en Paraguay el 
desplazamiento de grupos humanos del campo a la ciudad, estas familias 
campesinas sufren la degradación de sus condiciones de vida. La situación de los 
habitantes del sector rural en Paraguay, puede identificarse dentro de un marco 
general de violaciones de los derechos sociales, económicos y culturales. En la 
lucha por la reivindicación de esos derechos, también están puestos los sueños y 
las esperanzas de las familias campesinas. Así lo cuenta Ana Nilda González, una 
vecina de la comunidad de Santa Librada, que entrevistamos en el distrito de 
Liberación: “Siempre la gente se queja de la soja, usan productos que perjudican a los 
vecinos y sus animales. Para ellos los culpables son las grandes empresas que plantan soja y 
dañan, por ejemplo acá en nuestra comunidad un brasilero compró hectáreas justo al lado de 
la iglesia. Se formó una comisión que se presentó en la municipalidad y en medioambiente, 


también hablamos con el brasilero que compró la tierra y le explicamos que la comunidad no 


quiere soja en ese lugar. Siempre sueño con que la gente vuelva a plantar algodón, ahora en 
este momento no hay trabajo y es triste ver como los chicos jóvenes caen en la delincuencia. 
Hoy casi no conviene invertir en tu chacra, de todos modos no te alcanza, pero es 
fundamental porque de tus animales y cosecha vivís. Acá somos muy trabajadores, pero cada 
familia quiere ver que le alcance para comer, sino las familias se desarman, los jóvenes se 
van a otras comunidades, a las ciudades grandes o la Argentina”. (A. N. González. 
Entrevista. 13 de enero de 2020) 

El desplazado ambiental en Paraguay puede ser considerado un expulsado de su 
tierra, un desterrado sin rumbo seguro, un exiliado que si alcanzara la categoría de 
“refugiado ambiental” el Estado le otorgaría algún tipo de protección. La cuestión 
agraria desde la perspectiva territorial nos coloca ante humanos que sufrieron la 
expropiación de sus tierras debido a la expansión del monocultivo de soja 
transgénica a gran escala para la exportación. En su trabajo titulado “Los refugiados 
del modelo agroexportador” Tomás Palau así define este proceso: “La expansión del 
agronegocio dividió el campo en dos territorios: el territorio de las corporaciones o de las 
grandes empresas capitalistas donde encontramos grandes extensiones de monótonos paisajes 
de monocultivos y los territorios campesinos e indígenas, donde encontramos comunidades 
produciendo sus existencias y alimentos, en los que las diversidades de las culturas, la 
pequeña escala de producción y la presencia constante de las familias marcan el paisaje 
campesino. Aún así, lo que hemos observado en las últimas décadas es la territorialización 
del agronegocio desterritorializando al campesino. Los campesinos han denunciado la 
insustentabilidad del modelo de los agronegocios que destruye el medio ambiental y a las 
personas que viven en él, mientras que la indolencia del Estado sumado al poder de las 
corporaciones han transformado las denuncias en palabras muertas. El exilio de campesinos e 
indígenas provocado por los agronegocios es una forma de etnocidio comprendido como el 
fin de las culturas y el epistemicidio comprendido como el fin de tecnologías campesinas e 
indígenas. La territorialización del agronegocio representa también una nueva fase de la 
cuestión agraria”. (Palau. 2010. pág 49) 

El modelo agroexportador sojero degrada las condiciones de vida, empobrece y 
expulsa a los pequeños productores, que sin opción abandonan la comunidad de 
origen junto a su familia, estas personas están sufriendo la violación de sus 


derechos básicos. Pero la expulsión de los campesinos a largo plazo también tiene 


su impacto en el resto de la sociedad paraguaya. Estas familias campesinas por 
generaciones estuvieron integradas por productores tradicionales de alimentos. Su 
histórica producción alimentó a todos los habitantes de Paraguay, alimentación sana 
que hoy está en peligro como consecuencia del avance de los transgénicos. Como 
asegura la investigación de Rulli: “La decisión de migrar, cuando es tomada en un 
contexto de libertad y de no vulneración de los derechos básicos del individuo, es totalmente 
razonable y debe ser respetada y defendida. Es precisamente en un contexto de negación de 
los derechos sociales, donde la cuestión migratoria entendida como un proceso de expulsión 
forzosa, es una consecuencia inevitable de la paulatina degradación de las condiciones de 
vida en el lugar de origen. Consecuentemente, debería considerarse a los expulsados rurales 
como refugiados del modelo agroexportador”. (Rulli. 2010. pág 215) 

Por todo lo mencionado, está claro que en Paraguay el agronegocio tiene un gran 
impacto sobre los derechos humanos de los pequeños productores, provocando el 
desplazamiento forzado de las familias campesinas hacia la ciudad. Los factores de 
expulsión son varios como hemos visto; la desigualdad en cuanto al acceso y la 
tenencia de la tierra; la ausencia de políticas concretas para poner límites a las 
fumigaciones con agrotóxicos; y la falta de garantías de derechos básicos como la 
salud, la educación y el acceso a los recursos naturales. Empobrecidos, 
desamparados y sin tierras, para estas familias la única opción es migrar para 
subsistir. Actores importantes del agronegocio como acopiadores e intermediarios 
hacen uso de su poder y avasallan los derechos de las familias campesinas. En 
Paraguay no se trata de un Estado ausente, sino de un Estado que omite los 
derechos de los campesinos e interviene a favor de las grandes corporaciones del 
agronegocio. Es un Estado que durante muchos años negó sistemáticamente la 
cultura campesina de parte de su pueblo. A propósito la abogada Milena Pereira 
Fukuoka, especialista en derecho constitucional en su trabajo “Ciudadanía de papel” 
asegura lo siguiente: “La falta de garantía de precios justos a los productos campesinos 
promueve el empobrecimiento de estos hogares; la falta de garantía del derecho a la salud 
aumenta los riesgos de muerte y de ruina económica de las personas campesinas, y la 
desprotección frente a las fumigaciones con agrotóxicos estimula la emigración forzada del 


campo a las ciudades, facilitando el avance del agronegocio; en el caso de la política 


educativa hacia las niñas y niños campesinas, la misma contribuiría a disolver las 
posibilidades de desarrollo futuro de las comunidades”. (Pereira Fukuoka. 2016. pág 54). 

En Paraguay nos encontramos con desplazados de sus tierras que requieren ser 
alcanzados por la categoría de refugiado ambiental. Como lo indica el análisis de 
esta nueva categoría, el Estado debería asumir y responsabilizarse de la precaria 
situación en la cual se encuentran las familias campesinas desplazadas de sus 
tierras por el avance del monocultivo de soja transgénica. Retornando a la definición 
inicial que se mencionó en este capítulo, en el informe de 2016 así define el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados - ACNUR - al Desplazado 
Ambiental: “Cuando hablamos de desplazamiento forzoso, generalmente lo asociamos a 
aquellas personas que han debido abandonar sus hogares por culpa de los conflictos armados 
o la persecución política, ideológica, religiosa, étnica, etc. Sin embargo, la guerra y la 
persecución no son las únicas causas de desplazamiento forzoso en el mundo. De hecho, una 
buena parte de las personas que dejan su hogar lo hacen por razones medioambientales, es 
decir, relacionadas con las condiciones de los entornos y el desequilibrio planetario. Aunque 
este fenómeno no es exclusivo de nuestra época, pues el ser humano siempre ha migrado en 
busca de unas mejores condiciones de vida, desde la segunda mitad del siglo XX las 
migraciones del campo a la ciudad, o a otras zonas, han aumentado por diversas causas, entre 
las que se encuentran los fenómenos ambientales y los efectos del cambio climático, hasta dar 
origen a lo que hoy denominamos desplazado ambiental. La gran mayoría de los habitantes 
de las zonas rurales deja sus hogares por falta de oportunidades y por las malas condiciones 
de los entornos, a menudo afectados por la sequía de los suelos, la contaminación, la escasez 
de recursos, la acción industrial desmedida y, sobre todo, el calentamiento global y los 
desastres naturales”. (ACNUR. 2016. pág 57). 

Alguna vez dijo Ernesto Guevara que “la única lucha que se pierde es la que se 
abandona”, y esa frase le cabe perfectamente a la lucha del campesinado paraguayo. 
El guaraní es un pueblo acostumbrado a las batallas más difíciles en general, y el 
sector rural en particular sabe de grandes luchas por la tenencia de la tierra. Luego 
de tantos desplazados por el avance del monocultivo de soja, de tantas 
movilizaciones y resistencia por parte de las familias campesinas, algunos triunfos 
se lograron. Uno de ellos se produjo el 17 de diciembre de 2018, cuando la 


Asamblea General de las Naciones Unidas establece en una declaración lo 


siguiente: “La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Declaración sobre los 
derechos del campesinado, y otras personas que trabajan en las zonas rurales, el 17 de 
diciembre de 2018. Una importante mayoría de Estados miembros de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) apoyaron su aprobación, con 121 votos a favor, 8 en contra y 54 
abstenciones. La adopción de este nuevo instrumento internacional de derechos humanos es 
el resultado de casi 20 años de movilización desde la Vía Campesina y organizaciones 
aliadas, y 6 años de negociación en el Consejo de Derechos Humanos. El Estado paraguayo 
debe garantizar la coherencia de toda su legislación y sus políticas con la Declaración sobre 
los derechos de los campesinos, las campesinas y otras personas que trabajan en las zonas 
rurales. Ante el desafío actual de lograr la aplicación práctica de la Declaración, este breve 
informe busca contribuir a su divulgación, con vistas a fortalecer las estrategias sociales de 
incidencia, defensa y lucha por los derechos humanos en el Paraguay”. (ONU. 2018) 

En el capítulo IIl de la presente investigación, el gran desafío era el estudio de los 
conceptos desplazado y refugiado ambiental, y su identificación como categoría en 
el contexto planteado en los dos primeros capítulos sobre la tenencia de la tierra y la 
problemática política y socioambiental de la soja. Las comunidades recorridas en 
Paraguay presentan escenarios de degradación ambiental, donde familias 
campesinas son desplazadas de manera forzosa de sus tierras. Los pequeños 
productores huyen del desigual acceso a los recursos naturales, de la 
contaminación ambiental y del empobrecimiento, todas consecuencias de la 
expansión del monocultivo de soja transgénica como principal producto para la 
exportación. Como queda demostrado en nuestro trabajo estamos ante un caso de 
migración forzada, desde lo jurídico esto es fundamental porque de alcanzar la 
categoría de desplazado ambiental las familias campesinas requieren de la 
protección del Estado ante los cambios irreversibles en su hábitat natural. Es 
importante tener en cuenta que hace poco más de 30 años comenzó a utilizarse la 
categoría de desplazado ambiental como un nuevo tipo de migrante forzado, el 
concepto hace referencia al desplazamiento humano desde su tierra de origen hacia 
un nuevo espacio como consecuencia de problemas ambientales. Esta nueva 
categoría de desplazados alcanza tanto a los grupos humanos que migran dentro de 
su propio país, de una región a otra, como también a las personas que se desplazan 


hacia el extranjero. Estas familias, ahora como refugiados ambientales, en el nuevo 


asentamiento humano deben enfrentar nuevos desafíos para poder subsistir. Es 
ahora un desplazado invisible que debe enfrentar la adaptación al nuevo espacio, un 
refugiado que requiere del reconocimiento del derecho internacional para lograr así 
la protección del Estado. De alcanzar el estatus de refugiado ambiental, esta nueva 
situación le garantiza protección legal y asistencia alimentaria y sanitaria, en 
definitiva se trata de visibilizar a grupos humanos en una situación de enorme 
vulnerabilidad. El desplazado ambiental sufre la expulsión forzosa de su tierra de 
origen, la estigmatización y la criminalización. Es estigmatizado como el causante 
de su situación actual, como si fuese parte responsable de la degradación ambiental 
en su hábitat natural. También es criminalizado para poder justificar la violenta 
represión ante la lógica protesta de las familias campesinas que sienten que son 
apartados de su histórica forma de vida. Precisamente todo el análisis mencionado 
tiene lugar en el caso de los desplazados de sus tierras por el avance de la soja 
transgénica en Paraguay. Para el pequeño productor la expansión del monocultivo 
de soja significa la desaparición de la tradicional agricultura familiar, la irreversible 
degradación ambiental de su hábitat, el empobrecimiento y finalmente la expulsión 
de su tierra de origen, lo cual lo convierte en un desplazado ambiental que busca 
refugio para su subsistencia en un nuevo espacio que lo coloca ante nuevos 
desafíos. Las familias campesinas deben migrar contra su voluntad, los pequeños 
productores se encuentran ante la necesidad de vender o alquilar sus tierras para 
garantizar un mínimo ingreso para su subsistencia. Son endeudados y finalmente 
expulsados por los mismos que se quedan con sus tierras o envenenados por los 
agrotóxicos en las fumigaciones. A través de las entrevistas y las observaciones 
directas que realizamos en las comunidades, en el distrito de Liberación, en 
Paraguay, queda demostrado que las familias campesinas afectadas por la 
expansión del monocultivo de soja transgénica pierden mucho más que sus tierras. 
Pierden además su tradicional forma de vida vinculada históricamente a la 
agricultura familiar para el autoconsumo, desaparece también su organización 
comunitaria y los lazos de solidaridad entre los campesinos. El impacto del 
desarraigo es notable, pierden sus tierras, su cultura , pero sobre todo es arrebatada 
su historia, la tierra que los une con sus antepasados, con sus orígenes. En síntesis, 


la historia reciente de Paraguay es atravesada por las consecuencias económicas, 


políticas, sociales, ambientales y culturales provocadas por el denominado boom 


sojero. 


CAPÍTULO IV: LA LUCHA POR LA TIERRA. 


El capítulo IV desarrolla la lucha por la tierra, focalizado en la Coordinadora 
Departamental de Mujeres en el distrito de Liberación, Departamento de San Pedro, 
Paraguay. El recorrido de esta investigación comenzó en Buenos Aires a través de 
redes sociales, y nos llevó hasta Liberación para poder realizar la territorialidad del 
caso. En este recorrido por la histórica lucha por la tenencia de la tierra, por el 
análisis de la problemática de la soja y por la situación de los desplazados 
ambientales en Paraguay, es fundamental considerar el rol de las mujeres en cuanto 
a la resistencia territorial, sobre todo por el impacto del agronegocio en general y de 
la soja en particular, en la agricultura familiar tradicional en las distintas 
comunidades. En los diferentes sitios que recorrimos es notable el rol protagónico 
de las mujeres como actor social fundamental en la lucha por la tierra y por la 
subsistencia de sus familias. En cuanto al trabajo familiar en su investigación 
“Movimientos campesinos y educación” Norma Michi lo define así: “Es evidente que la 
utilización de la categoría trabajo familiar requiere de ciertas precisiones que remiten, 
inevitablemente, a la interpretación sobre su inserción en las relaciones sociales de 
producción de la totalidad social. Existe, sin embargo, consenso en que la unidad de 
producción campesina tiene las siguientes características: explotacion en pequeña escala a 
partir de la posesión de los medios de producción; trabajo familiar en la parcela que posee la 
familia combinado, eventual o regularmente, con trabajo temporario como asalariados; 
producción agropecuaria diversificada con bajo nivel tecnológico; articulación de diverso tipo 
con el mercado a partir de la venta de fuerza de trabajo, tanto de la compra cómo y de la 
venta de productos; no separación entre esfera económica y doméstica, o entre la producción 
y la reproducción. Como vemos, los consensos se refieren a los aspectos más descriptivos 
vinculados a la organización económica de la producción y reproducción en la unidad 
familiar”. (Michi. 2010. pág 31) 

En la región del actual Departamento de San Pedro, como en todo Paraguay, el 


debate y los conflictos por la tenencia de la tierra son históricos. Como ya 


mencionamos en el capítulo lI, después de la denominada “guerra de la triple 
alianza” (1865-1870) el territorio guaraní se organizó bajo el sistema de latifundios 
con extranjeros como propietarios en su mayoría. En estos casos, la tierra fue 
destinada a la explotación forestal, a la producción de yerba mate, y a la cría de 
ganado. Las pequeñas parcelas de tierras que quedaron a cargo de familias 
campesinas practicaron una agricultura diversa, destinada a la subsistencia familiar 
y al consumo comunal en un mercado interno. Según un informe de la UNILA 
(Universidad Federal de Integración Latinoamericana): “Los datos del censo 
agropecuario de 1956 van a indicar que hasta mediados del siglo XX la desigualdad en la 
tenencia de la tierra se mantenía en San Pedro, con 19 explotaciones (0,21% del total del 
Departamento), deteniendo 136 mil hectáreas (57,7% del total). Por otro lado, 54,5% de los 
productores tenían solamente 2,2% de la superficie (explotaciones con menos de 10 
hectáreas)”. (UNILA. 2018. pág 108) 

Durante la dictadura militar de Alfredo Stroessner (1954-1989), comenzó en la 
zona la incorporación de áreas forestales para la colonización agraria. La 
recuperación de antiguas tierras fiscales era parte de la política del régimen, tierras 
que luego eran destinadas a la conformación de colonias agrícolas dedicadas a la 
explotación ganadera y forestal. El mencionado trabajo de la UNILA asegura que: 
“San Pedro fue uno de los Departamentos donde más se implementaron las iniciativas del 
régimen de Stroessner, llegando a 442.780 hectáreas distribuidas, divididas en 19.761 títulos 
de propiedad”. (UNILA. 2018. pág 109). Es importante destacar que la mayor parte de 
las tierras fueron ocupadas por militares y políticos vinculados al régimen del 
dictador Stroessner. 

Durante la segunda mitad del siglo XX, en San Pedro se instalan las colonias 
menonitas y comienza a llegar el capital brasileño, en ambos casos destinado a la 
explotación intensiva de la tierra. A partir de la década del “80, estos mismos grupos 
comienzan a dedicarse al cultivo de soja. El censo agropecuario de 1981 indicaba 
que la plantación de soja ocupaba una superficie de 11 mil hectáreas en el 
departamento de San Pedro. La misma fuente una década después advierte que el 
área con cultivo de soja creció a 17 mil hectáreas. Luego del año 2000 comienza la 
rápida expansión de los sojales, con un registro de 322 mil hectáreas para el año 


2015. Actualmente San Pedro representa el 10% de la superficie sembrada con soja 


a nivel país. Además es el quinto departamento productor de soja en Paraguay, 
luego de Alto Paraná, Itapúa, Canindeyú y Caaguazú. 

El avance de la soja en San Pedro se produjo por varios factores a partir de la 
primera década del siglo XXI. En primer lugar la creciente demanda internacional de 
soja, lo cual convirtió al producto agrícola en muy rentable y atrayente para el sector 
rural. Los pequeños productores que al comienzo se dedicaban al cultivo de soja 
como alimento para el ganado, ahora amplían el área de los sojales, pero con el 
objetivo de comercializar el grano hacia el exterior. Lo mismo sucedió con los 
campesinos que se dedicaban tradicionalmente a cultivar algodón, ante la caída del 
precio internacional del producto, ahora dedican sus tierras a cultivar soja. Por otro 
lado, San Pedro se convirtió en el objetivo de nuevos inversores interesados en el 
negocio de la oleaginosa. Al ser un departamento relativamente nuevo en cuanto al 
cultivo de soja, para comienzos del nuevo siglo existían áreas para expandir la 
producción en tierras a bajo costo. El capital brasileño, las nuevas tecnologías y el 
creciente precio internacional de la soja hicieron el resto. 

En cuanto a los primeros productores brasileños que llegaron a la zona, el trabajo 
de la UNILA afirma que: “es interesante apuntar que ningún productor fue directamente de 
Brasil a San Pedro. Ellos salieron de Río Grande del Sur, Santa Catarina o Paraná, y llegaron 
a Paraguay en los años 70 y 80, estableciéndose en los Departamentos fronterizos de Alto 
Paraná e Itapúa, y que en los años más recientes migraron a San Pedro en busca de tierras 
más baratas que posibilita ampliar sus áreas”. (UNILA. 2018. pág 112). En este nuevo 
contexto para San Pedro, también comienzan a llegar nuevas inversiones de 
empresas dedicadas a la comercialización de insumos agrícolas, maquinaria para el 
sector, asistencia técnica para la producción y compra de grano. En este caso la 
empresa pionera fue Agro Silo Santa Catalina, que tenía como política para impulsar 
la plantación de soja promover la asistencia técnica hasta un 50% de la producción 
inicial, esto funciona como un gran incentivo para pequeños productores, y 
representa futuras ganancias para las grandes empresas del agronegocio. 

El mismo impulso del capital brasileño presionó al Estado para que asuma un 
nuevo rol, más activo, en la creación de infraestructura, proyectos viales y de 
comunicación como las nuevas rutas nacionales 10 y 11 que son las vías de salida 


para los puertos de Rosario y Antequera respectivamente, ambos en el 


departamento de San Pedro. La producción creció y la infraestructura facilitó la 
circulación y transporte de la soja en grano. El informe de la UNILA asegura: “la 
ampliación de la capacidad de silos, depósitos y almacenes portuarios a partir de las 
inversiones hechas por las empresas en San Pedro creció un 44% de 2008 a 2016, pasó de 
80.000 a 116.000 toneladas”. (UNILA. 2018. pág 113). 

Cuando se analizan los datos que aportaron los censos agropecuarios, en el caso 
de San Pedro es notable la reducción en un 20% el número de productores de soja 
en la última década, mientras que la superficie con cultivo de soja creció 1.400%, 
está muy claro entonces el proceso de concentración de la producción sojera en 
pocas manos en el departamento. Con la expansión sojera llegaron a San Pedro 
varias empresas vinculadas al agronegocio, los nombre los aporta el informe de la 
UNILA, que asegura que en la región: “se instalaron AGROTEC, AGROFERTIL, 
DEKALPAR, GLYMAX, CIABAY, LA CASA DEL AGRICULTOR, que actúan en el sector 
insumos; AUTOMAC, DLS-DE LA SOBERA, TRACTO S.A, especializadas en el área de 
venta de maquinarias; CARGILL, ADM, COMERCIAL 9, SILO 63, y SILO NUEVO 
MÉXICO, que compran, acopian y transportan la soja”. (UNILA. 2018. pág 114). El 
informe no menciona directamente a la multinacional Monsanto entre las empresas 
vinculadas al agronegocio que se instalaron en el departamento de San Pedro. Pero 
como se desarrolló en el capítulo 2 de esta investigación, las empresas locales 
Agrofertil y Dekalpar funcionan como representantes de la multinacional Monsanto. 

Todos los productores, grandes y pequeños, coinciden en que es inviable cultivar 
soja con el método tradicional. El argumento es que este tipo de producción exige 
mecanización, semillas de alta productividad, utilización de fertilizantes sintéticos, y 
el uso de agroquímicos como insecticidas, fungicidas y herbicidas. La utilización de 
esta tecnología promete grandes rendimientos y beneficios económicos. Pero nada 
advierten sobre las consecuencias que tienen en la población, además del impacto 
sobre el suelo, los recursos naturales y la biodiversidad. Por otra parte, para contar 
con la nueva tecnología se necesita inversión de capital. Los campesinos requieren 
de financiamiento para producir soja y por lo tanto se genera una inevitable 
dependencia al capital externo. Para contar con semillas, fertilizantes y 
agroquímicos, los productores ingresan en un proceso de endeudamiento sin fin. 


Los pequeños productores negocian y adquieren préstamos a muy alto costo, 


ofrecen como garantía lo único que poseen, es decir su propia tierra. Si los 
resultados no son los esperados en cuanto a la cosecha, como generalmente 
ocurre, el campesino lo pierde todo. A propósito Norma Michi en su trabajo asegura: 
“Los complejos agroindustriales dependientes de grandes corporaciones que muestran una 
enorme concentración de la tierra con una nueva forma de latifundio vinculada al capital 
financiero y agroindustrial; la concentración y de la producción y distribución de productos 
agropecuarios en pocas grandes corporaciones agroindustriales de semillas, agroquímicos y 
alimentos; una creciente dependencia (de la exportación y la tecnología) de los centros de 
poder económico que hacen peligrar la producción de alimentos para el consumo interno y la 
autosubsistencia. Este proceso incidió fuertemente, también, en la orientación de la 
investigación científica hacia las necesidades de los agronegocios y la desaparición de 
organismos públicos que regulan la actividad agropecuaria. Las grandes ganancias 
producidas por este modelo, lejos de mejorar las condiciones de vida de la población, 
aumentaron sus deficiencias alimentarias, sus problemas de salud. Este modelo de desarrollo 
también puso en serio peligro al medioambiente, tanto por la destrucción de ecosistemas 
naturales, como por el intenso uso de pesticidas y de semillas transgénicas, con la 
consiguiente pérdida de biodiversidad”. (Michi. 2010. pág 35) 

San Pedro es uno de los 17 departamentos, que junto con la Capital Asunción, 
conforman el territorio de la República del Paraguay. El departamento sampedrano 
fue creado en 1906 y recién en 1973 se determinaron los límites actuales. Se ubica 
en el centro de la región oriental del país guaraní, limita con los departamentos 
vecinos de Concepción al norte, Amambay al noreste, Canindeyú al este, Caaguazú 
al sur y Presidente Hayes al oeste, en este último caso al otro lado del río Paraguay. 
Por su superficie San Pedro es el cuarto departamento más extenso luego de 
Boquerón, Alto Paraguay y Presidente Hayes, con una población de 435.126 
habitantes. El departamento se divide administrativamente en 21 distritos: 
Antequera, Capiibary, Choré, General Elizardo Aquino, General Isidoro Resquín, 
Guayaibí, Iltacurubí del Rosario, Lima, Nueva Germania, San Estanislao, San Pablo, 
San Pedro, Santa Rosa del Aguaray, San Vicente Pancholo, Tacuatí, Unión, 25 de 
diciembre, Villa del Rosario, Yataity del norte, Yrybucua y Liberación. En este último 
distrito, Liberación, es precisamente donde se focaliza el estudio de caso para la 


presente tesina de grado. (Mapa adjunto en el anexo). 


Es oportuno destacar, que en Paraguay denominan departamentos a los Estados 
provinciales, y distritos a lo que en nuestro país conocemos como municipios. 
Liberación como distrito nace el 24 de junio de 2011, pero como colonia tiene una 
historia mucho más extensa. Anteriormente a la ley 4.363/11, que dio origen al 
nuevo municipio, la zona se denominaba Colonia Liberación o simplemente Cruce 
Liberación, y formaba parte del territorio del distrito de Choré. Su actual población es 
de 24.287 habitantes, y sus 58.659 hectáreas muy productivas se convirtieron en la 
ambición de varias empresas dedicadas al agronegocio. En la actualidad Liberación 
limita con los distritos de Lima y General Resquín al norte, Guayaibí al sur y al este, 
y el mencionado Choré al Oeste, siempre dentro del departamento de San Pedro. 
En el “Palacete distrital” (Edificio Municipal), entrevistamos al Intendente Freddy 
Silva, quien a propósito del origen de Liberación como municipio afirmó: “Liberación 
como Distrito nació en base a una larga lucha, nosotros nacimos de otros dos Distritos 
hermanos, Guajayvi y Choré, en busca de más beneficios para nuestra gente. No fue fácil, fue 
una lucha de más de 15 años, y finalmente nos independizamos como Distrito de Liberación. 
Fueron tiempos de mucha protesta frente al parlamento, porque de ellos dependía la creación 
de nuestro Distrito. Así nació el Distrito número 20 del Departamento de San Pedro, eran 
tiempos de la presidencia de Fernando Lugo, su gobierno firmó el decreto y tuvimos 
legalidad, fue el primer paso, pero quedaba mucho por desarrollar. Estimo que hoy la 
población de Liberación es cercana a los 30.000 habitantes”. (F. Silva. Entrevista. 12 de 
enero de 2020). 

Con la ruta 3 como única vía de comunicación directa con otras regiones de 
Paraguay, Liberación es un distrito rural casi en su totalidad. Como dijo el Intendente 
Freddy Sila, su comuna hoy tiene alrededor de 30.000 habitantes, en su mayoría 
familias campesinas que viven de la producción tradicional. La lectura previa sobre 
el sitio a visitar puede otorgar una vaga idea de las características del lugar, pero 
algo muy distinto es recorrer el territorio donde se sitúa la problemática a estudiar. El 
paisaje que presenta Liberación es de un pequeño centro comercial, rodeado de 
caminos de tierra colorada y arcillosa que nacen en la mencionada ruta y conducen 
hacia un destino que se pierde en el horizonte. Por los caminos rojizos van y vienen 
las motos como único y práctico medio de transporte para los habitantes del lugar, 


esos caminos pueden llevar a un visitante hacia las viviendas de los lugareños y sus 


chacras, como también al monte que todavía existe y resiste, pero también te 
acercan a la zona de los sojales. Como en gran parte de la región oriental de 
Paraguay, los caminos de tierra colorada en algunos casos marcan la divisoria entre 
la agricultura tradicional para la subsistencia y la producción a gran escala para la 
exportación. De un lado del camino las tierras de las familias campesinas con 
cultivos tradicionales y cría de animales, del otro lado el horizonte verde con 
producción de soja transgénica. En nuestro recorrido por el distrito de Liberación, en 
las comunidades de Barrio Fátima, Felicidad, Santa Librada y Naranjito, realizamos 
las entrevistas a Ada Ramírez, María Bordón, Etelvina Medina, Graciela López, 
Alicia Vázquez y Ana Nilda González, todas integrantes de la Coordinadora 
Departamental de Mujeres de San Pedro. (Mapa adjunto en el anexo). 

Las familias campesinas en Paraguay deben enfrentar activamente el arrasador 
avance del modelo extractivista sojero, cotidianamente sufren el avasallamiento por 
parte de actores sociales que responden a los intereses de los empresarios sojeros. 
A propósito del impacto de este tipo de capital en el sector rural, en su investigación 
Michi afirma: “La penetración del capitalismo, es un proceso de larga duración y que se 
manifiesta de diverso modo según la formación social de que se trate. Sin embargo, 
manifiesta rasgos comunes. Se trata de un gran fenómeno arrasador que produce 
modificaciones radicales en la forma de vida rural. La tierra, el trabajo y la riqueza pasan a 
ser mercancías, de esta forma se separa a los actores de su matriz social. Se trata, entonces, de 
un enfrentamiento económico pero también cultural, en el que se evidencia la enajenación del 
proceso de producción, del producto, de ellos mismos y de los compañeros”. (Michi. 2010. 
pág 38). Las comunidades campesinas insisten con el histórico reclamo de acceso a 
la tierra y a su vez luchan por la protección de la biodiversidad, sin olvidar que esta 
lucha incluye la resistencia a la violación de la soberanía territorial. En este contexto 
la mujer campesina paraguaya debe organizarse para resistir el avasallamiento 
mencionado, pero al mismo tiempo dicha organización las enfrenta con la sociedad 
patriarcal. En su trabajo “Mujeres y Agronegocios”, así lo describe Marielle Palau: 
“Desde los estudios feministas, a partir de la década del sesenta se introdujo el sistema 
sexo-género, como herramienta de análisis para fundamentar que las diferencias biológicas 
no sustentan las desigualdades, ya que las relaciones, así como los mandatos y normas 


establecidas en el sistema patriarcal, son construidas socioculturalmente y —por lo tanto— 


pueden ser modificadas. El género como categoría, es una herramienta de análisis al igual que 
otras categorías, como la división sexual del trabajo, espacio público/privado, 
territorio/cuerpo, que serán utilizadas para analizar el impacto que tiene el actual modelo 
productivo. Las mujeres siempre han realizado actividades económicas de diversa índole 
(venta de chipa, huevos, excedentes de la huerta, cría de animales) para el sostenimiento del 
hogar, aporte que no está cuantificado económicamente y tampoco valorado, pero que sin 
esos ingresos las familias no podrían sobrevivir, ya que constituyen- en muchos casos- lo 
único que perciben”. (Palau, Marielle. 2018. pág 96) 

En la última década la organización de Coordinadoras de Mujeres Campesinas ha 
generado un proceso de visibilización y valoración del aporte productivo de las 
mujeres, de su lucha y resistencia depende el futuro de la agricultura familiar para el 
autoconsumo, y la subsistencia de sus propias familias. Como asegura Marielle 
Palau: “El aporte productivo de las mujeres a veces es instrumentalizado con la única 
finalidad de asegurar y mejorar la seguridad alimentaria y la buena administración de 
recursos, sin que la misma sea reconocida necesariamente como portadora de derechos, en 
igualdad de condiciones con los hombres. De esa manera la supuesta valorización y 
reconocimiento de su rol como productora, lo hace cargando continuamente con las tareas 
reproductivas y comunitarias”. (Palau, Marielle. 2018. pág 104). 

En el departamento de San Pedro con el avance del cultivo de soja transgénica, 
creció la necesidad de una organización campesina para enfrentar el impacto 
económico, social y ambiental, ya desarrollado en este trabajo, que provoca la 
oleaginosa. En el contexto de la lucha por la tenencia y protección de la tierra, surge 
la Coordinadora Departamental de Mujeres de San Pedro, que a su vez derivó en 
las Coordinadoras Distritales. El estudio de caso de esta investigación se centró en 
la lucha de las integrantes de la Coordinadora Distrital de Mujeres de Liberación, 
departamento de San Pedro, República del Paraguay. En la comunidad de Naranjito 
tuvimos la posibilidad de entrevistar a Etelvina Medina, una de las fundadoras de la 
Coordinadora, quien así relató sobre el origen y los objetivos de la Organización que 
ella integra: “Comenzamos a reunirnos en 2008, y recién en 2011 formamos la 
Coordinadora de Mujeres de San Pedro, todo con mucho sacrificio, juntas vendíamos 
productos locales como chipa para juntar fondos para la Coordinadora de acá, estamos en 


Colonia Naranjito, Departamento de Resquín. En esta zona había que luchar, ya para 


entonces era todo soja, pero la unión de las mujeres los pudo echar a esos primeros que 
plantaron soja, se tuvieron que ir, las mujeres lo lograron. No se fueron del todo, solo un poco 
más allá, y como siguen fumigando los terratenientes se nos mueren los animales, eso nos 
perjudica mucho a las compañeras. Soy una viuda que sigue trabajando su chacra, acá 
plantamos sésamo, chía, maíz, mandioca, nada transgénico, todo orgánico. Además crío 
gallinas y chanchos, todo para consumo nuestro”. (E. Medina. Entrevista. 14 de enero de 
2020). 

La lucha de estas mujeres tuvo su organización formal el 17 de febrero de 2011, 
fecha en la cual se constituyó la denominada Coordinadora Departamental de 
Mujeres de San Pedro. En sus inicios la Coordinadora contó con el apoyo de la 
Secretaría de la Mujer de la Gobernación de San Pedro, lo cual lo convirtió en una 
cuestión de género. Eran tiempos de políticas progresistas con Fernando Lugo en la 
Presidencia de la Nación (2008-2012), pero cuando el ex obispo católico fue 
destituido por un golpe institucional, el apoyo a las Coordinadoras campesinas 
también comenzó a desaparecer. Siempre se sostuvo que la alianza política y social 
Frente Guasú que llevó a Lugo a la Presidencia de Paraguay acabó con el 
“Continuismo Colorado” caracterizado por el autoritarismo y la corrupción. Pero en 
realidad fue una pausa, una primavera progresista, derrocado el presidente Lugo 
otra vez reina en Paraguay la tradicional desigualdad social. Pero los cambios en el 
orden político no evitaron la organización de la resistencia campesina contra el 
avance sojero. Cada una de estas mujeres llegó a la organización con una lucha 
personal y pronto comprendieron que la lucha era comunal, y contra un invasor muy 
poderoso. En la entrevista realizada en la comunidad Felicidad así lo describe muy 
bien María Bordón, otra de las pioneras en la organización de la Coordinadora: “Mi 
nombre es Mary Bordón y estamos en el distrito de Liberación, Departamento de San Pedro, 
en Paraguay. Estamos en la Coordinadora Departamental de Mujeres, yo soy una de las socias 
también, tenemos una responsabilidad enorme sobre nosotras, tenemos que luchar. Yo 
empecé en el comité de base, luego la distrital, y después nos unimos a otros distritos creando 
la departamental de mujeres, así nos organizamos. Yo tuve una experiencia personal hace 13 
años atrás, una amiga tuvo que salir a pata 14 kilómetros con una criatura enferma en brazos 
buscando soluciones en un pequeño hospital. Sentí que tengo una obligación grande porque 


luchar, y también el hecho de que en esa época teníamos una zona con muchos vecinos, duele 


mucho decirlo, pero comenzaron a llegar los brasileros y empezaron a comprar los terrenos. 
Primero compraban terrenos pequeños, 20 hectáreas, y luego llegaron a comprar 2.700 
hectáreas, plantaron soja y los vecinos comenzaron a sufrir las fumigaciones que hacían por 
las noches. Los vecinos cansados vendían sus tierras a los grandes, a los brasileros, duele el 
alma visitar la zona y ver que todo lo que era verde, era todo árboles, era todo monte, hoy no 
está. Ahora es todo plantación de soja, miles y miles de hectáreas de soja, ya no estaban las 
casas de los antiguos vecinos, ya no estaban sus cultivos. Comprendí que tenemos que luchar, 
si no luchamos nuestros hijos y nietos no podrán disfrutar nada de esta tierra. Como 
Coordinadora Departamental de Mujeres estamos en eso, estamos en la lucha, en las radios, 
tenemos visitas. Como Coordinadora distrital tenemos a la compañera Ada Ramírez y la 
señora Etelvina Medina como Coordinadora Departamental, y así muchas otras mujeres que 
estamos luchando, ojalá un día logremos la victoria. La producción de soja viene muy bien 
para los grandes, pero para nosotros, la población, trae destrucción y enfermedades, además 
no podemos criar gallinas, no podemos criar chanchos, fumigan de noche y al otro día es 
como si nada pasó. Los paraguayos llamamos veneno a las cosas prohibidas, acá le decimos 
veneno a los químicos que utilizan para fumigar, que mata todo”. (M. Bordón. Entrevista. 
15 de enero de 2020). 

La Coordinadora Departamental de Mujeres de San Pedro se propone objetivos 
como la promoción del desarrollo integral de sus organizaciones asociadas en lo 
económico, social, laboral, cultural, educativo, deportivo, tecnológico y ecológico, es 
decir políticas de género que permita a las mujeres asociadas mejorar la calidad de 
vida de sus familias. La estructura de la organización comienza en los comités de 
base, llegando a conformar tres o más comités por distrito. En el nivel distrital la 
organización de la mujer campesina es muy eficaz, con representación para 
participar como asociada de la Coordinadora a nivel departamental. En una 
asamblea de mujeres representantes de distintas comunidades que se reunieron en 
Liberación, tuvimos la posibilidad de oír a Graciela López que hizo un relato sobre la 
importancia de los comités de base para la mujer campesina: “A partir de mi viudez 
comencé a participar de la Coordinadora, nacimos como comité de base Kuña Guapa y así 
formamos doce grupos. Me acerqué a la organización porque debía salir a luchar, algo me 
tenía que sacar de la depresión en la que había caído. Nosotras somos del Distrito de Choré y 


nos invitaron a participar de las reuniones en Liberación, nos motivó a organizar el poder de 


las mujeres. Solo juntas y organizadas nos escuchan cuando golpeamos las puertas de las 
instituciones. Todas las compañeras comenzamos hacer valer nuestros derechos, para no ser 
más pisoteadas por nadie, aprendimos que una mujer debe ser valiente. Además de luchar nos 
brindaron la capacitación, de la cual nos sentimos muy orgullosas”. (G. López. Entrevista. 
13 de enero de 2020). 

En los primeros años las organizaciones distritales eran numerosas y con variados 
intereses, pero con el tiempo varias de estas organizaciones pioneras se han 
desintegrado por diferentes motivos, entre los principales se puede mencionar el 
factor económico. Estas organizaciones dependen económicamente del aporte de 
las propias integrantes que por razones obvias es muy escaso. Trasladar a las 
asociadas de una comunidad a otra por las constantes reuniones y asambleas, 
como así también por las protestas frente a instituciones, municipios y 
gobernaciones, representa un gasto en movilizaciones que no siempre se puede 
solventar. Otro factor que jugó en contra de los primeros movimientos de resistencia 
fue el organizativo, en ocasiones estos movimientos sociales requieren de una firme 
gestión de los representantes para obtener el reconocimiento por parte de las 
instituciones y acceso a financiación para proyectos comunales. Cuando no hay 
respuestas institucionales las mencionadas organizaciones deben estar listas para 
dar la pelea en el terreno de lo social, es el momento de luchar por la tierra y por la 
producción familiar y tradicional. Rápidamente estas mujeres entienden que la lucha 
es en conjunto, en la mencionada entrevista en la comunidad Felicidad así lo relata 
María Bordón: “Todas las mujeres que participamos de la Coordinadora llegamos con la 
misma necesidad de organizarnos para luchar. En seguida comprendí el valor de una mujer 
que lucha, es muy valiosa, y ya hace casi 13 años de la organización. Primero nacimos como 
Comité, después se formó la Coordinadora Distrital. Luego vimos que había la misma 
necesidad de organización de las mujeres en otros Distritos, y así surgió la Departamental”. 
(M. Bordón. Entrevista. 15 de enero de 2020). 

Para la última asamblea de 2019, la Coordinadora Departamental de Mujeres de 
San Pedro contó con la presencia de 309 asociadas que representan a 
comunidades de los Distritos de Liberación, General Resquín y Guayaibí. La 
distribución de las compañeras asociadas es la siguiente: En el distrito de Liberación 


se cuenta con 95 asociadas, quienes se encuentran distribuidas en seis 


comunidades, como Santo Domingo, Koé Pytá, San Miguel, Santa Librada, Calle 
Ovetense, barrio Fátima, Felicidad y San Rafael; en el distrito de General Resquín 
se cuenta con 114 asociadas quienes se encuentran distribuidas en nueve 
comunidades, como La Paloma, María Auxiliadora, San Lorenzo, San José, San 
Miguel, 8 de diciembre, San Blas, Naranjito y San Martín; en el distrito de Guayaibí 
se cuenta con 100 asociadas, quienes se encuentran distribuidas en tres 
comunidades, como de Asentamiento 15 de abril, San Francisco y Calle 8000 Poty. 
En Paraguay entre las integrantes de la Coordinadora se autodenominan “socias”, 
pero no solo por pertenecer a una misma organización, el concepto es mucho más 
amplio, se refiere a desarrollar juntas las actividades de lucha para conservar las 
tierras y mejorar la calidad de vida de todas las comunidades. Las asociadas tienen 
como características comunes ser mujeres rurales, quienes poseen tierras de hasta 
20 hectáreas en su mayoría, todas en sitios amenazados por el avance del 
monocultivo de soja. Desarrollan actividades productivas agropecuarias como la cría 
de cerdos y aves de corral, además de producción hortícola y la transformación de 
productos primarios como queso, almidón y harina de maíz. Las asociadas no dejan 
de ser amas de casa, continúan involucradas en la crianza de sus hijos, la 
preparación de alimentos hogareños, la limpieza de sus casas, el lavado de ropa, 
etc. Participan además en actividades comunitarias convocadas por los comités de 
mujeres, se trata de tareas comunales en beneficio de todos. También son 
convocadas para las reuniones en la Asociación de Cooperadora Escolar -ACE-, en 
las reuniones de la junta de Saneamiento y en las jornadas realizadas por la 
Pastoral del Niño, en este último caso se observa lo profundamente arraigado de la 
fé católica en la zona. A propósito de las acciones colectivas campesinas Norma 
Michi asegura: “En los últimos años del siglo XX y los primeros del XXI, las acciones 
colectivas tuvieron un significativo aumento y un cambio cualitativo. Se trata de acciones 
colectivas que van más allá de la esfera de producción y actúan en el espacio público, como 
disputa y confrontación. Estas acciones colectivas se caracterizan por la lucha por el territorio 
(que incluye los recursos naturales), en lugar de limitarse a la lucha por la tierra (que en 
muchos casos constituyen reivindicaciones de corto alcance), por la soberanía alimentaria y 
por la biodiversidad. A diferencia de las acciones de periodos anteriores, estas acciones son 


llevadas adelante por movimientos que politizan sus reclamos, recurren a formas de acción no 


violentas, logran ser comprensibles para la población urbana, con cuyas organizaciones 
pueden articularse y, por sobre todo, se enfrentan desde su identidad autónoma productivo 
hegemónico oponiéndose modelos alternativos. En suma, muestran una potencial forma de 
política emancipatoria. Se trata así de modelos de desarrollo y en esta oposición revalorizan 
la forma de producción y vida campesina que podrían potenciarse con desarrollos 
tecnológicos en el marco de la agroecología, de la conservación de la diversidad (biológica y 
cultural) y la participación local, como forma de interpretación del concepto de 
sustentabilidad. (Michi. 2010. pág 37) 

Todo el proceso de organización y activismo de la Coordinadora Departamental de 
Mujeres se desarrolla en el contexto de una sociedad tradicionalmente machista, 
para muchas de estas mujeres la primera batalla comienza en casa con sus 
hombres. Las asociadas se caracterizan por ser constantes en la búsqueda del 
mejoramiento de la calidad de vida de sus familias, y en esa lucha se reflejan los 
rasgos culturales de un pueblo acostumbrado a dar batallas imposibles. Y en cuanto 
a las mujeres en particular, ellas deben dar una doble batalla, contra el capitalismo y 
contra el patriarcado que condiciona sus vidas, es un sistema de poder que se 
manifiesta en el dominio del capital sobre la naturaleza y del hombre sobre la mujer. 
A propósito de la batalla que deben dar las mujeres campesinas paraguayas, 
entrevistada para esta investigación la titular de la Coordinadora Ada Ramírez, así lo 
cuenta: “En cuanto a las mujeres, somos nosotras las que sabemos como funciona y qué 
necesita el hogar. Tuvimos que enfrentar a los hombres de nuestras familias que no permitían 
que la mujer salga a luchar. El hombre decía - ¿Otra vez te vas? ¿Qué hacen ahí? - y terminan 
diciendo que en la Organización te convencen para contradecir al hombre. Acá las mujeres 
defendemos nuestros derechos y le decimos fuerte al hombre que vamos a salir igual a la 
calle. Con el hombre, al igual que con el Estado, tenemos que hacer mucho ruido para que 
nos escuchen. Y lo mismo vale para los jueces. Muchas de nuestras protestas fueron 
imputadas por la justicia, los poderosos vienen con la policía y si te resistís terminás en la 
cárcel”. (A. Ramírez. Entrevista. 12 de enero de 2020). En la asamblea que se 
realizó el lunes 13 de enero de 2020 en el distrito de Liberación, donde como una 
excepción fui el único hombre invitado a participar, a propósito del machismo María 
Bordón agregó: “Acá en Paraguay los hombres son muy machistas, pero con la 


organización, las mujeres comenzamos a pisar fuerte. Muchas de nosotras debíamos pedir 


permiso al marido para salir a las reuniones. Luego de hablar y conocer nuestros derechos ya 
no sentíamos la necesidad de pedir permiso como si fuese nuestro dueño, simplemente se 
avisa que una sale y listo. Siempre se dijo que detrás de un gran hombre hay una gran mujer, 
nosotras lo cambiamos al dicho, y decimos que al lado de un gran hombre hay una gran 
mujer”. (M. Bordón. Entrevista. 13 de enero de 2020). 

En casi una década de existencia, la Coordinadora Distrital de Mujeres de 
Liberación tiene entre sus principales logros los siguientes: Obtención de terrenos 
cedidos por la Municipalidad de Liberación; título de un terreno a nombre de la 
organización, por medio de los trámites pertinentes a cargo de las asociadas ante la 
junta municipal de Liberación; apoyo técnico y financiero del fondo de mujeres del 
sur, por medio de la implementación del Programa Defensoras Ambientales en 
2019, con el proyecto comunal fomentando la participación y promoción de las 
mujeres rurales en el ámbito de la agricultura familiar, desarrollado a nivel 
comunitario con enfoque de participación e incidencia política; apoyo técnico y 
financiero de la embajada de Australia, por medio de la implementación del proyecto 
denominado manejo sostenible de actividades agropecuarias y recursos naturales, 
como aporte de mujeres rurales a nivel comunitario, con enfoque medioambiental; 
aprobación de rendición de cuenta de recursos financieros accedidos; 
documentaciones administrativas a cargo de la contadora pública sobre el balance 
de las actividades de los dos últimos años (2018-2019); número de cuenta de caja 
de ahorro ante el Banco Nacional de Fomento, operando en la sucursal Santa Rosa 
de  Aguaray;  documentaciones oficiales como Estatuto  Protocolizado, 
Reconocimientos de Instituciones, listado de asociadas y acta de asamblea; y 
perseverancia de las asociadas, en su mayoría continúan las participantes desde su 
constitución hasta la fecha. 

Como se puede observar en esta exposición en torno a la organización y sus 
bases, que todo lo mencionado es a nivel comunal, nada en forma individual, porque 
la Coordinadora Distrital de Mujeres de Liberación siempre se planteó luchar todas 
juntas, por el bien de todas. Y esa lucha comunal, como organización femenina en 
lucha, incluye compromisos y sacrificios que en ocasiones alcanzan al interior de las 
propias familias. Más allá de las convicciones de estas mujeres, y su indiscutible 


espíritu de lucha, la realidad las colocó ante situaciones muy difíciles, como lo 


cuenta Graciela López en la asamblea de la Coordinadora: “Nuestra lucha es grande, 
la comunidad estaba ubicada al lado de un arroyo, un lugar muy lindo, lleno de vida, pero 
desapareció por completo por el avance de la soja. Tuvieron que vender sus tierras porque ya 
no producían. Venden y se van a las ciudades, pero allá les hacen sentir que no son del lugar, 
las familias se desarman y los jóvenes caen en la delincuencia. Nuestro país es muy rico y la 
gente muy trabajadora, pero las autoridades son corruptas, venden lo que sea para favorecer 
sus intereses. El país se mantiene con el trabajo de los campesinos que pagan todos los 
impuestos, mientras que los terratenientes no pagan nada. Lo mismo pasa con la clase 
política, Senadores y Diputados viven en el lujo, y nosotros no tenemos nada. Los poderosos 
critican a los campesinos cuando luchan, dicen que son haraganes, y no es así, sucede que 
plantan y no les alcanza para vivir. Entonces en vez de escuchar tu reclamo justo, te acusan 
de vago para justificarse ellos. Durante la Presidencia de Lugo contamos con el apoyo del 
gobierno para salir a las rutas y hacer radio en la calle para hablar con los vecinos sobre los 
extranjeros que plantan soja. Pero los poderosos te mandaban a la policía que venía para 
garrotear. En una ocasión entre los policías estaba mi hijo, y él me dijo - Mamá tenés que 
salir de acá - y yo le respondí que era mi compromiso con las compañeras, que no me iba a ir 
nada. Fue una situación muy triste para mi, hasta eso tenemos que soportar nosotras”. (G. 
López. Entrevista. 13 de enero de 2020). 

Por supuesto como organización se plantean nuevos desafíos, como por ejemplo: 
asistencia técnica para todas las comunidades por parte de la Instituciones Públicas; 
acceder a proyectos de carácter productivo a nivel de cada finca familiar; 
prosecución de tareas generadas desde el plan de actividades a nivel distrital; 
construcción y equipamiento del local propio para la Coordinadora Distrital; y desde 
este espacio continuar coordinando la lucha por la tierra y una mejor calidad de vida. 

La Coordinadora Departamental de Mujeres de San Pedro como organización 
social está muy lejos de poder ser denominada vertical. Más bien se exhibe como 
una organización “horizontal” en cuanto a su funcionamiento, todas las “socias” 
tienen las mismas responsabilidades dentro del movimiento social. Lo mismo 
sucede a la hora de tomar decisiones, todo paso a seguir se debate y decide con el 
voto directo de las integrantes de la Coordinadora. No hay líderes visibles en esta 
organización de mujeres, en todo caso algunas de ellas actúan como voceras de la 


Coordinadora, pero tienen mucho reparo en hablar en nombre de todas. En 


momentos que estuvimos en Liberación, Ada Ramírez con sus jóvenes 22 años se 
presentó como titular de la organización. Ella misma destacó que el cargo de 
Coordinadora es por elección directa y al solo efecto de tener una vocera en 
momentos de reunirse con autoridades. El cargo tiene vigencia por un año, y solo se 
puede ocupar en dos ocasiones en periodos no consecutivos, de esta manera la 
Coordinadora Departamental de Mujeres puede ser definida como una organización 
horizontal que practica la democracia directa. 

Cuando iniciamos el contacto con las integrantes de la Coordinadora Distrital de 
Mujeres de Liberación, adherida a la Coordinadora Departamental de Mujeres de 
San Pedro, sabíamos que íbamos a ingresar en el mundo de un grupo de mujeres 
campesinas decididas a dar la batalla contra el arrasador avance del monocultivo de 
soja. Pero solo al viajar al sitio se puede comprender la verdadera dimensión de 
esta lucha, charlar con ellas, conocer sus vidas cotidianas, su producción familiar 
para el autoconsumo, caminar por esos senderos que las separa de los 
interminables predios con cultivos de soja transgénica, nos colocó ante una realidad 
que desde la ciudad es imposible tan solo imaginar. Fue fundamental conocer ese 
límite bien marcado por caminos de tierra colorada, de un lado las chacras con 
cultivos tradicionales y cría de animales, mientras que del otro lado se ubican los 
extensos sojales que se expanden tan rápido como el “veneno” (agrotóxicos) que 
todo lo mata. A la hora de hablar de objetivos y sueños por parte de aquellas 
mujeres luchadoras, quién mejor lo puede describir que una las fundadoras de la 
Coordinadora, así lo relató María Bordón en la mencionada entrevista que realizada 
en comunidad Felicidad: “En la comunidad antes de llegar la soja era otra vida, los vecinos 
disfrutaban del arroyo, las mujeres lavaban la ropa, era una vida maravillosa para nosotros. 
Pero ahora es muy distinto, yo ahora tengo mi chacra y hago todos los días 14 kilómetros en 
moto. Me mudé a la ciudad para que mis hijos estudien, pero no abandoné mi chacra, estamos 
todavía trabajando. Nosotros producimos lo que tenemos que consumir, porque si compras 
comes productos transgénicos, la alimentación es mala con los transgénicos. Mí sueño mayor 
como mujer es junto con mis socias lograr un albergue o casa propia como Coordinadora 
Departamental de Mujeres acá en Liberación, para capacitar a la población y seguir 
trabajando y concientizar a más mujeres, a nuestras hijas, para que el día de mañana sigan 


luchando y poder recuperar lo nuestro. La naturaleza es maravillosa, pero el hombre la 


destruye, juntando dinero creen que son felices, no se dan cuenta que destruyen también la 
vida de sus hijos. Es hermoso disfrutar del campo, del río, del monte, de la naturaleza, es una 
cosa maravillosa”. (M. Bordón. Entrevista. 15 de enero de 2020). 

Las organizaciones campesinas, como la Coordinadora Departamental de 
Mujeres, llevan adelante programas productivos comunales para el autoconsumo y 
la agricultura ecológica, libre de transgénicos. Pero además deben organizarse para 
enfrentar las fumigaciones, coordinar las denuncias de los vecinos afectados y las 
manifestaciones de las familias campesinas. El esfuerzo de las organizaciones 
campesinas se dirige a evitar el desplazamiento forzoso, es decir la expulsión de la 
población campesina de sus comunidades de origen. Las socias de las 
organizaciones son conscientes de la complejidad de las actuales condiciones de 
vida en el campo paraguayo, demuestran lazos de cohesión en la comunidad y se 
sienten unidas y fortalecidas en la lucha. Esto indica que las organizaciones 
campesinas tienen un papel clave en la retención de la población campesina en sus 
comunidades de origen, para no ser un desplazado ambiental la única opción es 
resistir frente al avance arrasador del monocultivo de soja. 

Algunos datos recientes indican que los tiempos por venir no son menos 
complejos, la lucha de clases en el sector rural paraguayo entre los grandes 
empresarios sojeros y los pequeños productores está ingresando en un nuevo 
capítulo. A propósito, en el informe agrícola anual conocido con el título “Con la soja 
al cuello” (2019), Marielle Palau asegura: “Durante este año 2019, las tierras cultivadas 
tuvieron un aumento de casi 175 mil hectáreas, probablemente la mayor parte de ellas sobre 
territorios deforestados; la producción de soja, de maíz y de arroz fueron las que tuvieron un 
mayor crecimiento. Se aprobaron doce nuevas semillas transgénicas y volvió a aumentar la 
importación de agrotóxicos, siendo de procedencia china casi el 60% de los mismos. El actual 
modelo productivo implica importación de semillas, no solo transgénicas para los principales 
rubros cultivados, evolución que demuestra la dependencia productiva de nuestro país 
principalmente de Brasil”. (Palau, Marielle, 2019. pág 5). 

Este modelo extractivista dedica su producción a saciar la demanda del mercado 
agroalimentario mundial, arrasando con la calidad de vida de los habitantes y 
destruyendo a su paso la biodiversidad, además de avasallar los derechos humanos 


de los campesinos. Las consecuencias están a la vista de todos, empobrecimiento 


extremo de los campesinos y desplazamiento humano del campo a la ciudad. Son 
vulnerados los derechos a la salud con la utilización de peligrosos agrotóxicos, 
como vimos en varios tramos de esta investigación, cuando en Paraguay sus 
trabajadores rurales hablan del veneno se refieren a las fumigaciones que afecta a 
las comunidades. Éstas últimas resisten en sus territorios con diversas 
metodologías de lucha, a pesar de la criminalización y las múltiples estrategias cada 
vez más violentas para apropiarse de los históricos territorios de las familias 
campesinas. 

El presente capítulo IV se centralizó en el rol fundamental de la mujer campesina 
paraguaya en la lucha por la tierra, focalizado en la actividad de la Coordinadora 
Departamental de Mujeres, en el caso del distrito de Liberación. Con su 
organización ellas plantean la resistencia territorial ante el arrasador avance del 
agronegocio en el departamento de San Pedro en general, y en el distrito de 
Liberación en particular. Como las integrantes de la Coordinadora lo cuentan en las 
entrevistas realizadas, luchan contra el avance de la soja transgénica porque está 
en peligro de desaparecer la agricultura familiar tradicional, y por consiguiente 
peligra también la subsistencia de sus familias. Desde la primera década del siglo 
XXI el departamento de San Pedro se convirtió en uno de los principales objetivos, 
territorialmente hablando, para el capital sojero y su producción a gran escala. Los 
factores fueron varios: necesidad de nuevas tierras ante la creciente demanda 
internacional que convirtió a la soja transgénica en muy rentable; la caída 
internacional del precio de los productos tradicionales dejó sin opción al pequeño 
productor, que ahora se dedica al cultivo de soja; el departamento contaba con 
áreas donde expandir la producción de soja, con tierras a bajo costo. San Pedro se 
convirtió en el destino ideal para el capital brasileño y las nuevas tecnologías, el 
agronegocio había llegado para quedarse en la región. Como se dijo 
oportunamente, dentro del departamento de San Pedro el estudio de caso se 
focalizó en el distrito de Liberación, y puntualmente en las comunidades que 
recorrimos para observar la territorialidad y realizar las entrevistas en Barrio Fátima, 
Felicidad, Santa Librada y Naranjito. De la entrevista con el Intendente Freddy Silva 
conocimos sobre la extensa historia de colonia Liberación, y en especial de la 


reciente historia de la creación del distrito (municipio) de Liberación, y de lo que 


significa para la población local que cuenta con unos 30.000 habitantes. Liberación 
es un distrito que históricamente se caracterizó por la agricultura familiar, con 
cultivos tradicionales como sésamo, mandioca y maíz. En cuanto a la producción de 
soja, el jefe comunal destacó la importancia económica de la oleaginosa, pero 
también reconoció los efectos negativos sobre la producción local y atribuyó la 
contaminación a la falta de controles a nivel nacional. Y remarcó que esta situación 
provoca la emigración de familias hacia grandes ciudades. Paralelamente al 
surgimiento de Liberación como distrito, nace la Coordinadora Departamental de 
Mujeres. La organización campesina desde sus orígenes se planteó visibilizar el 
aporte productivo de las mujeres, su lucha y resistencia en defensa de la tierra, y 
protección de la biodiversidad. Etelvina Medina, una de las fundadoras de la 
Coordinadora, contó sobre el origen de la organización, de la necesidad de 
organizarse para luchar contra el poder de los terratenientes y su producción sojera. 
Con su relato queda más que claro el perjuicio que provoca las fumigaciones en su 
chacra donde cultiva chía, maíz, sésamo y mandioca, como así también la muerte 
de sus aves de corral y cerdos. María Bordón, otra pionera de la Coordinadora, 
aportó con su relato la importancia de ser socias de la organización, que como se 
mencionó significa mucho más que ser parte de un grupo con un interés común, 
sino también asumir la responsabilidad y el compromiso de luchar contra la 
expansión transgénica. Son conscientes del arrasador avance del capital sojero 
sobre sus tierras, como también de la destrucción de la agricultura tradicional que 
provoca, y sienten que con la degradación ambiental sus hijos y nietos no podrán 
disfrutar de la tierra de sus ancestros. La Coordinadora, como organización de 
mujeres, tuvo en sus inicios una etapa de resistencia donde literalmente tuvieron 
que poner el cuerpo, ocupando predios y movilizándose en protestas. Pero también 
resisten con propuestas de desarrollo integral de las familias de las socias 
(integrantes) de la Coordinadora. Para ellas las políticas de género que desarrollan 
tienen como objetivo resistir al avance sojero y mejorar la calidad de vida de sus 
familias. En una asamblea de la Coordinadora oímos a Graciela López, quien realizó 
una exposición donde destacó la importancia del trabajo de los comités distritales, 
porque las organiza, fortalece y coordina en una lucha en común. Las mujeres de la 


Coordinadora se autodenominan socias, esto significa mucho más que ser 


integrante de la organización, es asumir el compromiso y la responsabilidad de 
luchar por el bien común de la comunidad que forman parte. Son mujeres que 
poseen chacras de no más de 20 hectáreas, y todas comparten la misma 
preocupación por el avance de los sojales en predios vecinos a sus tierras. Las 
socias no dejan de ser amas de casa, en paralelo a las actividades de la 
Coordinadora continúan cuidando de sus hogares y la crianza y educación de sus 
hijos. No es un detalle menor que la Coordinadora Departamental de Mujeres creció 
y se desarrolló en una sociedad donde tradicionalmente predomina el machismo. 
Las integrantes de la Coordinadora debieron dar la primera batalla contra el 
patriarcado en sus hogares, para después organizarse y luchar por sus tierras. En la 
entrevista que realizamos a Ada Ramírez, como cara visible de la Coordinadora en 
el distrito de Liberación, dejó muy en claro como ellas debían enfrentar a los 
hombres en sus propios hogares que cuestionaban las actividades de la 
organización. Respecto a esto último, una de las pioneras de la Coordinadora, María 
Bordón, destacó que las primeras integrantes sentían la necesidad de pedir permiso 
a sus maridos para participar de la asambleas de mujeres, y en las misma reuniones 
tomaban conciencia de que no existía tal necesidad. Como ellas lo cuentan la 
Coordinadora nació en tiempos de la presidencia de Fernando Lugo, en un contexto 
progresista que no sólo hizo posible el surgimiento de las organizaciones de 
mujeres, sino que además las alentaba a organizarse para luchar contra la ambición 
del agronegocio. Por supuesto, con la caída del gobierno de Lugo el panorama en 
Paraguay cambió drásticamente y ahora debían enfrentar a un Estado que imputa 
judicialmente las protestas campesinas, y utiliza las fuerzas de seguridad para 
reprimir toda manifestación en reclamo por sus tierras. A propósito, Graciela López 
como integrante activa de la organización contó que en los tiempos de corte de ruta 
como protesta, le tocó vivir como experiencia que mientras avanzaba la policía para 
realizar el desalojo del asfalto, su propio hijo como miembro de las fuerzas de 
seguridad exigía que se retiraran del sitio. Este último relato exhibe con claridad la 
lucha de pobres contra pobres a expensas de los poderosos que todo lo avasallan 
en Paraguay. Por último, es importante destacar que la Coordinadora Departamental 
de Mujeres es una organización horizontal, no presenta verticalismo alguno, todas 


sus integrantes tienen las mismas obligaciones y sienten el mismo compromiso. 


Todas las decisiones se toman en asambleas participativas, donde se vota luego de 
un profundo debate, todas las voces de las socias son oídas antes de las votaciones 
de rigor. En momentos que realizamos las entrevistas Ada Ramírez era la titular de 
la organización en el distrito de Liberación, pero ella misma contó que el cargo es 
rotativo cada año, solo se puede ocupar dos veces y la designada actúa como 
vocera de todas las socias de la organización. Con su práctica de democracia 
directa, la Coordinadora Departamental de Mujeres de San Pedro se organiza desde 
hace una década para luchar contra el avance del cultivo de soja transgénica. La 
sojización en la región oriental de Paraguay, en el departamento de San Pedro, y 
puntualmente en el distrito de Liberación coloca en riesgo de desaparecer a la 
tradicional agricultura familiar, destruyendo la biodiversidad del sitio y provocando el 
éxodo de pequeños productores, condenados a convertirse en desplazados 
ambientales. Precisamente en este contexto se toma real dimensión de la lucha de 
la Coordinadora de Mujeres en defensa de la agricultura tradicional, por sus tierras, 


por la producción para el autoconsumo y por la subsistencia de sus familias. 


CONCLUSIÓN: 


El histórico debate sobre la tenencia de la tierra en Paraguay hizo necesario 
trasladar el abordaje de la problemática, en cuanto a la posesión, hasta los tiempos 
de la denominada “guerra de la triple alianza” (1865-1870). El genocidio cometido 
contra el pueblo paraguayo por parte de Brasil, Argentina y Uruguay tuvo 
consecuencias que se hacen sentir hasta la actualidad. El Paraguay anterior a la 
guerra, con una economía proteccionista y autosuficiente era un mal ejemplo para 
los capitales europeos que ya habían penetrado en las economías de los países 
limítrofes. Pero además, el país guaraní era una fuente de recursos naturales y 
poseía millones de hectáreas a explotar. La economía autosuficiente con las familias 
campesinas trabajando sus chacras practicando la agricultura tradicional para el 
autoconsumo, desapareció con el final de la “guerra guasú” (Grande). La tradicional 
distribución de parcelas de tierra en forma equitativa fue reemplazada por la 


concentración de la tierra bajo el dominio de ambiciosos terratenientes locales y 


extranjeros en su mayoría. Comienza para Paraguay una extensa historia de 
explotación capitalista por parte de poderosos sectores hegemónicos. 

El Paraguay desigual continuó y se profundizó durante el siglo XX. La desigualdad 
exhibió su peor cara durante la extensa dictadura militar del General Alfredo 
Stroessner (1954-1989), en esta etapa bajo la fachada de una “reforma agraria” se 
desarrolló un sistema selectivo de entrega de parcelas de tierra. El aparato político 
del Partido Colorado tenía el control del reparto de tierras como devolución de 
favores, era un sistema de clientelismo político en su máxima expresión. 

La presente tesina final de grado o trabajo final de graduación se planteó como 
pregunta de investigación: ¿Qué relación se puede establecer entre la expansión del 
monocultivo de soja y el aumento de desplazados ambientales en Paraguay?. En el 
desarrollo de la investigación se pudo dar respuesta a éste y otros interrogantes, 
que vinculan en forma directa la precaria situación de los desplazados del sector 
rural en Paraguay con el avance de la producción de soja transgénica. Como se 
mencionó en el capítulo 3, la categoría “desplazado ambiental” es muy reciente y 
sigue en discusión sobre en qué casos o situaciones es aplicable. Los especialistas 
en la temática coinciden en utilizar este concepto para poblaciones humanas 
desplazadas en forma forzosa por desastres naturales con un prolongado daño 
ambiental. Pero desde hace dos décadas se sumó a este análisis los desastres 
ambientales con orígenes de tipo antrópicos, es decir aquellos espacios geográficos 
afectados por la intervención humana. También es fundamental tener en cuenta en 
este caso cuáles eran las condiciones de vida de los grupos humanos antes de la 
degradación ambiental y después de ser desplazados, estos factores pueden 
determinar si deben ser considerados, o no, como “refugiados ambientales”. 

Los grandes interrogantes que guiaron esta investigación fueron, por un lado a 
qué se hace referencia con el término desplazado ambiental; y por el otro, si la 
degradación ambiental es el factor determinante en los desplazamientos 
poblacionales, es decir si podemos entender la problemática ambiental vinculada 
con la estructura económico-productiva de Paraguay. El avance del monocultivo de 
soja pone en evidencia el modelo extractivista basado en la explotación de los 
recursos naturales con fines exportadores, y provoca el desplazamiento forzado de 


campesinos. Obviamente la problemática ambiental no es ideológicamente neutral 


ni ajena a intereses económicos y sociales. La expansión del modo de producción 
capitalista siempre tuvo como propósito maximizar las ganancias y los excedentes 
económicos en el corto plazo, en este esquema se ubica perfectamente la 
sojización. No se debe pasar por alto las presiones que impone el agronegocio para 
apropiarse de las tierras y las consecuencias ambientales devastadoras para la 
población y la biodiversidad. El capitalismo determina las estructuras económicas y 
sociales de donde emergen las personas que se ven forzadas a convertirse en 
desplazados ambientales. Éstos últimos se ven obligados a desplazarse como 
consecuencia de la degradación de su hábitat original, donde influyen factores como 
la falta de acceso a la tierra y a los medios de producción, la intensificación del 
deterioro ambiental, y la reprimarización de la economía con la especialización 
productiva en el monocultivo de soja en grano que demanda el mercado mundial. 
Cuando un país ingresa o permanece en el escenario internacional como exportador 
de productos primarios aumenta la presión sobre los territorios donde se desarrollan 
esos procesos productivos. En el caso paraguayo la agricultura a gran escala para 
la exportación de soja crece en forma exponencial, mientras que perjudica a la 
agricultura tradicional de los pequeños productores. 

El análisis del impacto socioambiental y económico del monocultivo de soja es útil 
para entender la concepción que tiene el agronegocio en cuanto a la biodiversidad. 
Las empresas multinacionales dedicadas al agronegocio buscan obtener el mayor 
beneficio posible con la explotación del ambiente, es decir maximizar las ganancias 
y los excedentes económicos en un corto plazo ha sido siempre el objetivo de las 
empresas extranjeras, que asociadas con la clase terrateniente dominante local, 
usufructúan la riqueza natural de la región oriental de Paraguay. Es así como la 
degradación ambiental va unida a la precarización laboral, y de la vida, de las 
familias campesinas que habitan esta región del país guaraní. Resulta 
incomprensible entonces como un territorio tan rico en cuanto a recursos naturales 
esté signado por el desempleo, la pobreza, el hambre, la miseria, la marginalidad, y 
como consecuencia la región genere desplazados ambientales. 

Con la investigación realizada queda absolutamente demostrado el vínculo directo 
entre el arrasador avance del monocultivo de soja transgénica, la degradación 


ambiental con destrucción de la biodiversidad como consecuencia del uso de 


agroquímicos, y como corolario, el desplazamiento forzoso de familias campesinas. 
Queda fuera de toda discusión los claros ejemplos de casos de “desplazados 
ambientales” en Paraguay, pero también queda abierto el debate en el terreno de lo 
jurídico en cuanto a si les cabe o no la categoría de “refugiados ambientales”. Esto 
último obligaría a cualquier Estado, en este caso el paraguayo, a garantizar 
asistencia a los migrantes que se encuentran con sus derechos humanos básicos 
vulnerados. Cuando surge el concepto de “refugiado” se da por entendido que el 
Estado receptor es quien otorgará protección, pero en el caso de los migrantes 
ambientales se puede afirmar que es en la complejidad de su definición donde 
ubicamos la principal dificultad para aclarar quién los debe proteger. En el caso de 
Paraguay, como hemos visto, el Estado tiene fuertes vínculos con las empresas 
sojeras que expulsan a los campesinos de sus tierras. Esos intereses en juego, se 
convierten en el principal obstáculo para que el Estado reconozca y se 
responsabilice de sus propios “refugiados ambientales”. Este es el problema de la 
migración ambiental interna, si fuese de un país a otro, el Estado receptor libre de la 
presión del agronegocio local podría contar con la libertad necesaria para otorgar 
protección a los “desplazados ambientales”. Aunque esto último tampoco se puede 
asegurar en el caso mencionado, porque como afirma la investigadora Javiera Rulli, 
Brasil, Argentina y Paraguay ya conforman “Las Repúblicas Unidas de la soja”. Por 
su parte la Licenciada Agostina Cipollone en su trabajo de investigación sobre 
Desplazados Ambientales en Haití y Japón asegura: “Serán considerados como 
Refugiados Ambientales si traspasan la frontera estatal. En caso de desplazarse al interior de 
su territorio, serán considerados desplazados internos por cuestiones medioambientales. En 
último término, se exhiben aquellas personas desplazadas de sus hogares porque su lugar de 
residencia será modificado y ello no les permitirá la subsistencia. Un ejemplo de este 
conjunto, lo proporciona la construcción de grandes infraestructuras. En esta ocasión, el 
responsable de la crisis es el Estado y es éste quien debería proporcionarles la necesaria 
asistencia”. (Cipollone, 2014). En el caso paraguayo el Estado de alguna manera es 
cómplice del capital sojero foráneo que está arrasando el territorio provocando la 
expulsión de los campesinos, y evita la responsabilidad de asistir a las familias 


desplazadas. 


El problema sobre la tenencia de la tierra en Paraguay es histórico, es un 
conflicto permanente entre los pequeños productores y los grandes capitales 
concentrados. Pero con la expansión de la soja el conflicto se visibiliza y actualiza. 
Para los campesinos la tenencia de la tierra representa mucho más que su valor en 
hectáreas cultivables. Es el arraigo de las familias, es el derecho a la identidad y de 
conservar sus costumbres. Representa la cultura de la comunidad, la organización 
colectiva como concepto integral de la tenencia y apropiación de las tierras. Cuando 
pierden la posesión, también pierden su historia. 

El monocultivo de soja transgénica reemplaza a la agricultura tradicional, y se 
instala un proceso de agricultura a gran escala para la exportación que provoca la 
degradación del suelo, destruye la biodiversidad y transforma al territorio en 
inhabitable. Estos factores son la causa de la destrucción de la agricultura familiar, 
sumado a las sistemáticas fumigaciones de los campos, que los campesinos 
identifican como el “veneno que todo lo mata”. Es oportuno tener presente que el 
modelo extractivista no repara en derecho alguno en cuanto a las familias 
campesinas, no contempla un derecho humano básico de los habitantes del sector 
rural de Paraguay, es decir el derecho a la salud. Cuando se afirma que la población 
rural tiene derecho a la salud debe ser entendido como un derecho inclusivo que 
garantice: acceso al agua potable; condiciones sanitarias; suministro de 
alimentación y nutrición sana; vivienda adecuada para un asentamiento humano; 
ambiente libre de contaminación; y condiciones adecuadas para el trabajo rural. 
Cuando estos derechos son avasallados, en Paraguay o en cualquier sociedad, 
surge el mismo interrogante. ¿Dónde está el Estado?. O se asume y se afirma con 
toda seguridad que el “Estado está ausente”. Pero en éste como en otros casos, 
puedo afirmar que el Estado nunca está ausente, el punto es a favor de quien 
vuelca su decisión política. Del relato de los entrevistados en esta investigación se 
desprende que durante la Presidencia de Fernando Lugo, entre el 15 de agosto de 
2008 y el 22 junio de 2012, Organizaciones campesinas como la Coordinadora 
Departamental de Mujeres de San Pedro, recibieron el impulso político necesario 
para llevar adelante la resistencia contra el avance de los sojales sobre sus tierras. 


Es decir que circunstancialmente el Estado estuvo presente a favor de los 


campesinos, pero todo desapareció tan pronto finalizó la “primavera progresista” con 
la caída del gobierno de Lugo por un golpe institucional. 

Planteada la problemática a investigar, era hora de comenzar a focalizar en un 
estudio de caso. Es así que se estableció contacto con la Coordinadora 
Departamental de Mujeres de San Pedro. Inicié contacto con una de las titulares de 
la organización, Ada Ramírez, quien brindó toda la información necesaria sobre la 
lucha y resistencia de este grupo de mujeres. Por supuesto también tuvimos que 
comentar sobre el proyecto, sus objetivos, y porqué era fundamental viajar hasta el 
sitio y realizar una serie de entrevistas. Al cabo de unos meses, luego de un 
intercambio “epistolar del siglo XX!” (mail y whatsapp), finalmente coordinamos el 
viaje a Paraguay para el mes de enero de 2020. La logística del viaje incluía 
averiguar detalles en cuanto a la estadía en el lugar, personas a entrevistar, sitios a 
visitar y cómo trasladarse por el lugar. No faltó la advertencia sobre el hecho de ir a 
Paraguay en enero con la altísima temperatura del verano guaraní, todos los 
comentarios se resumen en una sola expresión, “es el infierno en la tierra”. Allí, en 
Liberación, nos esperaban las integrantes de la Coordinadora de Mujeres, quienes 
oficiaron de guía por donde debíamos buscar las posibles respuestas a los 
interrogantes. 

Una vez en Paraguay la investigación requería tener en cuenta los siguientes 
puntos: el origen del Distrito de Liberación como parte del Departamento de San 
Pedro; la organización política del Distrito y sus autoridades; la historia de la 
Coordinadora Departamental de Mujeres de San Pedro; colocar al funcionamiento 
de la Organización de Mujeres como estudio de caso; descubrir la identidad de la 
comunidad y si existe conciencia de clase en el sitio; observación del espacio 
geográfico, reconocer la concentración de la propiedad de la tierra; conocer de 
cerca el proceso de sojización; identificar a los desplazados de la tierra por la 
expansión de la soja; comprender la organización de la resistencia campesina y el 
trabajo en espacios comunales; identificar a los afectados por la sojización, 
explotados, contaminados y expulsados; entender a la desposesión por 
acumulación que condiciona la subsistencia de las familias campesinas; analizar la 
transformación cultural de la comunidad en Liberación; reconocer las consecuencias 


del uso de agroquímicos sobre humanos y la biodiversidad; identificar el alcance de 


la contaminación y el impacto en los recursos naturales; descubrir los indicadores de 
propiedad; Identificar el rol de las empresas sojeras, las agroquímicas y el Estado; 
abordar la categoría de “refugiado ambiental”. 

La presente investigación no pretende tener todas las respuestas definitivas. Pero 
sí, colocar en el centro del debate a la categoría de “desplazado ambiental”, 
focalizando en el caso de los campesinos paraguayos expulsados del campo a la 
ciudad, como consecuencia de la expansión sojera. El análisis de esta problemática 
también incluye a la categoría de “refugiado ambiental”, porque de ser reconocidos 
como tales, la situación de los campesinos desplazados se debería convertir en 
política de Estado. En este contexto surge la lucha y resistencia de las 
organizaciones campesinas, esta investigación colocó la lupa sobre la Coordinadora 
Departamental de Mujeres de San Pedro, quienes luchan por la tierra y la 
subsistencia de sus familias. Para ellas irse no es una opción, sino quedarse y 
resistir practicando la agricultura tradicional para el autoconsumo de la comunidad. 
En cada entrevista realizada en el distrito de Liberación, en cada palabra de 
aquellas mujeres, se observa la convicción en la lucha y la importancia del objetivo. 
Para la Coordinadora de Mujeres la resistencia a la explotación capitalista y al 
desplazamiento de los pequeños productores que se busca por parte de los 
sectores hegemónicos, se planteó en un principio con movilizaciones y cortes de 
rutas. Pero luego también trabajando la tierra con la agricultura familiar, tradicional, 
orgánica y para un mercado interno. Las entrevistadas destacan en sus relatos la 
importancia de resistir el avance arrasador del agronegocio, y lo hacen con la 
agricultura familiar y la cría de animales, con el objetivo de garantizar la subsistencia 
de sus familias. Por supuesto debieron previamente enfrentar al patriarcado que les 
cuestionó el hecho de pertenecer a una organización integrada únicamente por 
mujeres. Las “socias”, como se autodenominan, enfrentaron la desconsideración de 
los hombres en sus hogares con la misma fuerza que van enfrentar en las rutas al 
avance de la sojización transgénica. Empoderadas, las integrantes de la 
Coordinadora Departamental de Mujeres de San Pedro, tienen como objetivo resistir 
y defender sus tierras con la agricultura familiar, capacitando a las mujeres en 


cuanto a la producción orgánica y el cuidado de la biodiversidad. 


El objetivo general de mi investigación era comprender la problemática de los 
“desplazados ambientales” en Paraguay bajo el enfoque de la historia reciente, 
debido a que el cultivo de soja transgénica llegó al país hermano en la década del 
“90, y la consecuente degradación ambiental que provoca la migración forzosa 
continúa hasta la actualidad. Los relatos recogidos en las diferentes entrevistas en 
el distrito de Liberación, departamento de San Pedro, ilustran de manera perfecta la 
problemática que deben enfrentar como organización campesina, y sobre todo como 
organización integrada únicamente por mujeres. De los testimonios se desprenden 
las causas y consecuencias de la concentración de la tierra y el proceso de 
sojización en el periodo 2012 - 2019. Es fácilmente identificable la descomposición 
social del campesinado como desplazado ambiental, las comunidades rompen con 
su histórica mirada integral de la agricultura tradicional y las familias son separadas 
cuando uno de sus integrantes, cuando no todos, debe migrar hacia otra región. 
Este último ahora se enfrenta a una recomposición social como refugiado ambiental 
en una comunidad desconocida, en una gran ciudad o en un país extranjero. En 
cualquiera de los casos, al recién llegado le hacen sentir su otredad, el desplazado 
ambiental jurídicamente no reconocido como un “refugiado ambiental”, ahora es 
visto como un invasor que se suma a las listas de los desocupados que buscan 
empleo para subsistir. 

Como corolario de esta investigación podemos afirmar que nos llevó mucho más 
allá de la propuesta original. La lectura previa de la bibliografía pertinente hacía 
presumir que la existencia de desplazados ambientales en Paraguay es una 
consecuencia directa del avance del monocultivo de soja transgénica. Pero el 
impacto social de la problemática de la soja en el sector rural paraguayo debía ser 
demostrado por esta investigación, además de la lucha y resistencia por parte de los 
campesinos. Ahí toma el protagonismo fundamental en esta investigación cada uno 
de los relatos de las entrevistas que realicé en el distrito de Liberación, 
departamento de San Pedro. Las fuentes orales que hablan de un suceso de la 
historia reciente fueron imprescindibles para reconstruir los acontecimientos de la 
última década en Liberación, que incluyen la creación del distrito, el arrasador 
avance de los sojales y la lucha y resistencia de la Coordinadora de Mujeres para no 


ser expulsados. En este caso la metodología de la historia oral resultó indispensable 


para que las familias campesinas puedan reconstruir su propia historia. A propósito 
de la historia reciente Ángel Soto Gamboa afirma que “lo histórico es una dimensión 
ineludible de lo existente y no sólo de lo que ha existido”. Para esta investigación tomé 
un recorte temporal de la historia del presente y considero que contribuye al análisis 
social de nuestro tiempo, haciendo foco en Liberación en particular y en Paraguay 
en general. Asumo que este trabajo estudia lo que está vivo e inconcluso, en un 
trayecto cuyo destino final desconocemos, por supuesto a riesgo de que nuestro 
conocimiento resulte imperfecto, pero como asegura Soto Gamboa: “Cualquier 
estudio impone al investigador un ejercicio continuado de humildad y paciencia. Sólo a través 
de una paciente indagación llegará a poseer los dispersos o poco accesibles materiales 
necesarios para el intento”. Los relatos recogidos durante las entrevistas en Paraguay 
surgen de la propia coetaneidad y no se comprende como una época determinada, 
con una delimitación temporal estática y fija, sino con un dinamismo que se 
identifica con el periodo donde se desarrolla la existencia de los protagonistas de 
esta investigación, es decir las mujeres de la Coordinadora Departamental de 


Mujeres que brindaron su testimonio. 
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FUENTES: 

Entrevistas realizadas en Paraguay: 

Fredy (Intendente de Liberación): 

“Liberación como Distrito nació en base a una larga lucha, nosotros nacimos de otros dos 
Distritos hermanos, Guajayví y Choré, en busca de más beneficios para nuestra gente. No fue 


fácil, fue una lucha de más de 15 años, y finalmente nos independizamos como Distrito de 


Liberación. Fueron tiempos de mucha protesta frente al parlamento, porque de ellos dependía 


la creación de nuestro Distrito. Así nació el Distrito número 20 del Departamento de San 
Pedro, eran tiempos de la presidencia de Fernando Lugo, su gobierno firmó el decreto y 
tuvimos legalidad, fue el primer paso, pero quedaba mucho por desarrollar. Estimo que hoy la 
población de Liberación es cercana a los 30.000 habitantes. Desde el municipio apoyamos a 
los pequeños productores, incentivamos la agricultura familiar campesina, y ellos cultivan 
productos tradicionales como maíz, mandioca y sésamo. Por ejemplo este año alcanzamos las 
4.000 hectáreas de siembra de sésamo, nosotros estimamos que con esta producción le puede 
quedar al Distrito un ingreso de 2.000.000 de dólares. Por supuesto todo depende del clima 
también, ojalá nos acompañe. En cuanto a la producción de soja, considero que es un rubro 
de mucha importancia económica, pero debe tenerse en cuenta como afecta a la zona. Tal vez 
faltan más controles, sobre todo en cuanto a la contaminación. Desde el municipio poco 
podemos hacer desde lo legal para frenar las fumigaciones, necesitamos más legislación 
sobre el tema por parte del parlamento. Nuestro diálogo con las empresas sojeras se limita al 
tema del trabajo, las tierras cedidas para la plantación de soja es un tema que maneja 
estrictamente el Senado. En nuestro Distrito mucha gente tuvo que emigrar cuando llegó la 
soja, por la falta de trabajo o por la contaminación se fueron a ciudades grandes o también 


para Argentina”. 


María Bordón: 


“Mi nombre es Mary Bordón y estamos en el distrito de Liberación, Departamento de San 
Pedro, en Paraguay. Estamos en la Coordinadora Departamental de Mujeres, yo soy una de 
las socias también, tenemos una responsabilidad enorme sobre nosotras, tenemos que luchar. 
Yo empecé en el comité de base, luego la distrital, y después nos unimos a otros distritos 
creando la departamental de mujeres, así nos organizamos. Yo tuve una experiencia personal 
hace 13 años atrás, una amiga tuvo que salir a pata 14 kilómetros con una criatura enferma en 
brazos buscando soluciones en un pequeño hospital. Sentí que tengo una obligación grande 
porque luchar, y también el hecho de que en esa época teníamos una zona con muchos 
vecinos, duele mucho decirlo, pero comenzaron a llegar los brasileros y empezaron a comprar 
los terrenos. Primero compraban terrenos pequeños, 20 hectáreas, y luego llegaron a compra 
2.700 hectáreas, plantaron soja y los vecinos comenzaron a sufrir las fumigaciones que 


hacían por las noches. Los vecinos cansados vendían sus tierras a los grandes, a los 


brasileros, duele el alma visitar la zona y ver que todo lo que era verde, era todo árboles, era 
todo monte, hoy no está. Ahora es todo plantación de soja, miles y miles de hectáreas de soja, 
ya no estaban las casas de los antiguos vecinos, ya no estaban sus cultivos. Comprendí que 
tenemos que luchar, si no luchamos nuestros hijos y nietos no podrán disfrutar nada de ésta 
tierra. Como Coordinadora Departamental de Mujeres estamos en eso, estamos en la lucha, 
en las radios, tenemos visitas. Como Coordinadora distrital tenemos a la compañera Ada 
Ramírez y la señora Etelvina Medina como Coordinadora Departamental, y así muchas otras 
mujeres que estamos luchando, ojalá un día logremos la victoria. La producción de soja viene 
muy bien para los grandes, pero para nosotros, la población, trae destrucción y enfermedades, 
además no podemos criar gallinas, no podemos criar chanchos, fumigan de noche y al otro 
día es como si nada pasó. Los Paraguayos llamamos veneno a las cosas prohibidas, acá le 
decimos veneno a los químicos que utilizan para fumigar, que mata todo. En la comunidad 
antes de llegar la soja era otra vida, los vecinos disfrutaban del arroyo, las mujeres lavaban la 
ropa, era una vida maravillosa para nosotros. Pero ahora es muy distinto, yo ahora tengo mi 
chacra y hago todos los días 14 kilómetros en moto. Me mudé a la ciudad para que mis hijos 
estudien, pero no abandoné mi chacra, estamos todavía trabajando. Nosotros producimos lo 
que tenemos que consumir, porque si compras comes productos transgénicos, la alimentación 
es mala con los transgénicos. Mí sueño mayor como mujer es junto con mis socias lograr un 
albergue o casa propia como Coordinadora Departamental de Mujeres acá en Liberación, para 
capacitar a la población y seguir trabajando y concientizar a más mujeres, a nuestras hijas, 
para que el día de mañana sigan luchando y poder recuperar lo nuestro. La naturaleza es 
maravillosa, pero el hombre la destruye, juntando dinero creen que son felices, no se dan 
cuenta que destruyen también la vida de sus hijos. Es hermoso disfrutar del campo, del río, 
del monte, de la naturaleza, es una cosa maravillosa. “Todas las mujeres que participamos de 
la Coordinadora llegamos con la misma necesidad de organizarnos para luchar. En seguida 
comprendí el valor de una mujer que lucha, es muy valiosa, y ya hace casi 13 años de la 
organización. Primero nacimos como Comité, después se formó la Coordinadora Distrital. 
Luego vimos que había la misma necesidad de organización de las mujeres en otros Distritos, 
y así surgió la Departamental. Acá en Paraguay los hombres son muy machistas, pero con la 
organización, las mujeres comenzamos a pisar fuerte. Muchas de nosotras debían pedir 
permiso al marido para salir a las reuniones. Luego de hablar y conocer nuestros derechos ya 


no sentíamos la necesidad de pedir permiso como si fuese nuestro dueño, simplemente se 


avisa que una sale y listo. Siempre se dijo que detrás de un gran hombre hay una gran mujer, 
nosotras lo cambiamos al dicho, y decimos que al lado de un gran hombre hay una gran 


mujer”. 


Etelvina Medina: 


“Comenzamos a reunirnos en 2008, y recién en 2011 formamos la Coordinadora de Mujeres 
de San Pedro, todo con mucho sacrificio, juntas vendíamos productos locales como chipa 
para juntar fondos para la Coordinadora de acá, estamos en Colonia Naranjito, Departamento 
de Resquín. En ésta zona había que luchar, ya para entonces era todo soja, pero la unión de 
las mujeres los pudo echar a esos primeros que plantaron soja, se tuvieron que ir, las mujeres 
lo lograron. No se fueron del todo, solo un poco más allá, y como siguen fumigando los 
terratenientes se nos mueren los animales, eso nos perjudica mucho a las compañeras. 

Soy una viuda que sigue trabajando su chacra, acá plantamos sésamo, chía, maíz, mandioca, 
nada transgénico, todo orgánico. Además crío gallinas y chanchos, todo para consumo 


nuestro”. 


Ada Ramírez: 


“Acá utilizan químicos, que nosotros decimos veneno. Se usa como en otros países, pero acá 
sin ningún tipo de cuidado, sin protección, sin capacitación, lo que en el extranjero está 
prohibido acá se hace como si nada pasara. El uso desmedido de los productos químicos nos 
perjudica. Los Brasileros y los Menonitas fumigan en sus tierras, dicen que ponen barreras, 
pero son líneas de cinco o seis plantas que no cubren nada, cuando hay viento contaminan. 
Fumigan de noche, no respetan, y enferman a los animales y a nosotros, no respetan aquello 
de que no se puede plantar cerca de los arroyos, plantan y fumigan igual. “Con mi familia 
éramos de Choré y hace 8 años nos mudamos a Liberación. Allá teníamos un terreno de 10 
hectáreas, pero el avance de la soja nos obligó a migrar a otra ciudad. Nos tuvimos que ir 
porque nuestra casa había quedado en medio de 40 hectáreas de soja y mi Papá enfermó de 
leucemia, todo indica que como consecuencia del uso de los agrotóxicos. Para mi familia fue 
una experiencia terrible, primero perdieron la tierra y la casa, después emigraron y mi Papá 


enfermó y murió. Todo por el avance de la soja y el uso de agrotóxicos. Comencé a participar 


en el Comité Virgen de Asunción, después me sumé a las asambleas donde se eligen 
representantes, quienes van estar a cargo de la organización. Luego fui Secretaria y 
actualmente asumí como Coordinadora distrital por un año y cada una de nosotras puede 
ocupar ese cargo hasta tres años consecutivos o no. 

Como Organización tenemos proyectos contra el cambio climático, además de desarrollar 
viveros naturales y tareas de reforestación. Acá cerca vemos los sojales de más de 2.000 
hectáreas, según la ley el cultivo de soja no puede ocupar más de 200 hectáreas por predio, 
pero sucede que para los sojeros la ley no existe. Si nosotras al plantar sésamo nos pasamos 
solo algunas hectáreas de lo permitido, ahí sí que aparece el castigo de la ley. El Estado sólo 
te escucha cuando haces mucho ruido, tuvimos que salir a la ruta a protestar, la noticia se 
vende y te haces visible con tu problema. Nosotras estamos en San Pedro, y los noticieros te 
presentan como zona roja por los conflictos, te mienten que es zona peligrosa. Los medios de 
comunicación dicen que salimos a la ruta porque no queremos trabajar, pero no es así. Es 
nuestra lucha y forma de manifestar para que nos escuchen. 

En cuanto a las mujeres, somos nosotras las que sabemos como funciona y qué necesita el 
hogar. Tuvimos que enfrentar a los hombres de nuestras familias que no permitían que la 
mujer salga a luchar. El hombre decía - ¿Otra vez te vas? ¿Qué hacen ahí? - y terminan 
diciendo que en la Organización te convencen para contradecir al hombre. Acá las mujeres 
defendemos nuestros derechos y le decimos fuerte al hombre que vamos a salir igual a la 
calle. Con el hombre, al igual que con el Estado, tenemos que hacer mucho ruido para que 
nos escuchen. Y lo mismo vale para los jueces. Muchas de nuestras protestas fueron 
imputadas por la justicia, los poderosos vienen con la policía y si te resistís terminás en la 


cárcel”. 


Alicia Vazquez: 


“Con mi familia hace muchos años que estamos acá en la zona, yo le cuento el relato de mis 
mayores. Los primeros en llegar se ubicaron cerca de donde hoy está la ruta, había mucha 
tierra para cultivar. En la zona siempre se cultivó maíz, tabaco, algodón, mandioca, maní, de 
todo un poco. La verdad que en Santa Librada avanzó mucho la soja, y lo que provoca es 
muy desagradable. Tengo un hijo que formó pareja y armó su casa como pudo en medio de 


los sojales. Al poco tiempo la chica quedó embarazada y dos meses después los médicos le 


dicen que por lo que se ve en la ecografía el bebé va nacer muy enfermo. Tenía un tumor en 
su cabecita y en su cuerpo la sangre era como gelatina, es terrible todo eso de los agrotóxicos. 
Siempre vemos pasar a los fumigadores, acá no vimos aviones, pero fumigan con tractores. 
Por eso en esta zona los vecinos vendieron y se fueron, porque las fumigaciones afectan a 
personas y animales. Nuestra experiencia indica que tenemos que luchar, acá cerca de la 
iglesia los vecinos nos unimos y no permitimos que planten soja. Hasta ahora pudimos 
resistir, pero a veces sentimos que nuestros gobernantes son parte de los sojeros, porque 
permiten que avancen los extranjeros. El gobierno tiene que poner freno a los brasileros. Con 
el avance de la soja la lucha es cada día más difícil, necesitamos el apoyo de las autoridades, 
pero si nos siguen dejando solas va ser muy difícil. Las grandes empresas compran tierras, 
pero también compran a políticos, jueces y policías. Antes con la siembra de algodón y 
tabaco la vida era muy tranquila y no había necesidad de irse a otro lado. A veces la 
necesidad te lleva a hacer cosas que afectan a toda la comunidad, eso hace la contaminación. 
Te cuento que mi hermano se fue a España y mi hijo está en Argentina, todo eso es un gran 
impacto para la familia, como te dije ojalá las autoridades se ocupen de los productores 
chicos, todo sería muy distinto. Las empresas brasileras traen trabajadores de otro lado, no 
sabemos de donde son, además con las máquinas plantan rápido soja en muchas hectáreas. 
Para mis hijos y nietos espero trabajo y una mejor vida. “Acá no tenemos ley pareja, la ley 
solo existe para el que tienen dinero, quién pone más plata tiene la razón. Nosotras resistimos 
porque estamos organizadas, hasta ahora se pudo resistir, pero tenemos la necesidad de sumar 


más socias y estar cada vez más unidas para enfrentar a los sojeros”. 


Ana Nilda González: 


“Siempre la gente se quejó de la soja, usan productos que perjudican a los vecinos y sus 
animales. Para ellos los culpables son las grandes empresas que plantan soja y dañan, por 
ejemplo acá en nuestra comunidad un brasilero compró hectáreas justo al lado de la iglesia. 
Se formó una comisión que se presentó en la municipalidad y en medioambiente, también 
hablamos con el brasilero que compró la tierra y le explicamos que la comunidad no quiere 
soja en ese lugar. Siempre sueño con que la gente vuelva a plantar algodón, ahora en este 


momento no hay trabajo y es triste ver como los chicos jóvenes caen en la delincuencia. Hoy 


casi no conviene invertir en tu chacra, de todos modos no te alcanza, pero es fundamental 
porque de tus animales y cosecha vivís. Acá somos muy trabajadores, pero cada familia 
quiere ver que le alcance para comer, sino las familias se desarman, los jóvenes se van a otras 


comunidades, a las ciudades grandes o la Argentina”. 


Graciela López: 


“A partir de mi viudez comencé a participar de la Coordinadora, nacimos como un comité de 
base en (-) y así formamos doce grupos. Me acerqué a la organización porque debía salir a 
luchar, algo me tenía que sacar de la depresión en la que había caído. Nosotras somos del 
Distrito de Choré y nos invitaron a participar de las reuniones en Liberación, nos motivó a 
organizar el poder de las mujeres. Solo juntas y organizadas nos escuchan cuando golpeamos 
las puertas de las instituciones. Todas las compañeras comenzamos hacer valer nuestros 
derechos, para no ser más pisoteadas por nadie, aprendimos que una mujer debe ser valiente. 
Además de luchar nos brindaron la capacitación, de la cual nos sentimos muy orgullosas. 

Nuestra lucha es grande, la comunidad estaba ubicada al lado de un arroyo, un lugar muy 
lindo, lleno de vida, pero desapareció por completo por el avance de la soja. Tuvieron que 
vender sus tierras porque ya no producían. Venden y se van a las ciudades, pero allá les hacen 
sentir que no son del lugar, las familias se desarman y los jóvenes caen en la delincuencia. 
Nuestro país es muy rico y la gente muy trabajadora, pero las autoridades son corruptas, 
venden lo que sea para favorecer sus intereses. El país se mantiene con el trabajo de los 
campesinos que pagan todos los impuestos, mientras que los terratenientes no pagan nada. Lo 
mismo pasa con la clase política, Senadores y Diputados viven en el lujo, y nosotros no 
tenemos nada. Los poderosos critican a los campesinos cuando luchan, dicen que son 
haraganes, y no es así, sucede que plantan y no les alcanza para vivir. Entonces en vez de 
escuchar tu reclamo justo, te acusan de vago para justificarse ellos. Durante la Presidencia de 
Lugo contamos con el apoyo del gobierno para salir a las rutas y hacer radio en la calle para 
hablar con los vecinos sobre los extranjeros que plantan soja. Pero los poderosos te mandaban 
a la policía que venía para garrotear. En una ocasión entre los policías estaba mi hijo, y él me 
dijo - Mamá tenés que salir de acá - y yo le respondí que era mi compromiso con las 
compañeras, que no me iba ir nada. Fue una situación muy triste para mi, hasta eso tenemos 


que soportar nosotras”. 


